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Nota preliminar

El Comité de los Derechos del Niño ha pre-

parado esta Observación General para des-

cribir la obligación de los Estados Partes de 

adoptar lo que han denominado “medidas 

generales de aplicación”. Los diversos ele-

mentos de ese concepto son complejos, y 

el Comité subraya que, para desarrollar esta 

descripción, probablemente formulará más 

adelante Observaciones Generales más deta-

lladas sobre esos diferentes elementos. En su 

Observación General Nº 2 (2002), titulada “El 

papel de las instituciones nacionales indepen-

dientes de derechos humanos en la promo-

ción y protección de los derechos del niño”, 

ya ha ampliado ese concepto.

Artículo 4 Los Estados Partes adoptarán 

todas las medidas administrativas, legisla-

tivas y de otra índole para dar efectividad 

a los derechos reconocidos en la presente 

Convención. En lo que respecta a los de-

rechos económicos, sociales y culturales, 

los Estados Partes adoptarán esas medidas 

hasta el máximo de los recursos de que 

dispongan y, cuando sea necesario, dentro 

del marco de la cooperación internacional.

Introducción

1. Cuando un Estado ratifica la Convención 

sobre los Derechos del Niño, asume, en virtud 

del derecho internacional, la obligación de apli-

carla. La aplicación es el proceso en virtud del 

cual los Estados Partes toman medidas para 

garantizar la efectividad de todos los derechos 

reconocidos en la Convención a todos los ni-

ños situados dentro de su jurisdicción.1 El ar-

tículo 4 exige que los Estados Partes adopten 

“todas las medidas administrativas, legisla-

tivas y de otra índole” para dar efectividad a 

los derechos reconocidos en la Convención. El 

Estado es quien asume obligaciones en virtud 

de la Convención, pero en la aplicación de ésta, 

es decir, en la labor de traducir en la realidad 

los derechos humanos de los niños, tienen que 

participar todos los sectores de la sociedad y, 

desde luego, los propios niños. Es fundamen-

tal hacer que toda la legislación interna sea ple-

namente compatible con la Convención y que 

los principios y las disposiciones de ésta pue-

dan aplicarse directamente y sean susceptibles 

de la debida ejecución coercitiva. Además, el 

Comité de los Derechos del Niño ha identifica-

do toda una serie de medidas que se necesitan 

para la aplicación efectiva de la Convención, 

entre ellas el establecimiento de estructuras 

especiales y la realización de actividades de 

supervisión y formación, así como de otras ac-

tividades, en el gobierno, en el parlamento y en 

la judicatura, en todos los niveles.2

Observación General No.5

Medidas generales de aplicación de 
la Convención sobre los Derechos del Niño

CRC/GC/2003/5, noviembre de 2003

1. El Comité recuerda a los Estados Partes que, a los efectos de la Convención, por niño se entiende “todo ser humano menor de 18 
años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad” (art. 1).
2. En 1999, el Comité de los Derechos del Niño celebró un seminario de dos días de duración para conmemorar el décimo aniversario 
de la adopción de la Convención sobre los Derechos del Niño por la Asamblea General de las Naciones Unidas. El seminario se centró 
en las medidas generales de aplicación, después de lo cual el Comité aprobó unas conclusiones y recomendaciones detalladas (véase 
CRC/C/90, párr. 291).
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Como se señala en el párrafo 25, el Comité 

cree que se debe reconocer la posibilidad de 

invocar ante los tribunales los derechos eco-

nómicos, sociales y culturales, así como los 

derechos civiles y políticos.

7. La segunda frase del artículo 4 refleja la 

aceptación realista de que la falta de recursos, 

financieros y de otra índole, puede entorpecer 

la plena aplicación de los derechos económi-

cos, sociales y culturales en algunos Estados; 

esto introduce la idea de la “realización pro-

gresiva” de tales derechos: los Estados tienen 

que poder demostrar que han adoptado medi-

das “hasta el máximo de los recursos de que 

dispongan” y, cuando sea necesario, que han 

solicitado la cooperación internacional. Los 

Estados, cuando ratifican la Convención, asu-

men la obligación no sólo de aplicarla dentro 

de su jurisdicción, sino también de contribuir, 

mediante la cooperación internacional, a que 

se aplique en todo el mundo.

8. La frase es similar a la utilizada en el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, y el Comité está plena-

mente de acuerdo con el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales en que, 

“aunque se demuestre que los recursos dis-

ponibles son insuficientes, sigue en pie la 

obligación de que el Estado Parte se empeñe 

en asegurar el disfrute más amplio posible 

de los derechos pertinentes dadas las cir-

cunstancias reinantes.”5 Sean cuales fueren 

sus circunstancias económicas, los Estados 

están obligados a adoptar todas las medidas 

posibles para dar efectividad a los derechos 

del niño, prestando especial atención a los 

grupos más desfavorecidos.

9. Las medidas generales de aplicación iden-

tificadas por el Comité y descritas en esta 

Observación General tienen por finalidad pro-

mover el pleno disfrute de todos los derechos 

reconocidos en la Convención por todos los 

niños, mediante la promulgación de dispo-

siciones legislativas, el establecimiento de 

2. En su examen periódico de los informes pre-

sentados por los Estados Partes con arreglo 

a la Convención, el Comité presta particular 

atención a lo que ha denominado “medidas 

generales de aplicación”. En las observacio-

nes finales que formuló tras ese examen, el 

Comité hace recomendaciones específicas 

sobre esas medidas generales. El Comité 

espera que los Estados Partes describan, en 

sus futuros informes periódicos, las medidas 

adoptadas en cumplimiento de esas reco-

mendaciones. En las orientaciones generales 

del Comité para la presentación de informes, 

los artículos de la Convención se reúnen en 

grupos.3 El primer grupo es el relativo a las 

“medidas generales de aplicación”, y en él se 

reúnen el artículo 4, el artículo 42 (obligación 

de dar a conocer ampliamente el contenido de 

la Convención a los niños y a los adultos; véa-

se el párrafo 66 infra) y el párrafo 6 del artícu-

lo 44 (obligación de dar amplia difusión a los 

informes en el Estado Parte; véase el párrafo 

71 infra).

3. Además de estas disposiciones, hay otras 

obligaciones generales en materia de apli-

cación que se exponen en el artículo 2: “Los 

Estados Partes respetarán los derechos enun-

ciados en la presente Convención y asegu-

rarán su aplicación a cada niño sujeto a su 

jurisdicción, sin distinción alguna [...]”.

4. Asimismo, conforme al párrafo 2 del artí-

culo 3, “Los Estados Partes se comprometen 

a asegurar al niño la protección y el cuidado 

que sean necesarios para su bienestar, te-

niendo en cuenta los derechos y deberes de 

sus padres, tutores u otras personas respon-

sables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán 

todas las medidas legislativas y administrati-

vas adecuadas”.

5. En el derecho internacional relativo a los 

derechos humanos hay artículos similares 

al artículo 4 de la Convención, en los que se 

órganos de coordinación y supervisión, tan-

to gubernamentales como independientes, 

la reunión de datos de gran alcance, la con-

cienciación, la formación y la formulación y 

aplicación de las políticas, los servicios y los 

programas apropiados. Uno de los resultados 

satisfactorios de la adopción y de la ratifica-

ción casi universal de la Convención ha sido 

la creación, en el plano nacional, de toda una 

serie de nuevos órganos, estructuras y acti-

vidades orientados y adaptados a los niños: 

dependencias encargadas de los derechos del 

niño en el gobierno, ministros que se ocupan 

de los niños, comités interministeriales sobre 

los niños, comités parlamentarios, análisis de 

las repercusiones sobre los niños, presupues-

tos para los niños, informes sobre la situación 

de los derechos de los niños, coaliciones de 

organizaciones no gubernamentales (ONG) 

sobre los derechos de los niños, defensores 

de los niños, comisionados de derechos de 

los niños, etc.

10. Esos cambios, aunque algunos de ellos 

pueden parecer superficiales en gran parte, 

indican, al menos, que ha cambiado la per-

cepción que se tiene del lugar del niño en la 

sociedad, que se está dispuesto a dar mayor 

prioridad política a los niños y que se está 

cobrando mayor conciencia de las repercu-

siones que la buena gestión de los asuntos 

públicos tiene sobre los niños y sobre sus 

derechos humanos.

11. El Comité subraya que, en el contexto de 

la Convención, los Estados han de conside-

rar que su función consiste en cumplir unas 

claras obligaciones jurídicas para con todos y 

cada uno de los niños. La puesta en práctica 

de los derechos humanos de los niños no ha 

de considerarse como un proceso caritativo 

que consista en hacer favores a los niños.

12. La adopción de una perspectiva basada 

en los derechos del niño, mediante la acción 

del gobierno, del parlamento y de la judica-

tura, es necesaria para la aplicación efectiva 

exponen las obligaciones generales en ma-

teria de aplicación, tales como el artículo 2 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y el artículo 2 del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. El Comité de Derechos Humanos y 

el Comité de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales han formulado Observaciones 

Generales sobre esas disposiciones, observa-

ciones que deben considerarse como comple-

mentarias de la presente Observación General 

y a las que se hace referencia más abajo.4

6. El artículo 4, aunque refleja la obligación 

general de los Estados Partes en lo que se 

refiere a la aplicación, establece en su se-

gunda frase una distinción entre, por una 

parte, los derechos civiles y políticos y, por 

otra, los derechos económicos, sociales y 

culturales: “En lo que respecta a los dere-

chos económicos, sociales y culturales, los 

Estados Partes adoptarán esas medidas 

hasta el máximo de los recursos de que dis-

pongan y, cuando sea necesario, dentro del 

marco de la cooperación internacional”. No 

hay ninguna división sencilla o digna de fe 

de los derechos humanos en general, o de 

los derechos reconocidos por la Convención 

en particular, en esas dos categorías de de-

rechos. En las orientaciones del Comité para 

la presentación de informes se agrupan los 

artículos 7, 8, 13 a 17 y el apartado a) del 

artículo 37 bajo el epígrafe “Derechos y li-

bertades civiles”, pero el contexto indica 

que esos no son los únicos derechos civiles 

y políticos reconocidos en la Convención. 

De hecho, está claro que otros muchos ar-

tículos, entre ellos los artículos 2, 3, 6 y 12 

de la Convención, contienen elementos que 

constituyen derechos civiles o políticos, lo 

que refleja la interdependencia y la indivisi-

bilidad de todos los derechos humanos. El 

disfrute de los derechos económicos, socia-

les y culturales está indisolublemente unido 

al disfrute de los derechos civiles y políticos. 

5. Observación General Nº 3, HRI/GEN/1/Rev.6, párr. 11, pág. 19.

3. Orientaciones generales respecto de la forma y el contenido de los informes que han de presentar los Estados Partes con arreglo 
al apartado a) del párrafo 1 del artículo 44 de la Convención (CRC/C/5, 30 de octubre de 1991); Orientaciones generales respecto de la 
forma y el contenido de los informes que han de presentar los Estados Partes con arreglo al apartado b) del párrafo 1 del artículo 44 
de la Convención (CRC/C/58, 20 de noviembre de 1996).
4. Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 3 (13º período de sesiones, 1981), Aplicación del Pacto a nivel nacional (art. 
2); Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 3 (quinto período de sesiones, 1990), La índole 
de las obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2); asimismo, Observación General Nº 9 (19º período de sesiones, 
1998), La aplicación interna del Pacto, donde se desarrollan ciertos elementos de la Observación General Nº 3. La Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos publica regularmente una recopilación de las Observaciones 
Generales y recomendaciones generales de los órganos creados en virtud de tratados (HRI/GEN/1/Rev.6).
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procedimientos. Ahora bien, es relativamen-

te fácil aparentar que se escucha a los niños, 

pero para atribuir la debida importancia a la 

opinión de los niños se necesita un auténti-

co cambio. El escuchar a los niños no debe 

considerarse como un fin en sí mismo, sino 

más bien como un medio de que los Estados 

hagan que sus interacciones con los niños y 

las medidas que adopten en favor de los niños 

estén cada vez más orientadas a la puesta en 

práctica de los derechos de los niños.

Los acontecimientos únicos o regulares como 

los parlamentos de los niños pueden ser alen-

tadores y suscitar la concienciación general. 

Ahora bien, el artículo 12 exige que las dis-

posiciones sean sistemáticas y permanentes. 

La participación de los niños y las consultas 

con los niños tienen también que tratar de no 

ser meramente simbólicas y han de estar diri-

gidas a determinar unas opiniones que sean 

representativas. El énfasis que se hace en el 

párrafo 1 del artículo 12 en “los asuntos que 

afectan al niño” implica que se trate de cono-

cer la opinión de determinados grupos de ni-

ños sobre cuestiones concretas; por ejemplo 

la opinión de los niños que tienen experiencia 

con el sistema de justicia de niños, niñas y 

adolescentes sobre las propuestas de modifi-

cación de las leyes aplicables en esa esfera, 

o la opinión de los niños adoptados y de los 

niños que se encuentran en familias de adop-

ción sobre las leyes y las políticas en materia 

de adopción. Es importante que los gobiernos 

establezcan una relación directa con los niños, 

y no simplemente una relación por conducto 

de ONG o de instituciones de derechos hu-

manos. En los primeros años de vigencia de 

la Convención, las ONG desempeñaron una 

importante función innovadora al adoptar 

estrategias en las que se daba participación a 

los niños, pero interesa tanto a los gobiernos 

como a los niños que se establezcan los con-

tactos directos apropiados.

de toda la Convención, particularmente ha-

bida cuenta de los siguientes artículos de la 

Convención identificados por el Comité como  

principios generales.

Artículo 2 Obligación de los Estados de 

respetar los derechos enunciados en la 

Convención y de asegurar su aplicación a 

cada niño sujeto a su jurisdicción, sin dis-

tinción alguna. 

Esta obligación de no discriminación exige 

que los Estados identifiquen activamente a 

los niños y grupos de niños cuando el reco-

nocimiento y la efectividad de sus derechos 

pueda exigir la adopción de medidas espe-

ciales. Por ejemplo, el Comité subraya en 

particular, la necesidad de que los datos que 

se reúnan se desglosen para poder identificar 

las discriminaciones existentes o potencia-

les. La lucha contra la discriminación puede 

exigir que se modifique la legislación, que se 

introduzcan cambios en la administración, 

que se modifique la asignación de recursos y 

que se adopten medidas educativas para ha-

cer que cambien las actitudes. Hay que poner 

de relieve que la aplicación del principio no 

discriminatorio de la igualdad de acceso a los 

derechos no significa que haya que dar un tra-

to idéntico. En una Observación General del 

Comité de Derechos Humanos se ha subraya-

do la importancia de tomar medidas especia-

les para reducir o eliminar las condiciones que 

llevan a la discriminación.6

Artículo 3, párrafo 1 El interés superior del 

niño como consideración primordial en to-

das las medidas concernientes a los niños. 

El artículo se refiere a las medidas que tomen 

“las instituciones públicas o privadas de bien-

estar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos”. 

El principio exige la adopción de medidas 

activas por el gobierno, el parlamento y la 

judicatura. Todos los órganos o instituciones 

legislativos, administrativos y judiciales han 

Examen de las reservas

13. En sus orientaciones para la presentación 

de informes relativos a las medidas generales 

de aplicación, el Comité empieza invitando a 

cada Estado Parte a que indique si considera 

necesario mantener las reservas que haya he-

cho, en su caso, o si tiene la intención de re-

tirarlas.7 Los Estados Partes en la Convención 

tienen derecho a formular reservas en el mo-

mento de su ratificación o de su adhesión 

(art. 51). El objetivo del Comité de lograr que 

se respeten plena e incondicionalmente los 

derechos humanos de los niños sólo puede 

alcanzarse si los Estados retiran sus reser-

vas. El Comité, durante su examen de los in-

formes, recomienda invariablemente que se 

examinen y se retiren las reservas. Cuando 

un Estado, después de examinar una reserva, 

decide mantenerla, el Comité pide que en el 

siguiente informe periódico de ese Estado se 

explique plenamente esa decisión. El Comité 

señala a la atención de los Estados Partes el 

aliento dado por la Conferencia Mundial de 

Derechos Humanos al examen y a la retirada 

de las reservas.8

14. El artículo 2 de la Convención de Viena 

sobre el Derecho de los Tratados define la 

“reserva” como “una declaración unilateral, 

cualquiera que sea su enunciado o denomina-

ción, hecha por un Estado al firmar, ratificar, 

aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a 

él, con objeto de excluir o modificar los efectos 

jurídicos de ciertas disposiciones del tratado 

en su aplicación a ese Estado”. La Convención 

de Viena dispone que los Estados podrán, en 

el momento de la ratificación de un tratado 

o de la adhesión a un tratado, formular una 

reserva, a menos que ésta sea “incompatible 

con el objeto y el fin del tratado” (art. 19).

15. El párrafo 2 del artículo 51 de la 

Convención sobre los Derechos del Niño re-

fleja esa disposición: “No se aceptará ninguna 

reserva incompatible con el objeto y el pro-

pósito de la presente Convención”. Preocupa 

de aplicar el principio del interés superior del 

niño estudiando sistemáticamente cómo los 

derechos y los intereses del niño se ven afec-

tados o se verán afectados por las decisiones 

y las medidas que adopten; por ejemplo, una 

ley o una política propuestas o existentes, una 

medida administrativa o una decisión de los 

tribunales, incluyendo las que no se refieren 

directamente a los niños pero los afectan 

indirectamente.

Artículo 6 El derecho intrínseco del niño a 

la vida y la obligación de los Estados Partes 

de garantizar en la máxima medida posible 

la supervivencia y el desarrollo del niño. 

El Comité espera que los Estados interpreten 

el término “desarrollo” en su sentido más 

amplio, como concepto holístico que abarca 

el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, 

psicológico y social del niño. Las medidas de 

aplicación deben estar dirigidas a conseguir el 

desarrollo óptimo de todos los niños.

Artículo 12 El derecho del niño a expresar 

su opinión libremente en “todos los asun-

tos que afectan al niño” y a que se tengan 

debidamente en cuenta esas opiniones. 

Este principio, que pone de relieve la fun-

ción del niño como participante activo en la 

promoción, protección y vigilancia de sus 

derechos, se aplica igualmente a todas las 

medidas adoptadas por los Estados para apli-

car la Convención.

La apertura de los procesos de adopción de 

decisiones oficiales a los niños constituye un 

reto positivo al que el Comité estima que los 

Estados están respondiendo cada vez más. 

Como pocos Estados han reducido ya la ma-

yoría de edad electoral a menos de 18 años, 

es aún más necesario lograr que la opinión de 

los niños sin derecho de voto sea respetada 

en el gobierno y en el parlamento. Si se quiere 

que las consultas sean útiles, es preciso dar 

acceso tanto a los documentos como a los 

7. Orientaciones generales respecto de la forma y el contenido de los informes que han de presentar los Estados Partes con arreglo 
al apartado b) del párrafo 1 del artículo 44 de la Convención, CRC/C/58, 20 de noviembre de 1996, párr. 11.
8. Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Viena, 14 a 25 de junio de 1993, Declaración y Programa de Acción de Viena, A/
CONF.157/23.

6. Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 18 (1989), HRI/GEN/1/Rev. 6, págs. 168 y ss.
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tradicional de aplicación de los instrumentos 

internacionales de derechos humanos en 

algunos Estados, pero no en todos ellos. La 

incorporación debe significar que las dispo-

siciones de la Convención pueden ser invo-

cadas directamente ante los tribunales y ser 

aplicada por las autoridades nacionales y que 

la Convención prevalece en caso de conflicto 

con la legislación interna o la práctica común. 

La incorporación, por sí sola no evita la ne-

cesidad de hacer que todo el derecho interno 

pertinente, incluso el derecho local o consue-

tudinario, se ajuste a la Convención. En caso 

de conflicto en la legislación, siempre debe 

prevalecer la Convención, conforme al artí-

culo 27 de la Convención de Viena sobre el 

Derecho de los Tratados. Cuando un Estado 

delegue poderes para legislar en los gobiernos 

regionales o territoriales federados, deberá 

exigir asimismo a esos gobiernos subsidiarios 

que legislen en el marco de la Convención y 

garanticen su aplicación efectiva (véanse tam-

bién los párrafos 40 y siguientes infra).

21. Algunos Estados han indicado al Comité 

que la inclusión en su Constitución de garan-

tías de los derechos para “todos” es suficiente 

para garantizar el respeto de esos derechos en 

el caso de los niños. El criterio para saber si 

es así consiste en determinar si, en el caso de 

los niños, los derechos aplicables tienen efec-

tividad realmente y se pueden invocar direc-

tamente ante los tribunales. El Comité acoge 

con satisfacción la inclusión de artículos sobre 

los derechos del niño en las constituciones 

nacionales, reflejando así los principios clave 

de la Convención, lo que contribuye a subra-

yar la idea esencial de la Convención: que los 

niños, al igual que los adultos, son titulares 

de los derechos humanos. Sin embargo, esa 

inclusión no garantiza automáticamente que 

se respeten los derechos de los niños. A fin 

de promover la plena aplicación de esos dere-

chos, incluido, cuando proceda, el ejercicio de 

los derechos por los propios niños, puede ser 

necesario adoptar disposiciones adicionales, 

legislativas o de otra índole.

profundamente al Comité que algunos 

Estados hayan formulado reservas que evi-

dentemente infringen el párrafo 2 del artículo 

51, por ejemplo señalando que el respeto de la 

Convención está limitado por la Constitución 

o la legislación vigentes del Estado, incluyen-

do en algunos casos el derecho religioso. El 

artículo 27 de la Convención de Viena sobre 

el Derecho de los Tratados dispone que “Una 

parte no podrá invocar las disposiciones de su 

derecho interno como justificación del incum-

plimiento de un tratado”.

16. El Comité señala que, en algunos casos, 

los Estados Partes han presentado objeciones 

formales a esas reservas tan amplias de otros 

Estados Partes. El Comité encomia cualquier 

medida que contribuya a asegurar el respeto 

más amplio posible de la Convención en to-

dos los Estados Partes.

Ratificación de otros instru-
mentos internacionales cla-
ve relativos a los 
Derechos Humanos

17. En su examen de las medidas generales 

de aplicación, y teniendo en cuenta los prin-

cipios de la indivisibilidad y la interdepen-

dencia de los derechos humanos, el Comité 

insta invariablemente a los Estados Partes a 

que, si todavía no lo han hecho, ratifiquen los 

dos Protocolos Facultativos de la Convención 

sobre los Derechos del Niño (sobre la partici-

pación de niños en los conflictos armados y 

sobre la venta de niños, la prostitución infantil 

y la utilización de niños en la pornografía), así 

como los otros seis principales instrumentos 

internacionales relativos a los derechos hu-

manos. Durante su diálogo con los Estados 

Partes, el Comité los alienta frecuentemente a 

que consideren la posibilidad de ratificar otros 

instrumentos internacionales pertinentes. En 

el anexo de esta Observación General figura 

una lista no exhaustiva de esos instrumentos, 

lista que el Comité actualizará periódicamente.

22. El Comité destaca, en particular, la im-

portancia de que el derecho interno refleje 

los principios generales establecidos en la 

Convención (arts. 2, 3, 6; véase el párrafo 12 

supra). El Comité acoge con satisfacción la 

refundición de la legislación relativa a los de-

rechos del niño, que puede subrayar y poner 

de relieve los principios de la Convención. Sin 

embargo, el Comité señala que es fundamen-

tal además que todas las leyes “sectoriales” 

pertinentes (sobre la educación, la salud, la 

justicia, etc.) reflejen de manera coherente los 

principios y las normas de la Convención.

23. El Comité alienta a todos los Estados 

Partes a que promulguen y apliquen dentro 

de su jurisdicción disposiciones jurídicas que 

sean más conducentes a la realización de los 

derechos del niño que las contenidas en la 

Convención, teniendo en cuenta el artículo 41. 

El Comité subraya que los demás instrumen-

tos internacionales relativos a los derechos 

humanos se aplican a todas las personas de 

menos de 18 años de edad.

Posibilidad de invocar los 
derechos ante los tribunales

24. Para que los derechos cobren sentido, 

se debe disponer de recursos efectivos para 

reparar sus violaciones. Esta exigencia está 

implícita en la Convención, y se hace referen-

cia a ella sistemáticamente en los otros seis 

principales instrumentos internacionales re-

lativos a los derechos humanos. La situación 

especial y dependiente de los niños les crea 

dificultades reales cuando los niños quieren 

interponer recursos por la violación de sus 

derechos. Por consiguiente, los Estados de-

ben tratar particularmente de lograr que los 

niños y sus representantes puedan recurrir 

a procedimientos eficaces que tengan en 

cuenta las circunstancias de los niños. Ello 

debería incluir el suministro de información 

adaptada a las necesidades del niño, el aseso-

ramiento, la promoción, incluido el apoyo a la 

Disposiciones legislativas

18. El Comité considera que la revisión gene-

ral de toda la legislación interna y las directri-

ces administrativas conexas para garantizar 

el pleno cumplimiento de la Convención 

constituye una obligación. La experiencia 

adquirida durante el examen no sólo del 

informe inicial sino también ahora de los 

informes periódicos segundo y tercero pre-

sentados en virtud de la Convención indica 

que el proceso de revisión a nivel nacional 

se ha iniciado, en la mayoría de los casos, 

pero debe ser más riguroso. En la revisión se 

debe examinar la Convención no sólo artícu-

lo por artículo sino también globalmente, y 

se debe reconocer la interdependencia y la 

indivisibilidad de los derechos humanos. La 

revisión debe ser continua en vez de única, 

y en ella se debe examinar tanto la legisla-

ción propuesta como la legislación en vigor. 

Aunque es importante que ese proceso de 

revisión se incorpore a las actividades de 

todos los departamentos gubernamentales 

competentes, también conviene que lleven a 

cabo una revisión independiente los comités 

y reuniones de los parlamentos, las institu-

ciones nacionales de derechos humanos, las 

ONG, los intelectuales, y los niños y jóvenes 

afectados, entre otras entidades y personas.

19. Los Estados Partes tienen que hacer, por 

todos los medios adecuados, que las disposi-

ciones de la Convención surtan efecto jurídico 

en el ordenamiento jurídico interno. Esto si-

gue siendo un problema para muchos Estados 

Partes. Es especialmente importante aclarar el 

ámbito de aplicación de la Convención en los 

Estados en los que ésta se aplica directamente 

en el derecho interno y en otros en los que 

se afirma que la Convención tiene “rango de 

disposición constitucional” o ha sido incorpo-

rada en el derecho interno.

20. El Comité acoge con satisfacción la in-

corporación de la Convención al derecho in-

terno, incorporación que es el procedimiento 
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30. Será necesario concentrarse especialmen-

te en determinar los grupos de niños margi-

nados y desfavorecidos y darles prioridad. El 

principio de no discriminación enunciado en 

la Convención exige que todos los derechos 

garantizados por la Convención se reconozcan 

para todos los niños dentro de la jurisdicción 

de los Estados. Como se ha señalado más arri-

ba (párr. 12), el principio de no discriminación 

no impide que se adopten medidas especiales 

para disminuir la discriminación.

31. Para conferir autoridad a la estrategia, es 

necesario que ésta se apruebe al más alto ni-

vel de gobierno. Asimismo, es preciso que se 

vincule a la planificación nacional del desarro-

llo y se incluya en los presupuestos naciona-

les; de otro modo, la estrategia puede quedar 

marginada fuera de los principales procesos 

de adopción de decisiones.

32. La estrategia no debe ser simplemente una 

lista de buenas intenciones, sino que debe 

comprender una descripción de un proceso 

sostenible destinado a dar efectividad a los de-

rechos de los niños en todo el Estado y debe 

ir más allá de las declaraciones de política y 

de principio para fijar unos objetivos reales 

y asequibles en relación con toda la gama de 

derechos económicos, sociales, culturales, ci-

viles y políticos para todos los niños. La amplia 

estrategia nacional puede traducirse en planes 

nacionales de acción sectoriales, por ejemplo 

para la educación y la salud, en los que se 

establezcan objetivos específicos, se prevean 

medidas de aplicación selectivas y se asignen 

recursos financieros y humanos. La estrategia 

establecerá inevitablemente prioridades, pero 

no se deben descuidar ni diluir en modo algu-

no las obligaciones concretas que los Estados 

Partes han asumido en virtud de la Convención. 

Para aplicar la estrategia se debe disponer 

de los fondos necesarios, tanto humanos  

como financieros.

33. La elaboración de una estrategia nacio-

nal no es una tarea que se lleve a cabo una 

autopromoción, y el acceso a procedimientos 

independientes de denuncia y a los tribuna-

les con la asistencia letrada y de otra índole 

necesaria. Cuando se comprueba que se han 

violado los derechos, debería existir una repa-

ración apropiada, incluyendo una indemniza-

ción, y, cuando sea necesario, la adopción de 

medidas para promover la recuperación física 

y psicológica, la rehabilitación y la reintegra-

ción, según lo dispuesto en el artículo 39.

25. Como se ha señalado en el párrafo 6 su-

pra, el Comité subraya que los derechos eco-

nómicos, sociales y culturales, así como los 

derechos civiles y políticos, deben poder invo-

carse ante los tribunales Es esencial que en la 

legislación nacional se establezcan derechos 

lo suficientemente concretos como para que 

los recursos por su infracción sean efectivos.

Disposiciones 
administrativas y 
de otra índole

26. El Comité no puede prescribir en detalle 

las medidas que cada Estado Parte conside-

rará apropiadas para garantizar la aplicación 

efectiva de la Convención. Sin embargo, ba-

sándose en la experiencia adquirida en su 

primer decenio durante el examen de los 

informes de los Estados Partes, así como en 

su diálogo continuo con los gobiernos, con 

los organismos y organismos conexos de las 

Naciones Unidas, con las ONG y con otros 

órganos competentes, el Comité ha recogido 

en el presente documento algunos consejos 

esenciales para los Estados.

27. El Comité cree que la aplicación efectiva 

de la Convención exige una coordinación in-

tersectorial visible para reconocer y realizar 

los derechos del niño en toda la administra-

ción pública, entre los diferentes niveles de 

la administración y entre la administración y 

la sociedad civil, incluidos especialmente los 

propios niños y jóvenes. Invariablemente, 

sola vez. Una vez preparada, la estrategia 

deberá ser ampliamente difundida en toda la 

administración pública y entre la población, 

incluidos los niños (una traducida a versio-

nes adaptadas a las necesidades del niño, 

así como a los idiomas apropiados, y una 

vez presentada en las formas adecuadas). La 

estrategia deberá incluir disposiciones para 

la supervisión y el examen continuo, para la 

actualización periódica y para la presenta-

ción de informes periódicos al parlamento y a  

la población.

34. Los “planes nacionales de acción” a cuya 

elaboración se alentó a los Estados tras la pri-

mera Cumbre Mundial en favor de la Infancia, 

celebrada en 1990, guardaban relación con los 

compromisos particulares establecidos por los 

países que asistieron a la Cumbre.9 En 1993, 

en la Declaración y el Programa de Acción de 

Viena, aprobados por la Conferencia Mundial 

de Derechos Humanos, se instó a los Estados 

a que integraran la Convención sobre los 

Derechos del Niño en sus planes nacionales 

de acción en materia de derechos humanos.10

35. En el documento final del período extraor-

dinario de sesiones de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas sobre la infancia, 

celebrado en 2002, también se exhorta a los 

Estados a que “formulen o refuercen, con 

carácter urgente, de ser posible para fines de 

2003, planes de acción nacionales y, si pro-

cede, regionales, con un calendario concreto 

de objetivos y metas mensurables que se ba-

sen en el presente Plan de Acción [...].”11 El 

Comité acoge con satisfacción los compromi-

sos contraídos por los Estados para lograr los 

objetivos y metas establecidos en el período 

extraordinario de sesiones sobre la infancia y 

consignados en el documento final, Un mun-

do apropiado para los niños. Sin embargo, el 

Comité subraya que el hecho de contraer com-

promisos especiales en reuniones mundiales 

no reduce en modo alguno las obligaciones 

jurídicas contraídas por los Estados Partes en 

virtud de la Convención. De igual forma, la 

muchos departamentos gubernamentales di-

ferentes y otros órganos gubernamentales o 

cuasi gubernamentales influyen en las vidas 

de los niños y en el goce de sus derechos. 

Hay pocos departamentos gubernamentales, 

si es que hay alguno, que no tengan efectos, 

directos o indirectos, en la vida de los niños. 

Es necesaria una vigilancia rigurosa de la apli-

cación, vigilancia que debería incorporarse al 

proceso de gobierno a todos los niveles, pero 

también una vigilancia independiente por par-

te de las instituciones nacionales de derechos 

humanos, las ONG y otras entidades.

A. Elaboración de una amplia 
estrategia nacional basada en 
la Convención

28. La administración pública, en su conjunto 

y en todos sus niveles, si se quiere que pro-

mueva y respete los derechos del niño, debe 

trabajar sobre la base de una estrategia nacio-

nal unificadora, amplia, fundada en los dere-

chos y basada en la Convención.

29. El Comité encomia la elaboración de una 

amplia estrategia nacional, o plan nacional 

de acción en favor de los niños, basada en la 

Convención. El Comité espera que los Estados 

Partes tengan en cuenta las recomendacio-

nes formuladas en sus observaciones finales 

sobre los informes periódicos cuando elabo-

ren y revisen sus estrategias nacionales. Esa 

estrategia, si se quiere que sea eficaz, ha de 

guardar relación con la situación de todos los 

niños y con todos los derechos reconocidos 

en la Convención. La estrategia deberá ela-

borarse mediante un proceso de consulta, 

incluso con los niños y los jóvenes y con las 

personas que viven y trabajan con ellos. Como 

se ha señalado más arriba (párr. 12), para ce-

lebrar consultas serias con los niños es nece-

sario que haya una documentación y unos y 

procesos especiales que tengan en cuenta la 

sensibilidad del niño; no se trata simplemente 

de hacer extensivo a los niños el acceso a los 

procesos de los adultos.

9. Cumbre Mundial en favor de la Infancia, “Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño y Plan 
de Acción para la Aplicación de la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño en el decenio 
de 1990”, CF/WSC/1990/WS-001, Naciones Unidas, Nueva York, 30 de septiembre de 1990.
10. Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Viena, 14 a 25 de junio de 1993, “Declaración y Programa de Acción de Viena”, A/
CONF.157/23.
11. Un mundo apropiado para los niños, documento final del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas sobre la infancia, 2002, párr. 59.
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sean más visibles en el gobierno como a la 

coordinación para lograr que los derechos del 

niño se respeten en todo el gobierno y a todos 

los niveles del gobierno. Esa dependencia po-

dría estar facultada para elaborar la estrategia 

general sobre la infancia y supervisar su aplica-

ción, así como para coordinar la presentación 

de informes en virtud de la Convención.

C. Descentralización, federaliza-
ción y delegación

40. El Comité ha considerado necesario insis-

tir ante muchos Estados en que la descentra-

lización del poder, mediante la transferencia y 

la delegación de facultades gubernamentales, 

no reduce en modo alguno la responsabilidad 

directa del gobierno del Estado Parte de cum-

plir sus obligaciones para con todos los niños 

sometidos a su jurisdicción, sea cual fuera la 

estructura del Estado.

41. El Comité reitera que, en todas las circuns-

tancias, el Estado que ratificó la Convención o 

se adhirió a ella sigue siendo responsable de 

garantizar su plena aplicación en todos los te-

rritorios sometidos a su jurisdicción. En todo 

proceso de transferencia de competencias, los 

Estados Partes tienen que asegurarse de que 

las autoridades a las que se traspasan las com-

petencias disponen realmente de los recursos 

financieros, humanos y de otra índole necesa-

rios para desempeñar eficazmente las funcio-

nes relativas a la aplicación de la Convención. 

Los gobiernos de los Estados Partes han de 

conservar las facultades necesarias para exi-

gir el pleno cumplimiento de la Convención 

por las administraciones autónomas o las 

autoridades locales y han de establecer me-

canismos permanentes de vigilancia para 

que la Convención se respete y se aplique a 

todos los niños sometidos a su jurisdicción, 

sin discriminación. Además, han de existir sal-

vaguardias para que la descentralización o la 

transferencia de competencias no conduzca a 

una discriminación en el goce de los derechos 

de los niños en las diferentes regiones.

preparación de planes de acción concretos en 

respuesta al período extraordinario de sesio-

nes no disminuye la necesidad de una amplia 

estrategia de aplicación de la Convención. 

Los Estados deberían integrar su respuesta al 

período extraordinario de sesiones de 2002 

y a otras conferencias mundiales pertinentes 

en su estrategia global de aplicación de la 

Convención en su conjunto.

36. El documento final alienta asimismo a los 

Estados Partes a que “consideren la posibili-

dad de incluir en los informes que presenten al 

Comité de los Derechos del Niño información 

sobre las medidas adoptadas y los resultados 

obtenidos en la aplicación del presente Plan 

de Acción.”12 El Comité aprueba esta propues-

ta, se compromete a supervisar los progresos 

realizados para cumplir los compromisos 

contraídos en el período extraordinario de se-

siones y dará nuevas orientaciones en sus di-

rectrices revisadas para la preparación de los 

informes periódicos que se han de presentar 

en virtud de la Convención.

B. Coordinación de la aplicación 
de los derechos del niño

37. Durante el examen de los informes de 

los Estados Partes, el Comité ha considerado 

casi invariablemente necesario alentar una 

mayor coordinación de los poderes públicos 

con miras a garantizar la aplicación efectiva: 

coordinación entre los departamentos de la 

administración central, entre las diferentes 

provincias y regiones, entre la administración 

central y otros niveles de la administración y 

entre los poderes públicos y la sociedad civil. 

La finalidad de la coordinación es velar por 

que se respeten todos los principios y normas 

enunciados en la Convención para todos los 

niños sometidos a la jurisdicción del Estado; 

hacer que las obligaciones dimanantes de la 

ratificación de la Convención o de la adhesión 

a ésta sean reconocidas no sólo por los princi-

pales departamentos cuyas actividades tienen 

D. Privatización

42. El proceso de privatización de los servicios 

puede tener graves repercusiones sobre el re-

conocimiento y la realización de los derechos 

del niño. El Comité dedicó su día de debate 

general de 2002 al tema “El sector privado 

como proveedor de servicios y su función 

en la realización de los derechos del niño”, y 

definió el sector privado en el sentido de que 

abarca las empresas, las ONG y otras asocia-

ciones privadas con y sin fines de lucro. Tras 

ese día de debate general, el Comité adoptó 

recomendaciones concretas que señaló a la 

atención de los Estados Partes.13

43. El Comité subraya que los Estados Partes 

en la Convención tienen la obligación jurídica 

de respetar y promover los derechos del niño 

con arreglo a lo dispuesto en la Convención, 

lo que incluye la obligación de velar por que 

los proveedores privados de servicios ac-

túen de conformidad con sus disposiciones, 

creándose así obligaciones indirectas para 

esas entidades.

44. El Comité pone de relieve que el hecho 

de permitir que el sector privado preste ser-

vicios, dirija instituciones, etc. no reduce en 

modo alguno la obligación del Estado de 

garantizar el reconocimiento y la realización 

plenos de todos los derechos enunciados en 

la Convención a todos los niños sometidos a 

su jurisdicción (párrafo 1 del artículo 2 y pá-

rrafo 2 del artículo 3). El párrafo 1 del artículo 

3 dispone que, en todas las medidas concer-

nientes a los niños que tomen las institucio-

nes públicas o privadas, una consideración 

primordial a que se atenderá será el interés 

superior del niño. El párrafo 3 del artículo 3 

exige el establecimiento de las normas apro-

piadas por los órganos competentes (órganos 

con la competencia jurídica adecuada), parti-

cularmente en la esfera de la salud, sobre el 

volumen y la idoneidad de su personal. Ello 

requiere una inspección rigurosa para ase-

gurar el cumplimiento de la Convención. El 

considerables repercusiones sobre los niños 

(en las esferas de la educación, de la salud, 

del bienestar, etc.), sino también por todos los 

poderes públicos, incluidos, por ejemplo, los 

departamentos que se ocupan de las finanzas, 

de la planificación, del empleo y de la defensa, 

en todos los niveles.

38. El Comité considera que, dado que es un 

órgano creado en virtud de un tratado, no es 

aconsejable que intente prescribir unas dispo-

siciones concretas que puedan ser apropiadas 

para los sistemas de gobierno, muy diferen-

tes, de los distintos Estados Partes. Existen 

muchos modos oficiales y oficiosos de lograr 

una coordinación efectiva, por ejemplo los 

comités interministeriales e interdepartamen-

tales para la infancia. El Comité propone que 

los Estados Partes, si no lo han hecho toda-

vía, revisen los mecanismos del gobierno 

desde el punto de vista de la aplicación de la 

Convención y, en particular, de los cuatro artí-

culos que establecen los principios generales 

(véase el párrafo 12 supra).

39. Muchos Estados Partes han establecido 

ventajosamente un departamento o dependen-

cia concreto cercano al centro del gobierno, en 

algunos casos en la oficina del Presidente o 

Primer Ministro o en el gabinete, con el objeti-

vo de coordinar la aplicación de los derechos y 

la política relativa a la infancia. Como se ha se-

ñalado anteriormente, las medidas adoptadas 

por prácticamente todos los departamentos 

gubernamentales tienen repercusiones sobre 

la vida de los niños. No es posible concentrar 

en un único departamento las funciones de to-

dos los servicios que se ocupan de los niños, 

y, en cualquier caso, hacerlo podría entrañar 

el peligro de marginar más a los niños en el 

gobierno. En cambio, una dependencia espe-

cial, si se le confiere autoridad de alto nivel 

(informar directamente, por ejemplo, al Primer 

Ministro, al Presidente o un comité del gabine-

te sobre las cuestiones relacionadas con la in-

fancia), puede contribuir tanto a la consecución 

del objetivo general de hacer que los niños 

12. Ibíd., apartado a) del párrafo 61. 13. Comité de los Derechos del Niño, informe sobre el 31º período de sesiones, septiembre a octubre de 2002, Día de debate general 
sobre “El sector privado como proveedor de servicios y su función en la realización de los derechos del niño”, párrs. 630 a 653.
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extensa difusión de esos informes, así como 

los debates sobre ellos, incluso en el parla-

mento, puede llevar a la amplia participación 

pública en la aplicación. Las traducciones, in-

cluidas las versiones adaptadas a los niños, 

son fundamentales para lograr la participa-

ción de los niños y de los grupos minoritarios 

en el proceso.

50. El Comité subraya que, en muchos casos, 

sólo los propios niños están en condiciones 

de decir si se reconocen y realizan plenamen-

te sus derechos. Es probable que las entrevis-

tas con los niños y la utilización de los niños 

como investigadores (con las salvaguardias 

adecuadas) constituya una importante mane-

ra de averiguar, por ejemplo, hasta qué punto 

sus derechos civiles, incluido el derecho fun-

damental consagrado en el artículo 12 a que 

se escuchen y tengan debidamente en cuenta 

sus opiniones, se respetan en la familia, la es-

cuela, etc.

G. Visibilidad de los niños en 
los presupuestos

51. En sus directrices para la presentación de 

informes y en el examen de los informes de los 

Estados Partes, el Comité ha prestado mucha 

atención a la determinación y el análisis de los 

recursos destinados a los niños en los presu-

puestos nacionales y en otros presupuestos.14 

Ningún Estado puede decir si para dar efecti-

vidad a los derechos económicos, sociales y 

culturales está adoptando medidas “hasta el 

máximo de los recursos de que disponga”, 

como lo dispone el artículo 4, a menos que 

pueda determinar la proporción de los presu-

puestos nacionales y de otros presupuestos 

que se destinan al sector social y, dentro de 

éste, a los niños, tanto directa como indirec-

tamente. Algunos Estados han afirmado que 

no es posible analizar así los presupuestos 

nacionales. Sin embargo, otros lo han hecho 

y publican “presupuestos para la infancia” 

anuales. El Comité necesita saber qué medi-

das se han adoptado en todos los niveles de 

Comité propone que se establezca un meca-

nismo o proceso permanente de supervisión 

para velar por que todos los proveedores 

públicos y privados de servicios respeten 

la Convención.

E. Vigilancia de la aplicación: 
necesidad de valorar y evaluar 
los efectos sobre los niños

45. Para que el interés superior del niño (pá-

rrafo 1 del artículo 3) sea una consideración 

primordial a la que se atienda, y para que 

todas las disposiciones de la Convención se 

respeten al promulgar disposiciones legislati-

vas y formular políticas en todos los niveles 

de los poderes públicos, así como al aplicar 

esas disposiciones legislativas y esas políti-

cas en todos los niveles, se requiere un pro-

ceso continuo de valoración de los efectos 

sobre los niños (previendo las consecuencias 

de cualquier proyecto de ley o propuesta 

de política o de asignación presupuestaria 

que afecte a los niños y al disfrute de sus 

derechos) y de evaluación de los efectos so-

bre los niños (juzgando las consecuencias 

reales de la aplicación). Este proceso tiene 

que incorporarse, a todos los niveles de go-

bierno y lo antes posible, en la formulación  

de políticas.

46. La autovigilancia y la evaluación son una 

obligación para los gobiernos. No obstante, 

el Comité considera asimismo esencial que 

exista una vigilancia independiente de los 

progresos logrados en la aplicación por parte, 

por ejemplo, de los comités parlamentarios, 

las ONG, las instituciones académicas, las 

asociaciones profesionales, los grupos de jó-

venes y las instituciones independientes que 

se ocupan de los derechos humanos (véase el 

párrafo 65 infra).

47. El Comité encomia a algunos Estados que 

han promulgado disposiciones legislativas 

que exigen que se preparen y presenten al 

parlamento y a la población informes oficiales 

gobierno para que la planificación y la adop-

ción de decisiones, en particular presupues-

tarias, en los sectores económico y social, se 

lleven a cabo teniendo como consideración 

primordial el interés superior del niño, y para 

que los niños, incluidos especialmente los 

grupos de niños marginados y desfavoreci-

dos, estén protegidos contra a los efectos ne-

gativos de las políticas económicas o de los 

declives financieros.

52. El Comité, subrayando que las políticas 

económicas no son nunca neutrales en sus 

consecuencias sobre los derechos del niño, 

expresa su profunda preocupación por los 

frecuentes efectos negativos que tienen sobre 

los niños los programas de ajuste estructural y 

la transición a una economía de mercado. Las 

obligaciones relativas a la aplicación estableci-

das en el artículo 4 y en otras disposiciones de 

la Convención exigen una rigurosa vigilancia 

de los efectos de esos cambios y el ajuste de 

las políticas para proteger los derechos econó-

micos, sociales y culturales del niño.

H. Formación y fomento de 
la capacidad

53. El Comité pone de relieve la obligación 

de los Estados de promover la formación y 

el fomento de la capacidad de todos los que 

participan en el proceso de aplicación (funcio-

narios del Estado, parlamentarios y miembros 

de la judicatura) y de todos los que trabajan 

con los niños y para los niños. Entre ellos figu-

ran, por ejemplo, los dirigentes comunitarios 

y religiosos, los maestros, los trabajadores so-

ciales y otros profesionales, incluidos los que 

trabajan con niños en instituciones y lugares 

de detención, la policía y las fuerzas armadas, 

incluidas las fuerzas de mantenimiento de la 

paz, las personas que trabajan en los medios 

de difusión y otros muchos. La formación 

tiene que ser sistemática y continua e incluir 

la capacitación inicial y el reciclaje. La forma-

ción tiene por objeto destacar la situación 

del niño como titular de derechos humanos, 

sobre el análisis de los efectos. Cada Estado 

debería considerar de qué manera puede 

garantizar el cumplimiento del párrafo 1 del 

artículo 3 y hacerlo de modo que promueva 

más la integración visible de los niños en la 

formulación de políticas y la sensibilización 

sobre sus derechos.

F. Reunión de datos y análisis 
y elaboración de indicadores

48. La reunión de datos suficientes y fiables 

sobre los niños, desglosados para poder de-

terminar si hay discriminaciones o disparida-

des en la realización de sus derechos, es parte 

esencial de la aplicación. El Comité recuerda 

a los Estados Partes que es necesario que 

la reunión de datos abarque toda la infan-

cia, hasta los 18 años. También es necesario 

que la recopilación de datos se coordine en 

todo el territorio a fin de que los indicadores 

sean aplicables a nivel nacional. Los Estados 

deben colaborar con los institutos de investi-

gación pertinentes y fijarse como objetivo el 

establecimiento de un panorama completo 

de los progresos alcanzados en la aplicación, 

con estudios cualitativos y cuantitativos. Las 

directrices en materia de presentación de in-

formes aplicables a los informes periódicos 

exigen que se recojan datos estadísticos des-

glosados detallados y otra información que 

abarque todas las esferas de la Convención. 

Es fundamental no sólo establecer sistemas 

eficaces de reunión de datos, sino también 

hacer que los datos recopilados se evalúen y 

utilicen para valorar los progresos realizados 

en la aplicación, para determinar los proble-

mas existentes y para informar sobre toda la 

evolución de las políticas relativas a la infan-

cia. La evaluación requiere la elaboración de 

indicadores sobre todos los derechos garanti-

zados por la Convención.

49. El Comité encomia a los Estados Partes que 

han empezado a publicar amplios informes 

anuales sobre la situación de los derechos 

del niño en su jurisdicción. La publicación y la 

14. Orientaciones generales respecto de la forma y el contenido de los informes que han de presentar los Estados Partes con arreglo 
al apartado b) del párrafo 1 del artículo 44 de la Convención, CRC/C/58, 20 de noviembre de 1996, párr. 20.
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los derechos del niño e insta a los gobiernos 

a que les den un apoyo imparcial y a que es-

tablezcan relaciones oficiales y oficiosas po-

sitivas con ellos. La participación de las ONG 

en el proceso de preparación de informes en 

virtud de la Convención, en el marco de la de-

finición de “órganos competentes” dada en el 

apartado a) del artículo 45, ha dado en muchos 

casos un impulso real al proceso de aplicación 

y de preparación de informes. El Grupo de las 

Organizaciones no Gubernamentales encar-

gado de la Convención sobre los Derechos 

del Niño ha influido de forma muy favorable, 

importante y positiva en el proceso de prepa-

ración de informes y en otros aspectos de la 

labor del Comité. El Comité subraya en sus 

orientaciones para la preparación de informes 

que el proceso de preparar un informe “debe 

ser tal que estimule y facilite la participación 

popular y el control de las políticas guberna-

mentales por parte del público.”15 Los medios 

de difusión pueden prestar una valiosa cola-

boración en el proceso de aplicación (véase 

también el párrafo 70).

J. Cooperación internacional

60. El artículo 4 pone de relieve que la aplica-

ción de la Convención es una actividad de coo-

peración para todos los Estados del mundo. 

Este artículo y otros artículos de la Convención 

hacen hincapié en la necesidad de cooperación 

internacional.16 La Carta de las Naciones Unidas 

(arts. 55 y 56) establece los objetivos generales 

en materia de cooperación internacional eco-

nómica y social y los Miembros se compro-

meten en virtud de la Carta “a tomar medidas 

conjuntas o separadamente, en cooperación 

con la Organización” para la realización de es-

tos propósitos. En la Declaración del Milenio de 

las Naciones Unidas y en reuniones mundiales, 

entre ellas el período extraordinario de sesio-

nes de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas sobre la infancia, los Estados se han 

comprometido, en particular, a realizar activida-

des de cooperación internacional para eliminar  

la pobreza.

hacer que se conozca y se comprenda mejor 

la Convención y fomentar el respeto activo de 

todas sus disposiciones. El Comité espera que 

la Convención se vea reflejada en los progra-

mas de formación profesional, en los códigos 

de conducta y en los programas de estudio 

en todos los niveles. Por supuesto, se debe 

promover la comprensión y el conocimiento 

de los derechos humanos entre los propios ni-

ños, mediante el programa de estudios en la 

escuela y de otras maneras (véanse también 

el párrafo 69 infra y la Observación General 

del Comité Nº 1 (2001) sobre los propósitos de 

la educación).

54. Las directrices del Comité para la prepa-

ración de los informes periódicos mencionan 

muchos aspectos de la capacitación, incluida 

la capacitación de especialistas, que son fun-

damentales para que todos los niños disfru-

ten de sus derechos. La Convención destaca, 

en su preámbulo y en muchos artículos, la 

importancia de la familia. Es particularmente 

importante que la promoción de los derechos 

del niño se integre en la preparación para la 

paternidad y en la formación de los padres.

55. Se debería proceder a una evaluación pe-

riódica de la eficacia de la capacitación en la 

que se examinase no sólo el conocimiento 

de la Convención y de sus disposiciones sino 

también la medida en que ésta ha contribui-

do a crear actitudes y prácticas que promue-

van activamente el disfrute de los derechos 

del niño.

I. Cooperación con 
la sociedad civil

56. La aplicación de la Convención es una 

obligación para los Estados Partes, pero es 

necesario que participen todos los sectores 

de la sociedad, incluidos los propios niños. El 

Comité reconoce que la obligación de respe-

tar y garantizar los derechos del niño se ex-

tiende en la práctica más allá del Estado y de 

los servicios e instituciones controlados por el 

61. El Comité señala a los Estados Partes que 

la Convención debe constituir el marco de 

la asistencia internacional para el desarrollo 

relacionada directa o indirectamente con los 

niños y que los programas de los Estados 

donantes deben basarse en los derechos. El 

Comité insta a los Estados a que alcancen las 

metas acordadas internacionalmente, incluida 

la meta de la asistencia internacional para el 

desarrollo fijada por las Naciones Unidas en 

el 0,7% del producto interno bruto. Se reite-

ró ese objetivo, junto con otras metas, en el 

Consenso de Monterrey de la Conferencia 

Internacional sobre la Financiación para el 

Desarrollo celebrada en 2002.17 El Comité 

alienta a los Estados Partes que reciban ayu-

da y asistencia internacionales a que destinen 

una parte considerable de esa ayuda específi-

camente a los niños. El Comité espera que los 

Estados Partes puedan determinar anualmen-

te la cuantía y la proporción del apoyo inter-

nacional que se destina a la realización de los 

derechos del niño.

62. El Comité apoya los objetivos de la inicia-

tiva 20/20 para lograr el acceso universal a 

unos servicios sociales básicos de buena ca-

lidad de manera sostenible, como responsa-

bilidad compartida de los países en desarrollo 

y de los países donantes. El Comité observa 

que las reuniones internacionales celebradas 

para examinar los progresos alcanzados han 

concluido que muchos Estados tendrán difi-

cultades para dar efectividad a los derechos 

económicos y sociales fundamentales a me-

nos que se asignen a ello más recursos y que 

se mejore la eficacia de la asignación de re-

cursos. El Comité toma nota de las medidas 

adoptadas para reducir la pobreza en los paí-

ses más endeudados mediante el documento 

de estrategia de lucha contra la pobreza, y 

alienta esas medidas. Como estrategia central 

impulsada por los países para alcanzar los ob-

jetivos de desarrollo del Milenio, el documen-

to de estrategia de lucha contra la pobreza 

debe centrarse particularmente en los dere-

chos del niño. El Comité insta a los gobiernos, 

Estado para incluir a los niños, a sus padres, 

a las familias más extensas y a otros adultos, 

así como servicios y organizaciones no esta-

tales. El Comité está de acuerdo, por ejemplo, 

con la Observación General Nº 14 (2000) del 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales sobre el derecho al disfrute del más 

alto nivel posible de salud, en cuyo párrafo 42 

se establece que: “Si bien sólo los Estados 

son Partes en el Pacto y, por consiguiente, 

son los que, en definitiva, tienen la obliga-

ción de rendir cuentas por cumplimiento de 

éste, todos los integrantes de la sociedad 

particulares, incluidos los profesionales de 

la salud, las familias, las comunidades loca-

les, las organizaciones intergubernamentales 

y no gubernamentales, las organizaciones 

de la sociedad civil y el sector de la empresa 

privada tienen responsabilidades en cuanto 

a la realización del derecho a la salud. Por 

consiguiente, los Estados Partes deben crear 

un clima que facilite el cumplimiento de 

esas responsabilidades”.

57. El artículo 12 de la Convención, como ya 

se ha subrayado (véase el párrafo 12 supra), 

exige que se tengan debidamente en cuenta 

las opiniones del niño en todos los asuntos 

que le afectan, lo que incluye claramente la 

aplicación de “su” Convención.

58. El Estado debe colaborar estrechamen-

te con las ONG en el sentido más amplio, al 

tiempo que respeta su autonomía. Esas ONG 

comprenden, por ejemplo, las ONG de dere-

chos humanos, las organizaciones dirigidas 

por niños y jóvenes, los grupos de jóvenes, 

los grupos de padres y de familias, los grupos 

religiosos, las instituciones académicas y las 

asociaciones profesionales. Las ONG desem-

peñaron una función esencial en la redacción 

de la Convención, y su participación en el pro-

ceso de aplicación es vital.

59. El Comité acoge con satisfacción la crea-

ción de coaliciones y alianzas de ONG dedica-

das a la promoción, protección y vigilancia de 

15. Ibíd., párr. 3.
16. Los siguientes artículos de la Convención hacen referencia explícita a la cooperación internacional: el párrafo 2 del artículo 7, el 
párrafo 2 del artículo 11, el apartado b) del artículo 17; el apartado e) del artículo 21, el párrafo 2 del artículo 22, el párrafo 4 del artículo 
23 y el párrafo 4 del artículo 24, el párrafo 4 del artículo 27, el párrafo 3 del artículo 28 y los artículos 34 y 35.
17. Informe de la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo, Monterrey (México), 18 a 22 de marzo de 2002 
(A/CONF.198/11).
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de las sociedades, si no en todas, no se ha 

considerado a los niños como titulares de de-

rechos. Por lo tanto, el artículo 42 reviste una 

importancia especial. Si los adultos que ro-

dean a los niños, sus padres y otros parientes, 

los maestros y las personas que se ocupan de 

ellos no comprenden las repercusiones de la 

Convención, y sobre todo su confirmación de 

la igualdad de condición de los niños como 

titulares de derechos, es muy improbable que 

los derechos consagrados en la Convención 

se realicen para muchos niños.

67. El Comité propone que los Estados for-

mulen una amplia estrategia para dar a co-

nocer la Convención en toda la sociedad. 

Esto debería incluir información sobre los 

órganos, tanto gubernamentales como inde-

pendientes, que participan en la aplicación 

y en la vigilancia y sobre la manera en que 

se puede tomar contacto con ellos. Al nivel 

más básico, es necesario que el texto de la 

Convención tenga amplia difusión en todos 

los idiomas (y el Comité elogia la recopila-

ción de traducciones oficiales y extraoficiales 

de la Convención realizada por el ACNUDH). 

Es necesario que haya una estrategia para la 

divulgación de la Convención entre los anal-

fabetos. El UNICEF y las ONG han creado en 

muchos países versiones de la Convención al 

alcance de los niños de diversas edades, pro-

ceso que el Comité acoge con satisfacción y 

alienta; esos organismos también deberían 

informar a los niños sobre las fuentes de ayu-

da y de asesoramiento con que cuentan.

68. Los niños necesitan conocer sus derechos, 

y el Comité atribuye especial importancia a la 

inclusión de los estudios sobre la Convención 

y sobre los derechos humanos en general en 

el programa de estudios de las escuelas en 

todas sus etapas. A este respecto, hay que 

tener presente la Observación General Nº 1 

(2001) del Comité, titulada “Propósitos de la 

educación (art. 29, párr. 1). En el párrafo 1 del 

artículo 29 se afirma que la educación del niño 

deberá estar encaminada a “Inculcar al niño 

a los donantes y a la sociedad civil a que ve-

len por que se conceda especial prioridad a 

los niños en la elaboración de documentos 

de estrategia de lucha contra la pobreza y en 

los enfoques sectoriales del desarrollo. Tanto 

los documentos de estrategia de lucha contra 

la pobreza como los enfoques sectoriales del 

desarrollo deben reflejar los principios de los 

derechos del niño, con un enfoque holístico 

y centrado en el niño que lo reconozca como 

titular de derechos y con la incorporación de 

metas y objetivos de desarrollo que sean per-

tinentes para los niños.

63. El Comité alienta a los Estados a que presten 

y utilicen, según proceda, asistencia técnica en 

el proceso de aplicación de la Convención. El 

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 

(UNICEF), la Oficina del Alto Comisionado para 

los Derechos Humanos (ACNUDH) y otros or-

ganismos de las Naciones Unidas y organis-

mos conexos de las Naciones Unidas pueden 

prestar asistencia técnica en lo que se refiere 

a muchos aspectos de la aplicación. Se alienta 

a los Estados Partes a que indiquen su interés 

por la asistencia técnica en los informes que 

presenten en virtud de la Convención.

64. Al promover la cooperación internacional 

y la asistencia técnica, todos los organismos 

de las Naciones Unidas y organismos conexos 

de las Naciones Unidas deben guiarse por la 

Convención y dar un lugar central a los dere-

chos del niño en todas sus actividades. Esos 

organismos deberían tratar, dentro de su ám-

bito de influencia, de que la cooperación in-

ternacional se destine a ayudar a los Estados 

a cumplir las obligaciones que han contraído 

en virtud de la Convención. De igual modo, el 

Grupo del Banco Mundial, el Fondo Monetario 

Internacional y la Organización Mundial del 

Comercio deberían velar por que sus activida-

des relacionadas con la cooperación interna-

cional y el desarrollo económico tengan como 

consideración primordial el interés superior 

del niño y promuevan la plena aplicación de 

la Convención.

el respeto de los derechos humanos y las li-

bertades fundamentales”. En la Observación 

General se subraya lo siguiente: “La educa-

ción en la esfera de los derechos humanos 

debe facilitar información sobre el contenido 

de los tratados de derechos humanos, pero 

los niños también deben aprender lo que son 

esos derechos observando la aplicación en 

la práctica de las normas de derechos huma-

nos, ya sea en el hogar, en la escuela o en la 

comunidad. La educación en la esfera de los 

derechos humanos debe constituir un proce-

so integral que se prolongue toda la vida y 

empiece con la manifestación de valores de 

derechos humanos en la vida y las experien-

cias cotidianas de los niños”.19

69. De manera similar, los estudios sobre la 

Convención tienen que estar integrados en 

la formación inicial y en la formación en el 

empleo de todos los que se dedican a traba-

jar con los niños y para los niños (ver párrafo 

53 supra). El Comité recuerda a los Estados 

Partes las recomendaciones que formuló tras 

su reunión sobre medidas generales de apli-

cación celebrada para conmemorar el décimo 

aniversario de la adopción de la Convención, 

en la que recordó que “la difusión y las cam-

pañas de sensibilización sobre los derechos 

del niño alcanzan su máxima eficacia cuando 

se conciben como un proceso de cambio so-

cial, de interacción y de diálogo y no cuando 

se pretende sentar cátedra. Todos los secto-

res de la sociedad, incluidos los niños y jóve-

nes, deberían participar en las campañas de 

sensibilización. Los niños, incluidos los ado-

lescentes, tienen derecho a participar en las 

campañas de sensibilización sobre sus dere-

chos hasta donde lo permitan sus facultades 

en evolución”.20

“El Comité recomienda que se hagan to-

dos los esfuerzos necesarios para que la 

formación en materia de derechos del niño 

tenga carácter práctico y sistemático y se 

integre en la formación profesional normal 

a fin de sacar el máximo partido de sus 

K. Instituciones independientes 
de derechos humanos

65. En su Observación General Nº 2 (2002), 

titulada “El papel de las instituciones nacio-

nales independientes de derechos humanos 

en la promoción y protección de los derechos 

del niño”, el Comité “considera que el esta-

blecimiento de tales órganos forma parte del 

compromiso asumido por los Estados Partes al 

ratificar la Convención de garantizar su aplica-

ción y promover la realización universal de los 

derechos del niño”. Las instituciones indepen-

dientes de derechos humanos complementan 

las estructuras estatales efectivas que se ocu-

pan de la infancia; el elemento esencial es la 

independencia: “El papel de las instituciones 

nacionales de derechos humanos es vigilar de 

manera independiente el cumplimiento por el 

Estado de las obligaciones contraídas en virtud 

de la Convención y los progresos logrados en 

la aplicación de la Convención y hacer todo lo 

posible para que se respeten plenamente los 

derechos del niño. Si bien ello puede requerir 

que la institución elabore proyectos para mejo-

rar la promoción y protección de los derechos 

del niño, no debe dar lugar a que el gobierno 

delegue sus obligaciones de vigilancia en la 

institución nacional. Es esencial que las institu-

ciones se mantengan totalmente libres de es-

tablecer su propio programa y determinar sus 

propias actividades.”18 La Observación General 

Nº 2 da orientaciones detalladas sobre el esta-

blecimiento y el funcionamiento de las institu-

ciones independientes de derechos humanos 

que se ocupan de la infancia.

Artículo 42 Dar a conocer la Convención 

a los adultos y a los niños. “Los Estados 

Partes se comprometen a dar a conocer 

ampliamente los principios y disposicio-

nes de la Convención por medios eficaces 

y apropiados, tanto a los adultos como a 

los niños”.

66. Las personas necesitan saber qué dere-

chos tienen. Tradicionalmente, en la mayoría 

18. HRI/GEN/1/Rev.6, párr.25, pág. 295. 19. Ibíd., párr. 15, pág. 286.
20. Véase el documento CRC/C/90, párr. 291 k).



7372

O
b

s
e

r
v

a
c
ió

n
 G

e
n

e
r
a

l 
N

o
. 
5

Partes, el Comité los alienta frecuentemente a 

que examinen la posibilidad de ratificar otros 

instrumentos internacionales pertinentes. A 

continuación se da una lista no exhaustiva de 

esos instrumentos. El Comité actualizará pe-

riódicamente esa lista.

g Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos;

g Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, relativo a la abolición de la pena 

de muerte;

g Protocolo Facultativo de la Convención so-

bre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer;

g Protocolo Facultativo de la Convención 

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes;

g Convención relativa a la lucha contra 

las discriminaciones en la esfera de  

la enseñanza;

g Convenio Nº 29 de la OIT sobre el trabajo 

forzoso, de 1930;

g Convenio Nº 105 de la OIT sobre la aboli-

ción del trabajo forzoso, de 1957;

g Convenio Nº 138 de la OIT sobre la edad 

mínima de admisión al empleo, de 1973;

g Convenio Nº 182 de la OIT sobre la prohibi-

ción de las peores formas de trabajo infan-

til, de 1999;

g Convenio Nº 183 de la OIT sobre la protec-

ción de la maternidad, de 2000;

g Convención sobre el Estatuto de los 

Refugiados, de 1951, enmendada por 

el Protocolo sobre el Estatuto de los 

Refugiados, de 1967;

g Convenio para la represión de la trata de 

personas y de la explotación de la prostitu-

ción ajena (1949);

g Convención sobre la Esclavitud (1926);

g Protocolo para modificar la Convención so-

bre la Esclavitud (1953);

g Convención suplementaria sobre la aboli-

ción de la esclavitud, la trata de esclavos y 

las instituciones y prácticas análogas a la 

esclavitud (1956);

efectos y sostenibilidad. La formación en 

materia de derechos humanos debe utili-

zar métodos de participación e impartir a 

los profesionales los conocimientos y las 

actitudes necesarias para interactuar con 

los niños y jóvenes sin menoscabo de sus 

derechos, su dignidad ni el respeto por su 

propia persona”.21 

70. Los medios de difusión pueden desem-

peñar un papel crucial en la divulgación y 

comprensión de la Convención, y el Comité 

promueve su participación voluntaria en ese 

proceso, participación que puede ser estimu-

lada por los gobiernos y las ONG.22

Artículo 44 6) Dar amplia difusión a los 

informes preparados con arreglo a la 

Convención. “Los Estados Partes darán a 

sus informes una amplia difusión entre el 

público de sus países respectivos”.

71. Si la presentación de informes en virtud 

de la Convención ha de desempeñar el impor-

tante papel que le corresponde en el proceso 

de aplicación a nivel nacional, es necesario 

que los adultos y los niños de todo el Estado 

Parte la conozcan. El proceso de preparación 

de informes proporciona una forma singular 

de rendir cuentas en el plano internacional so-

bre la manera en que los Estados tratan a los 

niños y sus derechos. Sin embargo, a menos 

que los informes se divulguen y se debatan 

constructivamente a nivel nacional, es poco 

probable que ese proceso tenga consecuen-

cias notables sobre las vidas de los niños.

72. La Convención exige explícitamente a los 

Estados que den a sus informes amplia difu-

sión entre el público; ello debería hacerse al 

presentarlos al Comité. Los informes deberían 

ser verdaderamente accesibles, por ejemplo 

mediante su traducción a todos los idiomas, 

su presentación en formas apropiadas para 

los niños y para las personas discapacitadas, 

etc. Internet puede ayudar en gran medida a 

esa divulgación, y se insta enérgicamente a 

g Protocolo para prevenir, reprimir y san-

cionar la trata de personas, especialmen-

te mujeres y niños, que complementa la 

Convención de las Naciones Unidas contra 

la Delincuencia Organizada Trasnacional, 

de 2000;

g Convenio de Ginebra relativo a la protec-

ción debida a las personas civiles en tiem-

po de guerra;

g Protocolo adicional a los Convenios de 

Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a 

la protección de las víctimas de los conflic-

tos armados internacionales (Protocolo I);

g Protocolo adicional a los Convenios de 

Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo 

a la protección de las víctimas de los con-

flictos armados sin carácter internacional 

(Protocolo II);

g Convención sobre la Prohibición del 

Empleo, Almacenamiento, Producción y 

Transferencia de Minas Antipersonal y so-

bre su Destrucción;

g Estatuto de la Corte Penal Internacional;

g Convenio de La Haya sobre la Protección de 

los Niños y la Cooperación en materia de 

Adopción Internacional; 

g Convención de La Haya sobre los aspectos 

civiles del secuestro internacional de niños;

g Convenio relativo a la competencia, la ley 

aplicable, el reconocimiento, la ejecución y 

la cooperación en materia de responsabi-

lidad parental y de medidas de protección 

de los niños, de 1996.

los gobiernos y a los parlamentos a que pu-

bliquen los informes en sus sitios en la Red.

73. El Comité insta a los Estados a que den 

amplia difusión al resto de la documentación 

relativa al examen de los informes que pre-

senten con arreglo a la Convención, a fin de 

promover un debate constructivo e informar 

sobre el proceso de aplicación a todos los ni-

veles. En particular, las observaciones finales 

del Comité deberían divulgarse entre el pú-

blico, incluidos los niños, y ser objeto de un 

debate detallado en el Parlamento. Las organi-

zaciones, en particular las ONG, independien-

tes que se ocupan de los derechos humanos 

pueden desempeñar un papel fundamental al 

dar una mayor difusión al debate. Las actas 

resumidas del examen de los representantes 

del Gobierno por el Comité ayudan a com-

prender el proceso y las exigencias del Comité 

y también deberían difundirse y debatirse.

Anexo I

Ratificación de 
otros instrumentos 
internacionales clave 
relativos a los 
Derechos Humanos

Como se observó en el párrafo 17 de la pre-

sente Observación General, el Comité de los 

Derechos del Niño, en su examen de las me-

didas generales de aplicación, y teniendo en 

cuenta los principios de la indivisibilidad y la 

interdependencia de los derechos humanos, 

insta invariablemente a los Estados Partes a 

que, si todavía no lo han hecho, ratifiquen los 

dos Protocolos Facultativos de la Convención 

sobre los Derechos del Niño (sobre la partici-

pación de niños en los conflictos armados y 

sobre la venta de niños, la prostitución infantil 

y la utilización de niños en la pornografía), así 

como los otros seis principales instrumentos 

internacionales relativos a los derechos hu-

manos. Durante su diálogo con los Estados 

21. Ibíd., párr. 291 l).
22. En 1996 el Comité celebró un día de debate general sobre “El niño y los medios de comunicación”, en el que aprobó unas 
recomendaciones detalladas (véase CRC/C/57, párrs. 242 y ss.).
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I. Introducción

1. El artículo 12 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño (“la Convención”) es una 

disposición sin precedentes en un tratado de 

derechos humanos; apunta a la condición jurí-

dica y social del niño, que, por un lado, carece 

de la plena autonomía del adulto pero, por el 

otro, es sujeto de derechos. En el párrafo 1 se 

garantiza a todo niño que esté en condiciones 

de formarse un juicio propio el derecho de 

expresar su opinión libremente en todos los 

asuntos que afectan al niño, teniéndose de-

bidamente en cuenta las opiniones del niño, 

en función de la edad y madurez del niño. El 

párrafo 2 afirma, en particular, que debe otor-

garse al niño el derecho a ser escuchado en 

todo procedimiento judicial o administrativo 

que lo afecte.

2. El derecho de todos los niños a ser escucha-

dos y tomados en serio constituye uno de los 

valores fundamentales de la Convención. El 

Comité de los Derechos del Niño (“el Comité”) 

ha señalado el artículo 12 como uno de los 

cuatro principios generales de la Convención, 

junto con el derecho a la no discriminación, el 

derecho a la vida y el desarrollo y la considera-

ción primordial del interés superior del niño, lo 

que pone de relieve que este artículo no solo 

establece un derecho en sí mismo, sino que 

también debe tenerse en cuenta para interpre-

tar y hacer respetar todos los demás derechos. 

3. Desde que se aprobó la Convención en 

1989, se ha logrado progresar notablemente 

a nivel local, nacional, regional y mundial en 

la elaboración de leyes, políticas y metodolo-

gías destinadas a promover la aplicación del 

artículo 12. En los últimos años se ha ido ex-

tendiendo una práctica que se ha conceptuali-

zado en sentido amplio como “participación”, 

aunque este término no aparece propiamente 

en el texto del artículo 12. Este término ha 

evolucionado y actualmente se utiliza por lo 

general para describir procesos permanentes, 

como intercambios de información y diálogos 

entre niños y adultos sobre la base del respe-

to mutuo, en que los niños puedan aprender 

la manera en que sus opiniones y las de los 

adultos se tienen en cuenta y determinan el 

resultado de esos procesos. 

4. Los Estados Partes reafirmaron su compro-

miso respecto del cumplimiento del artículo 

12 en el vigésimo séptimo período extraor-

dinario de sesiones de la Asamblea General, 

celebrado en 2002.1 Sin embargo, el Comité 

observa que, en la mayoría de las sociedades 

del mundo, la observancia del derecho del 

niño a expresar su opinión sobre la amplia 

gama de cuestiones que lo afectan y a que 

esa opinión se tenga debidamente en cuen-

ta sigue viéndose obstaculizada por muchas 

prácticas y actitudes inveteradas y por barre-

ras políticas y económicas. Si bien muchos 

niños experimentan dificultades, el Comité 

Observación General No.12

El derecho del niño a ser escuchado

CRC/C/GC/12, 20 de julio de 2009

1. Resolución S-27/2, “Un mundo apropiado para los niños”, aprobada por la Asamblea General en 2002.
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reconoce especialmente que determinados 

grupos de niños, sobre todo los niños y niñas 

más pequeños, así como los niños que per-

tenecen a grupos marginados y desfavoreci-

dos, enfrentan obstáculos particulares en la 

realización de ese derecho. El Comité también 

sigue estando preocupado sobre la calidad de 

muchas de las prácticas que sí se están reali-

zando. Es necesario comprender mejor lo que 

implica el artículo 12 y cómo se puede aplicar 

plenamente para todos los niños.

5. En 2006 el Comité celebró un día de debate 

general sobre el derecho el niño a ser escu-

chado para estudiar el significado y la impor-

tancia del artículo 12, su vinculación con otros 

artículos y las lagunas, buenas prácticas y 

cuestiones prioritarias que debían abordarse 

para fomentar el disfrute de ese derecho.2 La 

presente Observación General es resultado 

del intercambio de información que tuvo lu-

gar ese día con participación de niños, la ex-

periencia acumulada del Comité en el examen 

de los informes de los Estados Partes y el con-

siderable volumen de conocimientos y expe-

riencia sobre la puesta en práctica del derecho 

consagrado en el artículo 12 por parte de go-

biernos, organizaciones no gubernamentales 

(ONG), organizaciones comunitarias, organis-

mos de desarrollo y los propios niños.

6. En la presente Observación General se ex-

pondrá en primer lugar un análisis jurídico de 

los dos párrafos del artículo 12 y a continua-

ción se explicarán las condiciones imprescin-

dibles para que se haga realidad plenamente 

este derecho, en particular en los procedimien-

tos judiciales y administrativos (sec. A). En la 

sección B se estudiará la vinculación del artícu-

lo 12 con los otros tres principios generales de 

la Convención, así como su relación con otros 

artículos. Las condiciones y los efectos del de-

recho del niño a ser escuchado en diferentes si-

tuaciones y ámbitos se examinan en la sección 

C. En la sección D se resumen las condiciones 

básicas para la observancia de este derecho, y 

en la sección E figuran las conclusiones.

7. El Comité recomienda que los Estados 

Partes difundan ampliamente la presente 

Observación General en las estructuras gu-

bernamentales y administrativas y entre los 

niños y la sociedad civil. Para ello habrá que 

traducirla a los idiomas pertinentes, ofrecer 

versiones adaptadas a los niños, celebrar ta-

lleres y seminarios para estudiar sus conse-

cuencias y el modo en que puede aplicarse 

con más eficacia e incorporarla a la formación 

de todos los profesionales que trabajen para 

los niños y con niños.

II. Objetivos

8. El objetivo principal de la Observación 

General es apoyar a los Estados Partes en la 

aplicación efectiva del artículo 12. En virtud de 

ese propósito pretende:

g Aumentar la comprensión del significado 

del artículo 12 y sus consecuencias para los 

gobiernos, las partes interesadas, las ONG 

y la sociedad en general; 

g Abundar en el alcance de las leyes, las polí-

ticas y las prácticas necesarias para lograr 

la plena aplicación del artículo 12;

g Destacar los enfoques positivos en la apli-

cación del artículo 12, teniendo presente 

la experiencia del Comité en las labores 

de seguimiento; 

g Proponer los requisitos básicos que deben 

cumplir los métodos adoptados para que 

se tengan debidamente en cuenta las opi-

niones de los niños en todos los asuntos 

que los afecten.

III. El derecho a ser 
escuchado como derecho 
de cada niño y como 
derecho de los grupos 
de niños

9. La Observación General está estructura-

da de acuerdo con la distinción que hace el 

Comité entre el derecho a ser escuchado de 

cada niño individualmente y el derecho a 

ser escuchado aplicable a un grupo de niños 

(por ejemplo, los alumnos de una clase, los 

niños de un barrio o de un país, los niños con 

discapacidades o las niñas). La distinción es 

pertinente porque la Convención estipula que 

los Estados Partes deben garantizar el dere-

cho del niño a ser escuchado en función de la 

edad y madurez del niño (véase a continua-

ción el análisis jurídico de los párrafos 1 y 2 

del artículo 12).

10. Las condiciones de edad y madurez pue-

den evaluarse cuando se escuche a un niño in-

dividualmente y también cuando un grupo de 

niños decida expresar sus opiniones. La tarea 

de evaluar la edad y la madurez de un niño se 

ve facilitada cuando el grupo de que se trate 

forma parte de una estructura duradera, como 

una familia, una clase escolar o el conjunto de 

los residentes de un barrio en particular, pero 

resulta más difícil cuando los niños se expre-

san colectivamente. Aunque se encuentren con 

dificultades para evaluar la edad y la madurez, 

los Estados Partes deben considerar a los niños 

como un grupo que debe ser escuchado, por lo 

que el Comité recomienda enérgicamente que 

los Estados Partes hagan el máximo esfuerzo 

por escuchar a los niños que se expresan co-

lectivamente o recabar sus opiniones.

11. Los Estados Partes deben alentar al niño 

a que se forme una opinión libre y ofrecer un 

entorno que permita al niño ejercer su dere-

cho a ser escuchado.

12. Las opiniones expresadas por niños pue-

den aportar perspectivas y experiencias útiles, 

por lo que deben tenerse en consideración al 

adoptar decisiones, formular políticas y pre-

parar leyes o medidas, así como al realizar 

labores de evaluación.

13. Esos procesos se denominan habitual-

mente participación. El ejercicio del derecho 

del niño o los niños a ser escuchados es un 

elemento fundamental de esos procesos. El 

concepto de participación pone de relieve 

que incluir a los niños no debe ser solamente 

un acto momentáneo, sino el punto de parti-

da para un intenso intercambio de pareceres 

entre niños y adultos sobre la elaboración de 

políticas, programas y medidas en todos los 

contextos pertinentes de la vida de los niños.

14. En la sección A (Análisis jurídico) de la 

presente Observación General, el Comité se 

ocupa del derecho a ser escuchado que tiene 

individualmente cada niño. En la sección C (La 

observancia del derecho a ser escuchado en 

diferentes ámbitos y situaciones), el Comité 

examina el derecho a ser escuchado tanto de 

cada niño individualmente como de los niños 

considerados como grupo.

A. Análisis jurídico

15. El artículo 12 de la Convención establece el 

derecho de cada niño de expresar su opinión 

libremente en todos los asuntos que lo afec-

tan y el subsiguiente derecho de que esas opi-

niones se tengan debidamente en cuenta, en 

función de la edad y madurez del niño. Recae 

así sobre los Estados Partes la clara obligación 

jurídica de reconocer ese derecho y garantizar 

su observancia escuchando las opiniones del 

niño y teniéndolas debidamente en cuenta. 

Tal obligación supone que los Estados Partes, 

con respecto a su respectivo sistema judicial, 

deben garantizar directamente ese derecho o 

adoptar o revisar leyes para que el niño pueda 

disfrutarlo plenamente.

16. El niño, sin embargo, tiene derecho a no 

ejercer ese derecho. Para el niño, expresar sus 

opiniones es una opción, no una obligación. 

Los Estados Partes deben asegurarse de que 

el niño reciba toda la información y el aseso-

ramiento necesarios para tomar una decisión 

que favorezca su interés superior.

17. El artículo 12 establece como principio 

general que los Estados Partes deben esfor-

zarse por lograr que la interpretación y la 

2. Véanse las recomendaciones del día de debate general de 2006 sobre el derecho del niño a ser escuchado, que pueden consultarse en: 
www2.ohchr.org/english/bodies/crc/docs/discussion/Final_Recommendations_after_DGD.doc



207206

O
b

s
e

r
v

a
c
ió

n
 G

e
n

e
r
a

l 
N

o
. 

1
2

observancia de todos los demás derechos in-

cluidos en la Convención estén guiados por lo 

que ese artículo dispone.3

18. El artículo 12 pone de manifiesto que el 

niño tiene derechos que ejercen influencia en 

su vida, que no son únicamente los derechos 

derivados de su vulnerabilidad (protección) 

o su dependencia respecto de los adultos 

(provisión).4 La Convención reconoce al niño 

como sujeto de derechos, y la ratificación casi 

universal de este instrumento internacional 

por los Estados Partes pone de relieve esta 

condición del niño, que está expresada clara-

mente en el artículo 12.

1. Análisis literal del artículo 12

a) Párrafo 1 del artículo 12

 i) “Garantizarán”

19. El párrafo 1 del artículo 12 dispone que 

los Estados Partes “garantizarán” el derecho 

del niño de expresar su opinión libremente. 

“Garantizarán” es un término jurídico de es-

pecial firmeza, que no deja margen a la discre-

ción de los Estados Partes. Por consiguiente, 

los Estados Partes tienen la obligación estric-

ta de adoptar las medidas que convengan a 

fin de hacer respetar plenamente este dere-

cho para todos los niños. Esa obligación se 

compone de dos elementos destinados a 

asegurar que existan mecanismos para re-

cabar las opiniones del niño sobre todos los 

asuntos que lo afectan y tener debidamente 

en cuenta esas opiniones.

 ii) “Que esté en condiciones  

 de formarse un juicio propio”

20. Los Estados Partes deben garantizar el de-

recho a ser escuchado a todo niño “que esté 

en condiciones de formarse un juicio propio”. 

Estos términos no deben verse como una li-

mitación, sino como una obligación para los 

Estados Partes de evaluar la capacidad del 

niño de formarse una opinión autónoma en la 

mayor medida posible. Eso significa que los 

Estados Partes no pueden partir de la premi-

sa de que un niño es incapaz de expresar sus 

propias opiniones. Al contrario, los Estados 

Partes deben dar por supuesto que el niño 

tiene capacidad para formarse sus propias 

opiniones y reconocer que tiene derecho a 

expresarlas; no corresponde al niño probar 

primero que tiene esa capacidad. 

21. El Comité hace hincapié en que el artículo 

12 no impone ningún límite de edad al derecho 

del niño a expresar su opinión y desaconseja 

a los Estados Partes que introduzcan por ley 

o en la práctica límites de edad que restrinjan 

el derecho del niño a ser escuchado en todos 

los asuntos que lo afectan. A ese respecto, el 

Comité subraya lo siguiente:

g En primer lugar, en sus recomendaciones 

a raíz del día de debate general sobre la 

realización de los derechos del niño en 

la primera infancia celebrado en 2004, el 

Comité subrayó que el concepto del niño 

como portador de derechos está “firme-

mente asentado en la vida diaria del niño” 

desde las primeras etapas.5 Hay estudios 

que demuestran que el niño es capaz de 

formarse opiniones desde muy temprana 

edad, incluso cuando todavía no puede 

expresarlas verbalmente.6 Por consi-

guiente, la plena aplicación del artículo 

12 exige el reconocimiento y respeto de 

las formas no verbales de comunicación, 

como el juego, la expresión corporal y fa-

cial y el dibujo y la pintura, mediante las 

cuales los niños muy pequeños demues-

tran capacidad de comprender, elegir y 

tener preferencias. 

g En segundo lugar, el niño no debe tener 

necesariamente un conocimiento exhaus-

tivo de todos los aspectos del asunto que 

lo afecta, sino una comprensión suficiente 

para ser capaz de formarse adecuadamen-

te un juicio propio sobre el asunto. 

g En tercer lugar, los Estados Partes también 

tienen la obligación de garantizar la ob-

servancia de este derecho para los niños 

que experimenten dificultades para hacer 

oír su opinión. Por ejemplo, los niños con 

discapacidades deben tener disponibles y 

poder utilizar los modos de comunicación 

que necesiten para facilitar la expresión 

de sus opiniones. También debe hacerse 

un esfuerzo por reconocer el derecho a la 

expresión de opiniones para los niños per-

tenecientes a minorías, niños indígenas y 

migrantes y otros niños que no hablen el 

idioma mayoritario.

g Por último, los Estados Partes deben ser 

conscientes de las posibles consecuencias 

negativas de una práctica desconsiderada 

de este derecho, especialmente en casos 

en que los niños sean muy pequeños o en 

que el niño haya sido víctima de delitos 

penales, abusos sexuales, violencia u otras 

formas de maltrato. Los Estados Partes de-

ben adoptar todas las medidas necesarias 

para garantizar que se ejerza el derecho a 

ser escuchado asegurando la plena protec-

ción del niño.

 iii) “El derecho de expresar su   

 opinión libremente” 

22. El niño tiene el “derecho de expresar su 

opinión libremente”. “Libremente” significa 

que el niño puede expresar sus opiniones sin 

presión y puede escoger si quiere o no ejercer 

su derecho a ser escuchado. “Libremente” 

significa también que el niño no puede ser 

manipulado ni estar sujeto a una influencia o 

presión indebidas. “Libremente” es además 

una noción intrínsecamente ligada a la pers-

pectiva “propia” del niño: el niño tiene el de-

recho a expresar sus propias opiniones y no 

las opiniones de los demás. 

23. Los Estados Partes deben garantizar unas 

condiciones para expresar opiniones en que 

se tenga en cuenta la situación individual y 

social del niño y un entorno en que el niño 

se sienta respetado y seguro cuando exprese 

libremente sus opiniones. 

24. El Comité hace hincapié en que el niño no 

debe ser entrevistado con más frecuencia de 

la necesaria, en particular cuando se investi-

guen acontecimientos dañinos. El proceso de 

“escuchar” a un niño es difícil y puede causar 

efectos traumáticos en el niño. 

25. La realización del derecho del niño a ex-

presar sus opiniones exige que los respon-

sables de escuchar al niño y los padres o 

tutores informen al niño de los asuntos, las 

opciones y las posibles decisiones que pue-

den adoptarse y sus consecuencias. El niño 

también debe estar informado sobre las con-

diciones en que se le pedirá que exprese sus 

opiniones. El derecho a la información es 

fundamental, porque es condición imprescin-

dible para que existan decisiones claras por 

parte del niño. 

 iv) “En todos los asuntos que   

 afectan al niño” 

26. Los Estados Partes deben garantizar que el 

niño pueda expresar sus opiniones “en todos 

los asuntos” que lo afecten. Ello representa una 

segunda condición para este derecho: el niño 

debe ser escuchado si el asunto que se exami-

na afecta al niño. Esta condición básica debe 

ser respetada y comprendida ampliamente. 

27. El Grupo de Trabajo de composición 

abierta establecido por la Comisión de 

Derechos Humanos que redactó el texto de 

la Convención rechazó una propuesta para 

definir esos asuntos mediante una lista que 

limitara la consideración de las opiniones de 

un niño o un grupo de niños. Por el contra-

rio, se decidió que el derecho del niño a ser 

escuchado debía referirse a “todos los asun-

tos que afectan al niño”. El Comité considera 

preocupante que con frecuencia se deniegue a 

los niños el derecho a ser escuchados, incluso 

cuando es evidente que el asunto que se exa-

mina los afecta y que son capaces de expresar 

sus propias opiniones respecto de ese asun-

to. Aunque el Comité apoya una definición 

3. Véase la Observación General Nº 5 (2003) del Comité sobre las medidas generales de aplicación de la Convención sobre los 
Derechos del Niño (CRC/GC/2003/5).
4. A menudo se hace referencia a las “tres pes” de la Convención: provisión, protección y participación.
5. CRC/C/GC/7/Rev.1, párr. 14.
6. Véase Lansdown, G., “The evolving capacities of the child”, Centro de Investigaciones Innocenti, UNICEF/Save the Children, 
Florencia (2005).
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amplia del término “asuntos”, que también 

comprende cuestiones no mencionadas explí-

citamente en la Convención, reconoce que le 

siguen los términos “que afectan al niño”, que 

se añadieron para aclarar que no se pretendía 

un mandato político general. Sin embargo, la 

práctica, incluida la Cumbre Mundial en favor 

de la Infancia, demuestra que una interpreta-

ción amplia de los asuntos que afectan al niño 

y a los niños contribuye a incluir al niño en 

los procesos sociales de su comunidad y su 

sociedad. Así, los Estados Partes deberían es-

cuchar atentamente las opiniones de los niños 

siempre que su perspectiva pueda aumentar 

la calidad de las soluciones.

 

 v) “Teniéndose debidamente en 

 cuenta las opiniones del niño, en 

 función de la edad y madurez del niño”

28. Es necesario tener “debidamente en 

cuenta las opiniones del niño, en función de 

la edad y madurez del niño”. Estos términos 

hacen referencia a la capacidad del niño, que 

debe ser evaluada para tener debidamente 

en cuenta sus opiniones o para comunicar al 

niño la influencia que han tenido esas opinio-

nes en el resultado del proceso. El artículo 12 

estipula que no basta con escuchar al niño; las 

opiniones del niño tienen que tomarse en con-

sideración seriamente a partir de que el niño 

sea capaz de formarse un juicio propio. 

29. Al exigir que se tengan debidamente en 

cuenta las opiniones, en función de su edad y 

madurez, el artículo 12 deja claro que la edad 

en sí misma no puede determinar la trascen-

dencia de las opiniones del niño. Los niveles 

de comprensión de los niños no van ligados 

de manera uniforme a su edad biológica. Se 

ha demostrado en estudios que la informa-

ción, la experiencia, el entorno, las expecta-

tivas sociales y culturales y el nivel de apoyo 

contribuyen al desarrollo de la capacidad del 

niño para formarse una opinión. Por ese moti-

vo, las opiniones del niño tienen que evaluar-

se mediante un examen caso por caso.

30. “Madurez” hace referencia a la capacidad 

de comprender y evaluar las consecuencias 

de un asunto determinado, por lo que debe 

tomarse en consideración al determinar la 

capacidad de cada niño. La madurez es difícil 

de definir; en el contexto del artículo 12, es la 

capacidad de un niño para expresar sus opi-

niones sobre las cuestiones de forma razona-

ble e independiente. Los efectos del asunto 

en el niño también deben tenerse en conside-

ración. Cuanto mayores sean los efectos del 

resultado en la vida del niño, más importante 

será la correcta evaluación de la madurez de 

ese niño. 

31. Debe prestarse atención a la noción de 

la evolución de las facultades del niño y a la 

dirección y orientación que proporcionen los 

padres (véanse párr. 84 y sec. C infra). 

b) Párrafo 2 del artículo 12

 i) El derecho a “ser escuchado   

 en todo procedimiento judicial   

 o administrativo que afecte al niño”

32. El párrafo 2 del artículo 12 especifica que 

deben darse al niño oportunidades de ser es-

cuchado, en particular “en todo procedimiento 

judicial o administrativo que afecte al niño”. El 

Comité recalca que esta disposición es aplica-

ble a todos los procedimientos judiciales per-

tinentes que afecten al niño, sin limitaciones y 

con inclusión de, por ejemplo, cuestiones de 

separación de los padres, custodia, cuidado 

y adopción, niños en conflicto con la ley, ni-

ños víctimas de violencia física o psicológica, 

abusos sexuales u otros delitos, atención de 

salud, seguridad social, niños no acompaña-

dos, niños solicitantes de asilo y refugiados y 

víctimas de conflictos armados y otras emer-

gencias. Los procedimientos administrativos 

típicos serían, por ejemplo, decisiones sobre la 

educación, la salud, el entorno, las condiciones 

de vida o la protección del niño. Ambos tipos 

de procedimientos pueden abarcar mecanis-

mos alternativos de solución de diferencias, 

como la mediación o el arbitraje. 

33. El derecho a ser escuchado es aplicable 

tanto a los procedimientos iniciados por el 

niño, por ejemplo denuncias de malos tratos 

y recursos contra la exclusión de la escuela, 

como a los iniciados por otras personas que 

afecten al niño, como la separación de los pa-

dres o la adopción. Se alienta a los Estados 

Partes a que introduzcan medidas legislati-

vas por las que se exija a los responsables 

de adoptar decisiones en los procedimientos 

judiciales o administrativos que expliquen en 

qué medida se han tomado en consideración 

las opiniones del niño y las consecuencias 

para el niño. 

34. No se puede escuchar eficazmente a 

un niño cuando el entorno sea intimidato-

rio, hostil, insensible o inadecuado para su 

edad. Los procedimientos tienen que ser ac-

cesibles y apropiados para los niños. Debe 

prestarse especial atención al suministro y 

la transmisión de información adaptada a 

los niños, la prestación de apoyo adecuado 

para la defensa de los intereses propios, la 

debida capacitación del personal, el diseño 

de las salas de tribunal, la vestimenta de los 

jueces y abogados y la disponibilidad de 

pantallas de protección visual y salas de es-

pera separadas.

 ii) “Ya sea directamente o por   

 medio de un representante o   

 de un órgano apropiado”

35. Una vez el niño haya decidido ser escu-

chado, deberá decidir cómo se lo escuchará: 

“directamente o por medio de un represen-

tante o de un órgano apropiado”. El Comité 

recomienda que, siempre que sea posible, se 

brinde al niño la oportunidad de ser escucha-

do directamente en todo procedimiento.

36. El representante puede ser uno de los 

progenitores o ambos, un abogado u otra per-

sona (por ejemplo, un trabajador social). Sin 

embargo, hay que recalcar que en muchos 

casos (civiles, penales o administrativos) hay 

riesgo de conflicto de intereses entre el niño y 

su representante más obvio (progenitor(es)). 

Si el acto de escuchar al niño se realiza a través 

de un representante, es de suma importancia 

que el representante transmita correctamen-

te las opiniones del niño al responsable de 

adoptar decisiones. El método elegido deberá 

ser determinado por el niño (o la autoridad 

competente en caso necesario) conforme a 

su situación particular. Los representantes de-

berán conocer y comprender suficientemente 

los distintos aspectos del proceso de adop-

ción de decisiones y tener experiencia en el 

trabajo con niños.

37. El representante deberá ser consciente de 

que representa exclusivamente los intereses 

del niño y no los intereses de otras personas 

(progenitor(es)), instituciones u órganos (por 

ejemplo, internado, administración o socie-

dad). Deberán elaborarse códigos de conduc-

ta destinados a los representantes que sean 

designados para representar las opiniones 

del niño.

 

 iii) “En consonancia con las normas  

 de procedimiento de la ley nacional”

38. La oportunidad de ser representado debe 

estar “en consonancia con las normas de pro-

cedimiento de la ley nacional”. No debe inter-

pretarse que estos términos permiten utilizar 

legislación de procedimiento que restrinja o 

impida el disfrute de este derecho fundamen-

tal. Por el contrario, se alienta a los Estados 

Partes a que cumplan las normas básicas de 

imparcialidad de los procedimientos, como el 

derecho a la defensa y el derecho a acceder al 

expediente propio.

39. Cuando no se respete la reglamentación, 

la decisión del tribunal o de la autoridad ad-

ministrativa puede ser impugnada y podrá ser 

anulada, sustituida o remitida a un nuevo exa-

men jurídico.
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2. Medidas para garantizar la observan-

cia del derecho del niño a ser escuchado

40. La aplicación de los dos párrafos del artí-

culo 12 exige que se adopten cinco medidas 

para hacer realidad efectivamente el derecho 

del niño a ser escuchado siempre que un 

asunto lo afecte o cuando el niño sea invitado 

a dar su opinión en un procedimiento oficial, 

así como en otras circunstancias. Estas medi-

das deben aplicarse de manera adecuada para 

el contexto de que se trate.

a) Preparación

41. Los responsables de escuchar al niño de-

ben asegurarse de que el niño esté informado 

sobre su derecho a expresar su opinión en 

todos los asuntos que lo afecten y, en parti-

cular, en todo procedimiento judicial y admi-

nistrativo de adopción de decisiones y sobre 

los efectos que tendrán en el resultado las 

opiniones que exprese. Además, el niño debe 

recibir información sobre la opción de comu-

nicar su opinión directamente o por medio 

de un representante. Debe ser consciente de 

las posibles consecuencias de esa elección. El 

responsable de adoptar decisiones debe pre-

parar debidamente al niño antes de que este 

sea escuchado, explicándole cómo, cuándo 

y dónde se lo escuchará y quiénes serán los 

participantes, y tiene que tener en cuenta las 

opiniones del niño a ese respecto.

b) Audiencia

42. El contexto en que el niño ejerza su dere-

cho a ser escuchado tiene que ser propicio e 

inspirar confianza, de modo que el niño pue-

da estar seguro de que el adulto responsable 

de la audiencia está dispuesto a escuchar y 

tomar en consideración seriamente lo que el 

niño haya decidido comunicar. La persona que 

escuchará las opiniones del niño puede ser 

un adulto que intervenga en los asuntos que 

afectan al niño (por ejemplo, un maestro, un 

trabajador social o un cuidador), un encargado 

de adoptar decisiones en una institución (por 

ejemplo, un director, un administrador o un 

juez) o un especialista (por ejemplo, un psicó-

logo o un médico). 

43. La experiencia indica que la situación pue-

de adoptar forma de conversación en lugar de 

examen unilateral. Es preferible que el niño 

no sea escuchado en audiencia pública, sino 

en condiciones de confidencialidad. 

c) Evaluación de la capacidad del niño 

44. Las opiniones del niño deben tenerse de-

bidamente en cuenta, siempre que un análisis 

caso por caso indique que el niño es capaz 

de formarse un juicio propio. Si el niño está 

en condiciones de formarse un juicio propio 

de manera razonable e independiente, el en-

cargado de adoptar decisiones debe tener en 

cuenta las opiniones del niño como factor des-

tacado en la resolución de la cuestión. Deben 

establecerse buenas prácticas para evaluar la 

capacidad del niño.

d) Información sobre la consideración 

otorgada a las opiniones del niño 

(comunicación de los resultados al niño)

45. Dado que el niño tiene derecho a que sus 

opiniones se tengan debidamente en cuenta, 

el encargado de adoptar decisiones debe infor-

mar al niño del resultado del proceso y explicar 

cómo se tuvieron en consideración sus opinio-

nes. La comunicación de los resultados al niño 

es una garantía de que las opiniones del niño 

no se escuchan solamente como mera forma-

lidad, sino que se toman en serio. La informa-

ción puede mover al niño a insistir, mostrarse 

de acuerdo o hacer otra propuesta o, en el caso 

de un procedimiento judicial o administrativo, 

presentar una apelación o una denuncia. 

e) Quejas, vías de recurso y desagravio

46. Es necesario disponer de legislación 

para ofrecer a los niños procedimientos de 

denuncia y vías de recurso cuando su derecho 

a ser escuchados y a que se tengan debida-

mente en cuenta sus opiniones sea pasado 

por alto y violado.7 Los niños deben tener la 

posibilidad de dirigirse a un defensor o una 

persona con funciones comparables en todas 

las instituciones dedicadas a los niños, como 

las escuelas y las guarderías, para expresar 

sus quejas. Los niños deben saber quiénes 

son esas personas y cómo pueden acceder 

a ellas. En el caso de los conflictos familiares 

sobre la consideración de las opiniones de los 

niños, el niño debe tener la posibilidad de re-

currir a una persona de los servicios de juven-

tud de la comunidad.

47. Si el derecho del niño a ser escuchado se 

vulnera en relación con procedimientos ju-

diciales y administrativos (art. 12, párr. 2), el 

niño debe tener acceso a procedimientos de 

apelación y denuncia que ofrezcan vías de 

recurso para las violaciones de derechos. Los 

procedimientos de denuncia deben propor-

cionar mecanismos solventes para garantizar 

que los niños confíen en que al utilizarlos no 

se exponen a un riesgo de violencia o castigo. 

3. Obligaciones de los Estados Partes 

a) Obligaciones básicas de los 

Estados Partes 

48. El derecho del niño a ser escuchado impone 

a los Estados Partes la obligación de revisar o 

modificar su legislación para introducir los me-

canismos que den acceso a los niños a la infor-

mación pertinente, el apoyo adecuado en caso 

necesario, información sobre la consideración 

otorgada a las opiniones del niño y procedi-

mientos de denuncia, recurso o desagravio.

49. Para cumplir esas obligaciones, los Estados 

Partes deben adoptar las siguientes estrategias:

g Revisar y retirar las declaraciones restricti-

vas y las reservas respecto del artículo 12;

g Establecer instituciones independientes de 

derechos humanos, como defensores del 

niño o comisionados con un amplio man-

dato en materia de derechos del niño;8

g Impartir capacitación sobre el artículo 12 

y su aplicación en la práctica para todos 

los profesionales que trabajen con niños y 

para los niños, como abogados, jueces, po-

licías, trabajadores sociales, trabajadores 

comunitarios, psicólogos, cuidadores, ofi-

ciales de internados y prisiones, profesores 

de todos los niveles del sistema educativo, 

médicos, enfermeros y otros profesionales 

de la salud, funcionarios y empleados pú-

blicos, funcionarios encargados de cuestio-

nes de asilo y dirigentes tradicionales;

g Garantizar que haya las condiciones ade-

cuadas para apoyar y estimular a los niños 

para que expresen sus opiniones, y ase-

gurarse de que estas opiniones se tengan 

debidamente en cuenta mediante normas 

y dispositivos que estén firmemente ci-

mentados en las leyes y los códigos institu-

cionales y sean evaluados periódicamente 

respecto de su eficacia;

g Combatir las actitudes negativas, que obs-

taculizan la plena realización del derecho 

del niño a ser escuchado, mediante campa-

ñas públicas que abarquen a los líderes de 

opinión y los medios de difusión, a fin de 

cambiar concepciones tradicionales muy 

extendidas en relación con el niño. 

b) Obligaciones concretas respecto 

de los procedimientos judiciales y 

administrativos

 i) El derecho del niño a ser escuchado  

 en procedimientos judiciales civiles

50. Las principales cuestiones que exigen que 

el niño sea escuchado son las que se detallan 

a continuación.

 Divorcio y separación

51. En casos de separación o divorcio, los 

hijos de la pareja resultan inequívocamente 

afectados por las decisiones de los tribuna-

les. El juez determina las cuestiones relati-

vas a la manutención del niño, la custodia y 

7. Véase la Observación General Nº 5 (2003) del Comité sobre las medidas generales de aplicación de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, párr. 24,
8. Véase la Observación General Nº 2 (2002) del Comité sobre el papel de las instituciones independientes de derechos humanos.
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el acceso, ya sea en un juicio o a través de 

mediación prescrita por el tribunal. Muchas 

jurisdicciones han incluido en sus leyes, res-

pecto de la disolución de una relación, una 

disposición por la que el juez debe otorgar 

especial consideración al “interés superior 

del niño”. 

52. Por ese motivo, toda la legislación sobre 

separación y divorcio debe incluir el derecho 

del niño a ser escuchado por los encargados 

de adoptar decisiones y en los procesos de 

mediación. Algunas jurisdicciones, por mo-

tivos de política o de legislación, prefieren 

indicar una edad en que el niño es considera-

do capaz de expresar sus propias opiniones. 

Sin embargo, la Convención prevé que este 

asunto se determine caso por caso, ya que 

se refiere a la edad y la madurez, por lo que 

exige una evaluación individualizada de la 

capacidad del niño.

 Separación de los padres y formas   

 sustitutivas de cuidado

53. Cuando se adopte la decisión de apartar a 

un niño de su familia porque el niño es vícti-

ma de abusos o negligencia en su hogar, debe 

tenerse en cuenta la opinión del niño para 

determinar el interés superior del niño. La in-

tervención puede iniciarse a raíz de una queja 

de un niño, otro familiar o un miembro de la 

comunidad en que se denuncie el abuso o la 

negligencia en la familia. 

54. La experiencia del Comité es que los 

Estados Partes no siempre tienen en cuen-

ta el derecho del niño a ser escuchado. El 

Comité recomienda que los Estados Partes 

garanticen, mediante leyes, normas y direc-

trices de política, que se recaben y se tengan 

en cuenta las opiniones del niño, en parti-

cular en las decisiones relativas a su asig-

nación a hogares de acogimiento familiar o 

de guarda, la elaboración y revisión de pla-

nes de guarda y las visitas a los padres y  

la familia. 

 Adopción y kafala del derecho islámico

55. Cuando se haya previsto para un niño la 

adopción o la kafala del derecho islámico y 

finalmente vaya a ser adoptado o tutelado en 

régimen de kafala, es de vital importancia que 

el niño sea escuchado. Este proceso también 

es necesario cuando los padres adoptivos o el 

hogar de guarda adopten a un niño, aunque el 

niño y los padres adoptivos ya hayan estado 

viviendo juntos durante algún tiempo. 

56. El artículo 21 de la Convención estipula 

que el interés superior del niño debe ser la 

consideración primordial. En las decisiones 

relativas a la adopción, la kafala u otros tipos 

de acogimiento, el “interés superior” del niño 

no puede determinarse sin tomar en conside-

ración las opiniones del niño. El Comité ins-

ta a todos los Estados Partes a que informen 

al niño, de ser posible, sobre los efectos de 

la adopción, la kafala u otros tipos de acogi-

miento y a que garanticen mediante leyes que 

las opiniones del niño sean escuchadas. 

 ii) El derecho del niño a ser escuchado  

 en procedimientos judiciales penales

57. En los procedimientos penales, el derecho 

del niño a expresar su opinión libremente en to-

dos los asuntos que afectan al niño debe ser res-

petado y observado escrupulosamente en todas 

las etapas del proceso de la justicia juvenil.9*

 El niño infractor 

58. El párrafo 2 del artículo 12 de la Convención 

implica que todo niño de quien se alegue que 

ha infringido las leyes penales o a quien se 

acuse o declare culpable de haber infringido 

esas leyes tiene el derecho de ser escuchado. 

Ese derecho debe respetarse plenamente en 

todas las etapas del proceso judicial, desde 

la etapa prejudicial, en que el niño tiene de-

recho a guardar silencio, hasta el derecho a 

ser escuchado por la policía, el fiscal y el juez 

instructor. También es aplicable en las etapas 

de sentencia y resolución, así como en la apli-

cación de las medidas impuestas. 

59. En caso de remisión a medios extraju-

diciales, incluida la mediación, el niño debe 

tener la oportunidad de dar su consenti-

miento libre y voluntario y de obtener ase-

soramiento y asistencia jurídicos y de otro 

orden acerca de lo apropiado y conveniente 

de la remisión ofrecida.

60. Para participar efectivamente en el proce-

dimiento, el niño debe ser informado de ma-

nera oportuna y directa sobre los cargos que 

se le imputan en un idioma que entienda, así 

como sobre el proceso de justicia juvenil* y 

las medidas que podría adoptar el tribunal. El 

procedimiento debe desarrollarse en un am-

biente que permita que el niño participe en él 

y se exprese libremente.

61. Las audiencias judiciales y de otro tipo de 

un niño en conflicto con la ley deben realizar-

se a puerta cerrada. Las excepciones a esta 

norma deben ser muy limitadas y estar clara-

mente estipuladas en la legislación nacional y 

guiadas por el interés superior del niño. 

 El niño víctima y el niño testigo

62. El niño víctima y el niño testigo de un delito 

deben tener la oportunidad de ejercer plenamen-

te su derecho a expresar libremente sus opinio-

nes de conformidad con la resolución 2005/20 

del Consejo Económico y Social, “Directrices 

sobre la justicia en asuntos concernientes a los 

niños víctimas y testigos de delitos”.10 

63. Eso significa, en particular, que debe ha-

cerse todo lo posible para que se consulte a 

los niños víctimas y/o testigos de delitos so-

bre los asuntos pertinentes respecto de su 

participación en el caso que se examine y para 

que puedan expresar libremente y a su mane-

ra sus opiniones y preocupaciones en cuanto 

a su participación en el proceso judicial.

64. El derecho del niño víctima y testigo tam-

bién está vinculado al derecho a ser informa-

do de cuestiones tales como la disponibilidad 

de servicios médicos, psicológicos y sociales, 

el papel del niño víctima y/o testigo, la forma 

en que se realizará el “interrogatorio”, los 

mecanismos de apoyo a disposición del niño 

cuando haga una denuncia y participe en la 

investigación y en el proceso judicial, las fe-

chas y los lugares específicos de las vistas, la 

disponibilidad de medidas de protección, las 

posibilidades de recibir reparación y las dis-

posiciones relativas a la apelación.

 iii) El derecho del niño a ser  

 escuchado en procedimientos  

 administrativos

65. Todos los Estados Partes deben incorporar 

a su legislación procedimientos administrati-

vos que se ajusten a los requisitos del artículo 

12 y garantizar el derecho del niño a ser es-

cuchado junto con otros derechos procesa-

les, como el derecho a la divulgación de los 

expedientes pertinentes, la notificación de la 

vista y la representación por los progenitores 

u otras personas. 

66. Es más probable que un niño participe en 

un procedimiento administrativo que en uno 

judicial, porque los procedimientos adminis-

trativos son menos formales, más flexibles y 

relativamente fáciles de establecer mediante 

las leyes y normas. El procedimiento tiene 

que estar adaptado a los niños y ser accesible. 

67. Como ejemplos de procedimientos ad-

ministrativos que afectan a los niños pueden 

mencionarse los mecanismos para abordar 

cuestiones de disciplina en las escuelas (como 

suspensiones y expulsiones), las negativas a 

entregar certificados escolares y las cuestio-

nes relativas al rendimiento, las medidas dis-

ciplinarias y las negativas a otorgar privilegios 

en los centros de detención de niños, niñas y 

adolescentes, las solicitudes de asilo de niños 

no acompañados y las solicitudes de licencias 

de conducir. En estos asuntos, el niño debe te-

ner el derecho de ser escuchado y disfrutar de 

los demás derechos “en consonancia con las 

normas de procedimiento de la ley nacional”.

10. Resolución 2005/20 del Consejo Económico y Social, en particular artículos 8, 19 y 20.  Puede consultarse en: www.un.org/ecosoc/
docs/2005/Resolution%202005-20.pdf.

9. Véase la Observación General Nº 10 (2007) del Comité de los derechos del niño en la justicia de niños, niñas y adolescentes 
(CRC/C/GC/10).
* A petición del Comité de los Derechos del Niño, se sustituye “justicia de niños, niñas y adolescentes” por “justicia juvenil”.
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B. El derecho a ser escuchado 
y sus vínculos con otras 
disposiciones de la Convención

68. El artículo 12, como principio general, está 

vinculado a los demás principios generales de 

la Convención, como el artículo 2 (derecho a 

la no discriminación) y el artículo 6 (derecho 

a la vida, la supervivencia y el desarrollo) y, 

en particular, es interdependiente con el ar-

tículo 3 (consideración primordial del interés 

superior del niño). El artículo también está 

estrechamente vinculado con los artículos 

relativos a los derechos y libertades civiles, 

especialmente el artículo 13 (derecho a la li-

bertad de expresión) y el artículo 17 (derecho 

a la información). Además, el artículo 12 está 

conectado con todos los demás artículos de 

la Convención, que no podría aplicarse ínte-

gramente si no se respeta al niño como sujeto 

con sus propias opiniones sobre los derechos 

consagrados en los artículos respectivos y so-

bre su cumplimiento. 

69. La vinculación del artículo 12 con el artí-

culo 5 (evolución de las facultades del niño 

y dirección y orientación apropiadas de los 

padres, véase el párrafo 84 de la presente 

Observación General) es de especial relevan-

cia, porque es fundamental que en la orien-

tación que ofrezcan los padres se tenga en 

cuenta la evolución de las facultades del niño.

1. Artículos 3 y 12

70. El objetivo del artículo 3 es garantizar que 

en todas las medidas concernientes a los ni-

ños que tomen las instituciones públicas o pri-

vadas de bienestar social, los tribunales, las 

autoridades administrativas o los órganos le-

gislativos, una consideración primordial a que 

se atienda sea el interés superior del niño. Eso 

significa que toda medida que se adopte en 

nombre del niño tiene que respetar el interés 

superior del niño. El interés superior del niño 

es semejante a un derecho procesal que obliga 

a los Estados Partes a introducir disposiciones 

en el proceso de adopción de medidas para 

garantizar que se tenga en consideración el in-

terés superior del niño. La Convención obliga 

a los Estados Partes a garantizar que los res-

ponsables de adoptar esas medidas escuchen 

al niño conforme a lo estipulado en el artículo 

12. Esta disposición es obligatoria.

71. El interés superior del niño, establecido 

en consulta con el niño, no es el único fac-

tor que debe tenerse en consideración en la 

actuación de las instituciones, las autorida-

des y la administración. Sin embargo, es de 

importancia fundamental, como lo son las 

opiniones del niño.

72. El artículo 3 está dedicado a los casos in-

dividuales, pero también exige de manera 

explícita que se atienda al interés superior de 

los niños como grupo en todas las medidas 

concernientes a los niños. Por consiguiente, 

los Estados Partes tienen la obligación de te-

ner presente no únicamente la situación par-

ticular de cada niño al determinar su interés 

superior, sino también el interés de los niños 

como grupo. Además, los Estados Partes de-

ben examinar las medidas que adopten las 

instituciones privadas y públicas, las autorida-

des y los órganos legislativos. El hecho de que 

la obligación se haga extensiva a los “órga-

nos legislativos” indica claramente que toda 

ley, regla o norma que afecte a los niños debe 

guiarse por el criterio del “interés superior”.

73. No hay duda de que el interés superior de 

los niños como grupo definido debe estable-

cerse de la misma manera como se hace al pon-

derar el interés de un niño individualmente. Si 

está en juego el interés superior de un gran 

número de niños, los jefes de instituciones, 

las autoridades o los órganos gubernamenta-

les también deben brindar oportunidades de 

que se escuche a los niños afectados de esos 

grupos no definidos y se tengan en cuenta 

debidamente sus opiniones al planificar me-

didas, incluso decisiones legislativas, que los 

afecten directa o indirectamente.

74. No existe tensión entre los artículos 3 y 12, 

sino solamente complementariedad entre los 

dos principios generales: uno establece el ob-

jetivo de alcanzar el interés superior del niño 

y el otro ofrece la metodología para lograr el 

objetivo de escuchar al niño o a los niños. En 

realidad, no es posible una aplicación correcta 

del artículo 3 si no se respetan los componen-

tes del artículo 12. Del mismo modo, el artícu-

lo 3 refuerza la funcionalidad del artículo 12 al 

facilitar el papel esencial de los niños en todas 

las decisiones que afecten a su vida. 

2. Artículos 2, 6 y 12

75. El derecho a la no discriminación es un 

derecho inherente que garantizan todos los 

instrumentos de derechos humanos, inclui-

da la Convención sobre los Derechos del 

Niño. De conformidad con el artículo 2 de la 

Convención, todo niño tiene derecho a no ser 

discriminado en el ejercicio de sus derechos, 

incluidos los que se enuncian en el artículo 

12. El Comité recalca que los Estados Partes 

deben adoptar las medidas adecuadas para 

garantizar a todos los niños el derecho a ex-

presar libremente sus opiniones y a que esas 

opiniones se tengan debidamente en cuenta 

sin discriminación por motivos de raza, color, 

sexo, idioma, religión, opinión política o de 

otra índole, origen nacional, étnico o social, 

posición económica, impedimentos físicos, 

nacimiento o cualquier otra condición. Los 

Estados Partes deben abordar la discrimina-

ción, en particular contra grupos de niños 

vulnerables o marginados, para asegurar que 

los niños tengan garantizado su derecho a ser 

escuchados y puedan participar en todos los 

asuntos que los afecten en pie de igualdad 

con los demás niños. 

76. En particular, el Comité observa con 

preocupación que en algunas sociedades hay 

actitudes y prácticas tradicionales que menos-

caban y limitan gravemente el disfrute de este 

derecho. Los Estados Partes deben tomar las 

medidas necesarias para concienciar y educar 

a la sociedad sobre los efectos negativos de 

esas actitudes y prácticas y fomentar los cam-

bios de actitud para lograr la plena observan-

cia de los derechos que asisten a todos los 

niños al amparo de la Convención.

77. El Comité insta a los Estados Partes a que 

presten especial atención al derecho de la niña 

a ser escuchada, recibir apoyo, si lo necesita, 

para expresar su opinión y para que esta se 

tenga debidamente en cuenta, dado que los 

estereotipos de género y los valores patriarca-

les perjudican e imponen graves limitaciones 

a las niñas en el disfrute del derecho enuncia-

do en el artículo 12.

78. El Comité celebra la obligación contraída 

por los Estados Partes conforme al artículo 7 

de la Convención sobre los derechos de las 

personas con discapacidad de asegurar que 

los niños con discapacidad reciban la asisten-

cia y el equipo necesarios para que puedan 

expresar su opinión libremente y para que esa 

opinión reciba la debida consideración.

79. El artículo 6 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño reconoce que cada niño 

tiene el derecho intrínseco a la vida y que los 

Estados Partes deben garantizar, en la máxima 

medida posible, la supervivencia y el desarro-

llo del niño. El Comité señala la importancia 

de promover las oportunidades en favor del 

derecho del niño a ser escuchado, habida 

cuenta de que la participación del niño es un 

instrumento para estimular el futuro desarro-

llo de la personalidad y la evolución de las fa-

cultades del niño, conforme con el artículo 6 y 

con los objetivos en materia de educación que 

se enuncian en el artículo 29.

3. Artículos 12, 13 y 17

80. El artículo 13, sobre el derecho a la libertad 

de expresión, y el artículo 17, sobre el acce-

so a la información, representan condiciones 

imprescindibles para el ejercicio efectivo 

del derecho a ser escuchado. Esos artículos 
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establecen que los niños son sujetos de dere-

chos y, junto con el artículo 12, afirman que el 

niño tiene derecho a ejercer esos derechos en 

su propio nombre, conforme a la evolución de 

sus facultades. 

81. El derecho a la libertad de expresión, con-

sagrado en el artículo 13, se suele confundir 

con el artículo 12. Sin embargo, aunque esos 

dos artículos están estrechamente vinculados, 

se refieren a derechos diferentes. La libertad 

de expresión se relaciona con el derecho a 

tener y expresar opiniones y a recabar y reci-

bir información por cualquier medio. Afirma 

el derecho de los niños a que el Estado parte 

no limite las opiniones que tienen o expresan. 

La obligación que impone a los Estados Partes 

es la de abstenerse de la injerencia en la ex-

presión de esas opiniones o en el acceso a la 

información, protegiendo al mismo tiempo el 

derecho de acceso a los medios de difusión 

y al diálogo público. Sin embargo, el artículo 

12 se relaciona con el derecho a expresar opi-

niones concretamente acerca de asuntos que 

afectan al niño y su derecho a participar en 

las medidas y decisiones que afecten su vida. 

El artículo 12 impone a los Estados Partes la 

obligación de introducir el marco jurídico y los 

mecanismos necesarios para facilitar la parti-

cipación activa del niño en todas las medidas 

que lo afecten y en la adopción de decisiones 

y de tener debidamente en cuenta esas opi-

niones una vez expresadas. La libertad de ex-

presión a que se refiere el artículo 13 no exige 

ese tipo de participación o respuesta de los 

Estados Partes. Sin embargo, la creación de 

una atmósfera de respeto para que los niños 

expresen sus opiniones de manera conse-

cuente con el artículo 12 contribuye también a 

la formación de la capacidad de los niños para 

ejercer su derecho a la libertad de expresión. 

82. El cumplimiento del derecho del niño a la 

información de manera coherente con el artí-

culo 17 es en gran medida una condición ne-

cesaria para la realización efectiva del derecho 

a expresar las opiniones. Los niños necesitan 

tener acceso a la información en formatos 

adaptados a su edad y capacidad respecto de 

todas las cuestiones que les interesan. Esto es 

aplicable a la información, por ejemplo, rela-

cionada con sus derechos, las actuaciones que 

los afecten, la legislación, la reglamentación 

y las normas nacionales, los servicios locales 

y los procedimientos de apelación y reclama-

ción. En forma consecuente tanto con el artí-

culo 17 como con el artículo 42, los Estados 

Partes deben incluir los derechos de los niños 

en los programas de estudios. 

83. El Comité recuerda también a los Estados 

Partes que los medios de comunicación 

constituyen un recurso importante tanto 

para fomentar la conciencia del derecho de 

los niños a expresar sus opiniones como 

para brindarles la oportunidad de expresar 

esas opiniones públicamente. Insta a que se 

dediquen más recursos en los distintos tipos 

de medios de comunicación para incluir a los 

niños en la preparación de programas y en 

la creación de oportunidades para que los 

propios niños desarrollen y dirijan iniciativas 

relativas a los medios de comunicación con 

respecto a sus derechos.11 

4. Artículos 5 y 12

84. El artículo 5 de la Convención establece 

que los Estados Partes respetarán las respon-

sabilidades, los derechos y los deberes de 

los padres, los tutores o los miembros de la 

familia ampliada o de la comunidad, según 

establezca la costumbre local, de impartir di-

rección y orientación al niño en su ejercicio de 

los derechos reconocidos en la Convención. 

Por consiguiente, el niño tiene derecho a re-

cibir dirección y orientación, que tienen que 

compensar la falta de conocimientos, expe-

riencia y comprensión del niño y estar en con-

sonancia con la evolución de sus facultades, 

como se establece en ese artículo. Cuantas 

más cosas sepa, haya experimentado y com-

prenda el niño, más deben los padres, tutores 

u otras personas legalmente responsables del 

niño transformar la dirección y orientación 

en recordatorios y consejos y, más adelante, 

en un intercambio en pie de igualdad. Esta 

transformación no tendrá lugar en un punto 

fijo del desarrollo del niño, sino que se produ-

cirá paulatinamente a medida que se alienta al 

niño a aportar sus opiniones. 

85. Esta condición se ve reafirmada por el ar-

tículo 12 de la Convención, que estipula que 

deberán tenerse debidamente en cuenta las 

opiniones del niño, siempre que el niño esté en 

condiciones de formarse un juicio propio. En 

otras palabras, a medida que los niños adquie-

ren facultades tienen derecho a asumir un nivel 

cada vez mayor de responsabilidad respecto de 

la regulación de los asuntos que los afectan.12

5. El artículo 12 y la observancia de los 

derechos del niño en general

86. Además de los artículos examinados en 

los párrafos anteriores, la mayor parte de los 

demás artículos de la Convención exigen y 

promueven la intervención de los niños en los 

asuntos que los afectan. Para abarcar estas 

múltiples intervenciones, se utiliza constan-

temente el concepto de participación. Sin lu-

gar a dudas, el eje de esas intervenciones es 

el artículo 12, pero la exigencia de planificar, 

trabajar y elaborar medidas en consulta con 

los niños está presente en toda la Convención. 

87. La práctica de la aplicación del artículo se 

refiere a una amplia gama de asuntos, como 

la salud, la economía, la educación o el me-

dio ambiente, que son de interés no solamen-

te para el niño como individuo sino también 

para grupos de niños y para los niños en ge-

neral. Por consiguiente, el Comité siempre ha 

interpretado la participación de manera am-

plia para establecer procedimientos no solo 

para niños considerados individualmente y 

grupos de niños claramente definidos, sino 

también para grupos de niños, como los ni-

ños indígenas, los niños con discapacidades 

o los niños en general, que resultan afectados 

directa o indirectamente por las condiciones 

sociales, económicas o culturales de la vida 

en su sociedad.

88. Esta concepción amplia de la participación 

del niño se hace patente en el documento final 

aprobado por la Asamblea General en su vigé-

simo séptimo período extraordinario de sesio-

nes y titulado “Un mundo apropiado para los 

niños”. Los Estados Partes prometieron “ela-

borar y aplicar programas para fomentar la ge-

nuina participación de los niños, incluidos los 

adolescentes, en los procesos de adopción de 

decisiones, incluso en las familias, en las es-

cuelas y en los planos nacional y local” (párr. 

32, apartado 1). En la Observación General 

Nº 5 sobre las medidas generales de aplica-

ción de la Convención sobre los Derechos del 

Niño, el Comité declaró: “Es importante que 

los gobiernos establezcan una relación directa 

con los niños, y no simplemente una relación 

por conducto de ONG o de instituciones de 

derechos humanos”.13

C. La observancia del derecho 
a ser escuchado en diferentes 
ámbitos y situaciones 

89. El derecho del niño a ser escuchado debe 

ser observado en los diversos ámbitos y si-

tuaciones en que el niño crece, se desarrolla 

y aprende. En esos ámbitos y situaciones 

existen diferentes conceptos del niño y del 

papel que desempeña que pueden propiciar o 

restringir la participación del niño en asuntos 

cotidianos y decisiones cruciales. Existen va-

rias maneras de influir en la observancia del 

derecho del niño a ser escuchado que pueden 

utilizar los Estados Partes para fomentar la 

participación del niño.

1. En la familia

90. La familia en que los niños pueden expre-

sar libremente sus opiniones y ser tomados en 

serio desde las edades más tempranas supone 

un importante modelo y una preparación para 

12. Observación General Nº 5 (2003) sobre las medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño.
13. Ibíd., párr. 12.

11. Día de debate general sobre el niño y los medios de comunicación (1996):  www.unhchr.ch/html/menu2/6/crc/doc/days/media.pdf.
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que el niño ejerza el derecho a ser escuchado 

en el conjunto de la sociedad. Esa manera de 

ejercer la labor de los padres sirve para pro-

mover el desarrollo individual, mejorar las 

relaciones familiares y apoyar la socialización 

del niño y desempeña una función preventiva 

contra toda forma de violencia en el hogar y 

en la familia. 

91. La Convención reconoce los derechos y 

las responsabilidades de los padres u otros 

tutores de los niños de impartirles dirección 

y orientación apropiadas (véase párr. 84 su-

pra), pero destaca que esto tiene por objeto 

permitir que los niños ejerzan sus derechos y 

requiere que se haga en consonancia con la 

evolución de las facultades del niño. 

92. Los Estados Partes, mediante leyes y polí-

ticas, deberían alentar a los padres, tutores y 

cuidadores a escuchar a los niños y tener debi-

damente en cuenta sus opiniones en los asun-

tos que los conciernen. También se debería 

aconsejar a los padres que presten apoyo a los 

niños para que hagan efectivo su derecho a ex-

presar su opinión libremente y para que se ten-

gan debidamente en cuenta las opiniones de 

los niños en todos los niveles de la sociedad. 

93. Con el fin de apoyar el desarrollo de estilos 

de crianza de los hijos que respeten el derecho 

del niño a ser escuchado, el Comité recomien-

da que los Estados Partes promuevan progra-

mas de educación de los padres que se basen 

en conductas y actitudes positivas existentes 

y que difundan información acerca de los de-

rechos del niño y de los padres consagrados 

en la Convención. 

94. Esos programas deben abordar: 

g La relación de respeto mutuo entre padres 

e hijos;

g La participación de los niños en la adopción 

de decisiones;

g Las consecuencias de tener debidamente 

en cuenta las opiniones de cada miembro 

de la familia;

g La comprensión, la promoción y el respeto 

de la evolución de las facultades del niño;

g Los modos de tratar las opiniones en con-

flicto dentro de la familia.

 

95. Los programas deben recalcar el principio 

de que las niñas y los niños tienen el mismo 

derecho a expresar sus opiniones.

96. Los medios de difusión deben desempe-

ñar un papel preeminente en la tarea de co-

municar a los padres que la participación de 

sus hijos tiene un gran valor para los propios 

niños, su familia y la sociedad.

2. En las modalidades alternativas 

de acogimiento

97. Deben introducirse mecanismos para ga-

rantizar que los niños que se encuentren en 

todas las modalidades alternativas de acogi-

miento, en particular en instituciones, puedan 

expresar sus opiniones y que esas opiniones se 

tengan debidamente en cuenta en los asuntos 

relativos a su acogimiento, a las normas rela-

tivas al cuidado que reciban en familias u ho-

gares de guarda y a su vida diaria. Entre esos 

mecanismos cabe mencionar los siguientes:

g Legislación que otorgue al niño el dere-

cho a disponer de información acerca 

de todo plan de acogimiento, cuidado 

y/o tratamiento, así como de verdaderas 

oportunidades de expresar sus opiniones 

y de que esas opiniones se tengan debi-

damente en cuenta en todo el proceso de 

adopción de decisiones.

g Legislación que garantice el derecho del 

niño a ser escuchado y a que sus opinio-

nes se tengan debidamente en cuenta al 

organizar y establecer servicios de cuidado 

adaptados a los niños.

g Establecimiento de una institución compe-

tente de seguimiento, como un defensor 

del niño, un comisionado o una inspec-

ción, para seguir de cerca el cumplimiento 

de las normas y reglamentos que rigen el 

modo en que se ofrece cuidado, protección 

o tratamiento a los niños de conformidad 

con las obligaciones derivadas del artículo 

3. El órgano de seguimiento, en virtud de 

su mandato, debe tener acceso ilimitado a 

las instituciones residenciales (incluidas las 

destinadas a los niños en conflicto con la 

ley) para escuchar directamente las opinio-

nes e inquietudes de los niños y debe ve-

rificar en qué medida la propia institución 

escucha y tiene debidamente en cuenta las 

opiniones de los niños.

g Establecimiento de mecanismos efectivos, 

por ejemplo, un consejo representativo 

de las niñas y los niños en la institución 

de cuidado residencial, con atribuciones 

para participar en la formulación y ejecu-

ción de las políticas y de todas las nor-

mas de la institución.

3. En la atención de salud

98. La realización de las disposiciones de la 

Convención exige el respeto del derecho del 

niño a expresar su opinión y a participar en la 

promoción del desarrollo saludable y el bienes-

tar de los niños. Esta norma es aplicable a cada 

una de las decisiones relativas a la atención de 

salud y a la participación de los niños en la for-

mulación de políticas y servicios de salud. 

99. El Comité señala que hay varias cuestio-

nes distintas pero interrelacionadas que es 

necesario considerar respecto de la participa-

ción de los niños en las prácticas y decisiones 

relativas a su propia atención de salud.

100. Se debe incluir a los niños, incluidos los 

niños pequeños, en los procesos de adopción 

de decisiones de modo conforme a la evolu-

ción de sus facultades. Se les debe suminis-

trar información sobre los tratamientos que 

se propongan y sus efectos y resultados, en 

particular de manera apropiada y accesible 

para los niños con discapacidades. 

101. Es necesario que los Estados Partes intro-

duzcan leyes o reglamentos para garantizar el 

acceso de los niños al asesoramiento y conse-

jo médico confidencial sin el consentimiento 

de los padres, independientemente de la edad 

del niño, en los casos que sea necesario para 

la protección de la seguridad o el bienestar 

del niño. Es necesario que los niños tengan 

ese tipo de acceso, por ejemplo, en los ca-

sos en que estén experimentando violencia o 

maltrato en el hogar o necesiten educación o 

servicios de salud reproductiva, o en caso de 

que haya conflictos entre los padres y el niño 

con respecto al acceso a los servicios de sa-

lud. El derecho al asesoramiento y consejo es 

distinto del derecho a otorgar consentimiento 

médico y no se debe someter a ninguna limi-

tación de edad.

102. El Comité celebra que en algunos países 

se haya establecido una edad fija en que el de-

recho al consentimiento pasa al niño, y alienta 

a los Estados Partes a que consideren la posibi-

lidad de introducir ese tipo de legislación. Así, 

los niños mayores de esa edad tienen derecho 

a otorgar su consentimiento sin el requisito de 

que haya habido una evaluación profesional 

individual de su capacidad, después de ha-

ber consultado a un experto independiente 

y competente. Sin embargo, el Comité reco-

mienda enérgicamente que los Estados Partes 

garanticen que, cuando un niño menor de esa 

edad demuestre capacidad para expresar una 

opinión con conocimiento de causa sobre su 

tratamiento, se tome debidamente en cuenta 

esa opinión. 

103. Los médicos y las instituciones de aten-

ción de salud deben suministrar información 

clara y accesible a los niños sobre sus dere-

chos con respecto a su participación en la in-

vestigación pediátrica y los ensayos clínicos. 

Deben estar informados sobre la investigación 

para que pueda obtenerse su consentimiento 

otorgado con conocimiento de causa, aparte 

de otras salvaguardas de procedimiento.

104. Los Estados Partes también deben in-

troducir medidas para permitir que los niños 
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aporten sus opiniones y experiencia a la pla-

nificación y programación de servicios des-

tinados a su salud y desarrollo. Se deben 

recabar sus opiniones respecto de todos los 

aspectos de la prestación de servicios de sa-

lud, incluidos los servicios que se necesitan, 

la forma y el lugar en que se prestan mejor, 

los obstáculos discriminatorios al acceso a los 

servicios, la calidad y las actitudes de los pro-

fesionales de la salud y la forma de promover 

la capacidad de estos niños para asumir nive-

les mayores de responsabilidad por su propia 

salud y desarrollo. Esta información se puede 

obtener, por ejemplo, mediante sistemas de 

recogida de comentarios para los niños que 

utilicen los servicios o participen en procesos 

de investigación y consultivos, y puede trans-

mitirse a los consejos o parlamentos de niños 

de ámbito local o nacional para preparar nor-

mas e indicadores de servicios de salud que 

respeten los derechos del niño.14

4. En la educación y la escuela

105. El respeto del derecho del niño a ser es-

cuchado en la educación es fundamental para 

la realización del derecho a la educación. El 

Comité observa con preocupación el autori-

tarismo, la discriminación, la falta de respeto 

y la violencia continuadas que caracterizan la 

realidad de muchas escuelas y aulas. Esos en-

tornos no propician que se expresen las opi-

niones del niño ni que se tengan debidamente 

en cuenta esas opiniones. 

106. El Comité recomienda que los Estados 

Partes adopten medidas para fomentar las 

oportunidades de que los niños expresen sus 

opiniones y de que esas opiniones se tengan 

debidamente en cuenta respecto de las cues-

tiones que se exponen a continuación.

107. En todos los entornos docentes, inclui-

dos los programas educativos de la primera 

infancia, debe promoverse el papel activo del 

niño en un entorno de aprendizaje participati-

vo.15 En la enseñanza y el aprendizaje deben 

tenerse en cuenta las condiciones de vida y 

las perspectivas vitales de los niños. Por ese 

motivo, las autoridades docentes deben in-

cluir las opiniones de los niños y sus padres 

en la planificación de los planes de estudio y 

programas escolares. 

108. Para que la enseñanza de los derechos 

humanos haga sentir su influencia en las 

motivaciones y la conducta de los niños, los 

derechos humanos deben practicarse en las 

instituciones en que el niño aprende, juega y 

vive junto con otros niños y adultos.16 En par-

ticular, el derecho del niño a ser escuchado es 

objeto de un examen crítico por los niños de 

esas instituciones, en que los niños pueden 

observar si en efecto se tienen debidamente 

en cuenta sus opiniones conforme a lo decla-

rado en la Convención.

109. La participación del niño es indispensa-

ble para que se cree en las aulas un clima 

social que estimule la cooperación y el apoyo 

mutuo necesarios para el aprendizaje inte-

ractivo centrado en el niño. El hecho de que 

se tengan en cuenta las opiniones del niño 

es especialmente importante en la elimina-

ción de la discriminación, la prevención del 

acoso escolar y las medidas disciplinarias. El 

Comité observa con satisfacción la generali-

zación de la enseñanza mutua y el asesora-

miento entre pares.

110. La participación permanente de los ni-

ños en los procesos de adopción de deci-

siones debe lograrse mediante, entre otras 

cosas, los consejos de aula, los consejos de 

alumnos y la representación del alumnado 

en los consejos y comités escolares, en que 

los alumnos puedan expresar libremente 

sus opiniones sobre la formulación y apli-

cación de las políticas y los códigos de con-

ducta de la escuela. Es necesario consagrar 

esos derechos en la legislación en lugar de 

depender de la buena voluntad de las autori-

dades escolares, la escuela o el director para 

hacerlos respetar. 

111. Más allá de la escuela, los Estados Partes 

deben consultar a los niños a nivel local y 

nacional sobre todos los aspectos de la polí-

tica educativa, en particular sobre el fortaleci-

miento del carácter adaptado a los niños del 

sistema docente, las posibilidades de aprendi-

zaje regladas y no regladas que brinden a los 

niños una “segunda oportunidad”, los planes 

de estudios, los métodos de enseñanza, las 

estructuras escolares, los niveles de exigen-

cia, los presupuestos y los sistemas de pro-

tección de la infancia.

112. El Comité alienta a los Estados Partes a 

que apoyen la creación de organizaciones 

independientes de estudiantes que puedan 

ayudar a los niños a desempeñar de forma 

competente sus funciones participativas en el 

sistema educativo.

113. En las decisiones sobre la transición 

hacia el siguiente nivel escolar o la elección 

de grupos de alumnos según sus aptitudes, 

hay que asegurar el derecho del niño a ser 

escuchado, porque esas decisiones afectan 

profundamente al interés superior del niño. 

Esas decisiones deben estar sujetas a re-

curso administrativo o judicial. Además, en 

los asuntos de disciplina debe respetarse al 

máximo el derecho del niño a ser escucha-

do.17 En particular, en el caso de la exclusión 

de un niño de la enseñanza o la escuela, esta 

decisión debe estar sujeta a recurso judicial, 

dado que contradice el derecho del niño a  

la educación. 

114. El Comité celebra que se hayan introdu-

cido en muchos países programas escolares 

adaptados a los niños, que procuran crear 

atmósferas interactivas, atentas, protectoras 

y participativas que preparen a los niños y 

adolescentes para asumir un papel activo en 

la sociedad y una ciudadanía responsable 

dentro de sus comunidades.

5. En las actividades lúdicas, recreativas, 

deportivas y culturales

115. Los niños necesitan actividades lúdicas, 

recreativas, físicas y culturales para su desa-

rrollo y socialización. Esas actividades debe-

rían estar concebidas teniendo en cuenta las 

preferencias y las capacidades de los niños. Se 

debe consultar a los niños que puedan expre-

sar sus opiniones respecto de la accesibilidad 

y el carácter apropiado de las instalaciones 

de juego y esparcimiento. Debe brindarse a 

los niños muy pequeños y algunos niños con 

discapacidad que no puedan participar en los 

procesos oficiales de consulta oportunidades 

especiales de expresar sus preferencias. 

6. En el lugar de trabajo

116. Los niños que trabajen a una edad más 

temprana que la permitida por las leyes y por 

los Convenios Nos. 138 (1973) y 182 (1999) de 

la Organización Internacional del Trabajo tie-

nen que ser escuchados en un entorno adap-

tado a ellos para comprender sus opiniones 

sobre la situación y su interés superior. Deben 

ser incluidos en la búsqueda de una solución 

que respete las limitaciones económicas y so-

cioestructurales y el contexto cultural en que 

trabajan esos niños. Los niños también deben 

ser escuchados cuando se formulen políticas 

para eliminar las causas profundas del traba-

jo infantil, en particular en lo que respecta a  

la educación.

117. Los niños trabajadores tienen derecho a 

ser protegidos por ley contra la explotación y 

deben ser escuchados cuando los inspecto-

res que investiguen la aplicación de las leyes 

laborales examinen los lugares y las condi-

ciones de trabajo. Los niños y, si existen, los 

representantes de las asociaciones de niños 

trabajadores también deben ser escuchados 

cuando se redacten las leyes laborales o cuan-

do se examine y evalúe el cumplimiento de 

las leyes. 

14. El Comité también recuerda su Observación General Nº 3 (2003) sobre el VIH/SIDA y los derechos del niño, párrs. 11 y 12, y su 
Observación General Nº 4 (2003) sobre la salud de los adolescentes, párr. 6.
15. “Un enfoque de la educación para todos basado en los derechos humanos: Marco para hacer realidad el derecho de los niños a 
la educación y los derechos en la educación”, UNICEF/UNESCO (2007).
16. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 1 (2001) sobre los propósitos de la educación (artículo 29, párrafo 1 de 
la Convención) (CRC/GC/2001/1).

17. Los Estados Partes deben remitirse a la Observación General Nº 8 (2006) del Comité sobre el derecho del niño a la protección contra 
los castigos corporales y otras formas de castigo crueles o degradantes (CRC/C/GC/8), en que se explican estrategias participativas 
para eliminar los castigos corporales.
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7. En situaciones de violencia

118. La Convención establece el derecho del 

niño a estar protegido de todas las formas de 

violencia y la responsabilidad de los Estados 

Partes de garantizar este derecho para todos 

los niños sin discriminación de ningún tipo. 

El Comité alienta a los Estados Partes a que 

consulten con los niños en la formulación y 

aplicación de medidas legislativas, normati-

vas, educacionales y de otro orden para hacer 

frente a toda forma de violencia. Es necesario 

en especial garantizar que no se excluya a los 

niños marginados y desfavorecidos, como los 

que atraviesan situaciones de explotación, los 

niños de la calle y los niños refugiados, de los 

procesos consultivos encaminados a obtener 

sus opiniones acerca de la legislación y los 

procesos normativos pertinentes.

119. A ese respecto, el Comité acoge con 

interés las conclusiones del estudio de las 

Naciones Unidas sobre la violencia contra 

los niños e insta a los Estados Partes a que 

apliquen plenamente sus recomendaciones, 

en particular la recomendación de ofrecer el 

margen necesario para que los niños expre-

sen libremente sus opiniones y tener debida-

mente en cuenta esas opiniones en todos los 

aspectos de la prevención, la presentación de 

informes y la vigilancia de la violencia contra 

los niños.18

120. Gran parte de los actos de violencia come-

tidos contra niños no se enjuician, tanto por-

que ciertas formas de conducta abusiva son 

vistas por los niños como prácticas culturales 

aceptadas como por la falta de mecanismos 

de denuncia adaptados a los niños. Por ejem-

plo, no tienen a nadie a quien puedan infor-

mar de manera confidencial y segura de que 

han experimentado malos tratos, como casti-

gos corporales, mutilación genital o matrimo-

nio prematuro, ni disponen de canales para 

comunicar sus Observaciones Generales a los 

responsables de la observancia de sus dere-

chos. Así, para que los niños estén incluidos 

efectivamente en las medidas de protección 

hace falta que estén informados de su dere-

cho a ser escuchados y que crezcan libres de 

todas las formas de violencia física y psicoló-

gica. Los Estados Partes deben obligar a todas 

las instituciones dedicadas a la infancia a que 

establezcan un fácil acceso a las personas y 

organizaciones a las que los niños puedan 

informar de forma confidencial y segura, por 

ejemplo mediante líneas de atención telefóni-

ca, y ofrecer lugares en que los niños puedan 

aportar sus experiencias y opiniones sobre la 

eliminación de la violencia contra los niños. 

121. El Comité también llama la atención de 

los Estados Partes sobre la recomendación 

del estudio de las Naciones Unidas sobre la 

violencia contra los niños de que se preste 

apoyo y se aliente a las organizaciones de 

niños e iniciativas dirigidas por ellos para 

abordar la violencia y se incluya a esas or-

ganizaciones en la elaboración, el estable-

cimiento y la evaluación de programas y 

medidas contra la violencia, de modo que los 

niños puedan desempeñar un papel principal 

en su propia protección.

8. En la formulación de estrategias 

de prevención

122. El Comité observa que la voz de los 

niños ha pasado a ser una fuerza cada vez 

más poderosa en la prevención de las vio-

laciones de los derechos del niño. Se en-

cuentran ejemplos de buenas prácticas, por 

ejemplo, en el terreno de la prevención de 

la violencia en las escuelas, la lucha contra 

la explotación del niño mediante trabajos 

peligrosos y agotadores, la prestación de 

servicios de salud y educación a los niños 

de la calle y el sistema de la justicia juvenil*. 

Se debe consultar a los niños en la formula-

ción de legislación y políticas relacionadas 

con esas y otras materias problemáticas 

y hacerlos participar en la elaboración, el 

desarrollo y la aplicación de los planes y  

programas conexos. 

9. En los procedimientos de inmigración 

y asilo

123. Los niños que llegan a un país siguiendo 

a sus padres en busca de trabajo o como refu-

giados están en una situación especialmente 

vulnerable. Por ese motivo es urgente hacer 

respetar plenamente su derecho de expresar 

sus opiniones sobre todos los aspectos de los 

procedimientos de inmigración y asilo. En el 

caso de la migración, hay que escuchar al niño 

en relación con sus expectativas educativas y 

sus condiciones de salud a fin de integrarlo en 

los servicios escolares y de salud. En el caso 

de una demanda de asilo, el niño debe tener 

además la oportunidad de presentar sus moti-

vos para la demanda de asilo. 

124. El Comité destaca que debe darse a esos 

niños toda la información pertinente, en su 

propio idioma, acerca de sus derechos, los 

servicios disponibles, incluidos los medios de 

comunicación, y el proceso de inmigración y 

asilo, para que se haga oír su voz y que su opi-

nión se tenga debidamente en cuenta en los 

procedimientos. Debe designarse a un tutor o 

asesor a título gratuito. Los niños solicitantes 

de asilo también pueden necesitar datos sobre 

el paradero de su familia e información actua-

lizada sobre la situación en su país de origen 

para determinar su interés superior. Puede 

ser necesario prestar asistencia especial a los 

niños que hayan participado en un conflicto 

armado para permitirles expresar sus necesi-

dades. Además, es necesario prestar atención 

a garantizar que se incluya a los niños apátri-

das en los procesos de adopción de decisio-

nes en los territorios en que residen.19

10. En situaciones de emergencia

125. El Comité subraya que el derecho enun-

ciado en el artículo 12 no pierde vigencia en 

situaciones de crisis o posteriores a una crisis. 

Existe un conjunto de pruebas cada vez mayor 

de la contribución importante que pueden ha-

cer los niños en situaciones de conflicto, en la 

resolución de conflictos y en los procesos de 

reconstrucción después de las emergencias.20 

Así, el Comité recalcó en su recomendación 

a raíz del día de debate general de 2008 que 

se debía alentar y facilitar la participación de 

los niños afectados por emergencias en el 

análisis de su situación y sus perspectivas de 

futuro. La participación de los niños los ayuda 

a retomar el control de su vida, contribuye a la 

rehabilitación, fomenta las aptitudes de orga-

nización y fortalece el sentimiento de identi-

dad. Sin embargo, es necesario tener cuidado 

de proteger a los niños de la exposición a 

situaciones en que probablemente resulten 

traumatizados o afectados.

126. En consecuencia, el Comité alienta a los 

Estados Partes a que apoyen mecanismos que 

permitan a los niños, y en particular los ado-

lescentes, desempeñar un papel activo en los 

procesos tanto de reconstrucción posteriores a 

emergencias como de resolución después de 

los conflictos. Deben obtenerse sus opiniones 

respecto de la evaluación, elaboración, ejecu-

ción, supervisión y evaluación de los progra-

mas. Por ejemplo, se puede estimular a los 

niños de los campamentos de refugiados a 

hacer una contribución a su propia seguridad y 

bienestar mediante el establecimiento de foros 

de niños. Es necesario prestar apoyo para que 

los niños puedan establecer esos foros, procu-

rando a la vez que su funcionamiento sea con-

secuente con los intereses superiores de los 

niños y su derecho a la protección respecto de 

las experiencias que los puedan afectar.

11. En ámbitos nacionales e 

internacionales

127. Gran parte de las oportunidades para la 

participación de los niños tienen lugar en el 

plano de la comunidad. El Comité celebra que 

sea cada vez mayor el número de parlamentos 

locales de jóvenes, consejos municipales de 

niños y consultas especiales en que los niños 

pueden expresar su opinión en los procesos 

de adopción de decisiones. No obstante, esas 

18. Informe del experto independiente para el Estudio de las Naciones Unidas sobre la violencia contra los niños (A/61/299). 19. Véase la Observación General Nº 5 del Comité (2005) sobre el trato de los niños, niñas y adolescentes no acompañados y 
separados de su familia fuera de su país de origen (CRC/GC/2005/6).
20. “The participation of children and young people in emergencies: a guide for relief agencies” (“La participación de los niños y 
jóvenes en las emergencias: guía para los organismos de socorro”), UNICEF, Bangkok (2007).
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estructuras de participación representativa ofi-

cial en el gobierno local deben ser solamente 

una de las muchas formas de aplicar el artículo 

12 en el plano local, por cuanto solo permiten 

que un número relativamente reducido de ni-

ños participe en las comunidades locales. Las 

horas de consulta de políticos y funcionarios, 

las jornadas de puertas abiertas y las visitas a 

escuelas y jardines de infancia brindan otras 

oportunidades de comunicación.

128. Se debe apoyar y estimular a los niños 

para que formen sus propias organizaciones 

e iniciativas dirigidas por ellos mismos, que 

crearán espacio para la participación y re-

presentación auténticas. Además, los niños 

pueden contribuir con su punto de vista, por 

ejemplo, respecto del diseño de escuelas, 

parques, campos de juego, instalaciones 

de recreo y culturales, bibliotecas públicas, 

instalaciones de salud y sistemas locales de 

transporte a fin de lograr unos servicios más 

apropiados. Se deben incluir explícitamente 

las opiniones de los niños en los planes de de-

sarrollo de la comunidad que requieran con-

sulta pública.

129. Entretanto, en muchos países también 

se establecen oportunidades de participación 

de ese tipo a nivel distrital, regional, federal, 

estatal y nacional, en que los parlamentos, 

consejos y conferencias de jóvenes ofrecen 

foros para que los niños presenten sus opi-

niones y las den a conocer al público interesa-

do. Las ONG y organizaciones de la sociedad 

civil han establecido prácticas de apoyo a los 

niños que salvaguardan la transparencia de 

la representación y evitan los riesgos de ma-

nipulación o formulismo.

130. El Comité acoge con agrado la importan-

te contribución del UNICEF y las ONG a la pro-

moción de la concienciación sobre el derecho 

del niño a ser escuchado y de su participación 

en todos los ámbitos de la vida del niño, y los 

alienta a seguir promoviendo la participación 

de los niños en todos los asuntos que los 

afecten en su entorno más cercano, la comu-

nidad y los planos nacional e internacional 

para facilitar los intercambios de las mejores 

prácticas. Se debe estimular activamente la 

formación de redes entre organizaciones diri-

gidas por los niños para aumentar las opor-

tunidades de que compartan conocimientos y 

plataformas para la acción colectiva.

131. A nivel internacional, la participación de 

los niños en las Cumbres Mundiales en favor 

de la Infancia celebradas por la Asamblea 

General en 1990 y 2002 y la intervención de 

niños en el proceso de presentación de infor-

mes al Comité de los Derechos del Niño revis-

ten especial importancia. El Comité acoge con 

agrado los informes escritos y la información 

oral complementaria que presentan organi-

zaciones de niños y representantes de niños 

en el proceso de seguimiento de la observan-

cia de los derechos del niño por los Estados 

Partes y alienta a los Estados Partes y las ONG 

a que apoyen a los niños para que presenten 

sus opiniones al Comité.

D. Condiciones básicas para la 
observancia del derecho del 
niño a ser escuchado

132. El Comité insta a los Estados Partes a 

evitar los enfoques meramente simbólicos 

que limiten la expresión de las opiniones de 

los niños o que permitan que se escuche a los 

niños pero no que se tengan debidamente en 

cuenta sus opiniones. Hace hincapié en que 

permitir la manipulación de los niños por los 

adultos, poner a los niños en situaciones en 

que se les indica lo que pueden decir o expo-

ner a los niños al riesgo de salir perjudicados 

por su participación no constituyen prácticas 

éticas y no se pueden entender como aplica-

ción del artículo 12. 

133. Para que la participación sea efectiva y 

genuina es necesario que se entienda como un 

proceso, y no como un acontecimiento singular 

y aislado. La experiencia desde la aprobación 

de la Convención sobre los Derechos del Niño 

en 1989 ha creado un consenso amplio res-

pecto de las condiciones básicas que deben 

cumplirse para lograr una aplicación efectiva, 

ética y significativa del artículo 12. El Comité 

recomienda que los Estados Partes integren 

esos principios en todas las medidas legis-

lativas y de otro orden para la aplicación del 

artículo 12.

134. Todos los procesos en que sean escu-

chados y participen un niño o varios niños 

deben ser:

a) Transparentes e informativos. Se debe dar a 

los niños información completa, accesible, 

atenta a la diversidad y apropiada a la edad 

acerca de su derecho a expresar su opinión 

libremente y a que su opinión se tenga de-

bidamente en cuenta y acerca del modo en 

que tendrá lugar esa participación y su al-

cance, propósito y posible repercusión.

b) Voluntarios. Jamás se debe obligar a los 

niños a expresar opiniones en contra de 

su voluntad y se les debe informar de que 

pueden cesar en su participación en cual-

quier momento

c) Respetuosos. Se deben tratar las opiniones 

de los niños con respeto y siempre se debe 

dar a los niños oportunidades de iniciar 

ideas y actividades. Los adultos que traba-

jen con niños deben reconocer, respetar y 

tomar como base los buenos ejemplos de 

participación de los niños, por ejemplo, en 

su contribución en la familia, la escuela, la 

cultura y el ambiente de trabajo. También 

es necesario que comprendan el contexto 

socioeconómico, medioambiental y cultu-

ral de la vida de los niños. Las personas y 

organizaciones que trabajan para los niños 

y con niños también deben respetar la opi-

nión de los niños en lo que se refiere a la 

participación en actos públicos.

d) Pertinentes. Las cuestiones respecto de las 

cuales los niños tienen derecho a expresar 

sus opiniones deben tener pertinencia au-

téntica en sus vidas y permitirles recurrir a 

sus conocimientos, aptitudes y capacidad. 

Además, es necesario crear espacio para 

permitir a los niños destacar y abordar las 

cuestiones que ellos mismos consideren 

pertinentes e importantes.

e) Adaptados a los niños. Los ambientes y los 

métodos de trabajo deben adaptarse a la 

capacidad de los niños. Se debe poner el 

tiempo y los recursos necesarios a dispo-

sición de los niños para que se preparen 

en forma apropiada y tengan confianza y 

oportunidad para aportar sus opiniones. Es 

necesario considerar el hecho de que los ni-

ños necesitarán diferentes niveles de apo-

yo y formas de participación acordes con 

su edad y la evolución de sus facultades.

f) Incluyentes. La participación debe ser in-

cluyente, evitar las pautas existentes de 

discriminación y estimular las oportuni-

dades para que los niños marginados, 

tanto niñas como niños, puedan partici-

par (véase también párr. 88 supra). Los 

niños no constituyen un grupo homogé-

neo y es necesario que la participación 

prevea la igualdad de oportunidades 

para todos, sin discriminación por moti-

vo alguno. Es necesario también que los 

programas sean respetuosos de las parti-

cularidades culturales de los niños de todas  

las comunidades.

g) Apoyados en la formación. Los adultos 

necesitan preparación, conocimientos prác-

ticos y apoyo para facilitar efectivamente 

la participación de los niños, por ejemplo, 

para impartirles conocimientos relativos a 

escuchar, trabajar conjuntamente con niños 

y lograr efectivamente la participación de los 

niños con arreglo a la evolución de sus facul-

tades. Los propios niños pueden participar 

como instructores y facilitadores respecto de 

la forma de propiciar la participación efecti-

va; necesitan formación de la capacidad para 

reforzar sus aptitudes respecto de, por ejem-

plo, la participación efectiva y la conciencia 

acerca de sus derechos y capacitación para 

organizar reuniones, recaudar fondos, tratar 

con los medios de difusión, hablar en público 

y hacer tareas de promoción.
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h) Seguros y atentos al riesgo. En algunas 

situaciones, la expresión de opiniones 

puede implicar riesgos. Los adultos tienen 

responsabilidad respecto de los niños con 

los que trabajan y deben tomar todas las 

precauciones para reducir a un mínimo el 

riesgo de que los niños sufran violencia, ex-

plotación u otra consecuencia negativa de 

su participación. Las medidas necesarias 

para ofrecer la debida protección incluirán 

la formulación de una clara estrategia de 

protección de los niños que reconozca los 

riesgos particulares que enfrentan algunos 

grupos de niños y los obstáculos extraor-

dinarios que deben superar para obtener 

ayuda. Los niños deben tener conciencia 

de su derecho a que se les proteja del daño 

y saber dónde han de acudir para obtener 

ayuda en caso necesario. La inversión en el 

trabajo con las familias y las comunidades 

es importante para crear una comprensión 

del valor y las consecuencias de la partici-

pación y reducir a un mínimo los riesgos 

a los que de otro modo podrían estar ex-

puestos los niños.

i) Responsables. Es esencial el compromiso 

respecto del seguimiento y la evaluación. 

Por ejemplo, en toda investigación o proce-

so consultivo debe informarse a los niños 

acerca de la forma en que se han interpre-

tado y utilizado sus opiniones y, en caso 

necesario, darles la oportunidad de recha-

zar el análisis de las conclusiones e influir 

en él. Los niños tienen derecho también 

a recibir una respuesta clara acerca de la 

forma en que su participación ha influido 

en un resultado. Cada vez que corresponda 

debe darse a los niños la oportunidad de 

participar en los procesos o actividades de 

seguimiento. Es necesario que la supervi-

sión y evaluación de la participación de los 

niños, cuando sea posible, se hagan con 

los niños mismos.

E. Conclusiones

135. La inversión en la realización del dere-

cho del niño a ser escuchado en todos los 

asuntos que lo afectan y a que sus opinio-

nes se tengan debidamente en cuenta es una 

obligación clara e inmediata de los Estados 

Partes en virtud de la Convención. Es un de-

recho de todos los niños, sin discriminación 

alguna. El objetivo de lograr oportunidades 

de aplicar verdaderamente el artículo 12 hace 

necesario desmantelar las barreras jurídicas, 

políticas, económicas, sociales y culturales 

que actualmente inhiben la oportunidad de 

que los niños sean escuchados y el acceso 

de los niños a la participación en todos los 

asuntos que los afecten. Ese objetivo exige 

preparación para hacer frente a los prejuicios 

acerca de la capacidad de los niños y estimu-

lar la creación de entornos en que los niños 

puedan potenciar y demostrar su capacidad. 

Exige además un compromiso para destinar 

recursos e impartir capacitación.

136. El cumplimiento de esas obligaciones su-

pondrá un desafío para los Estados Partes. Sin 

embargo, se trata de un objetivo asequible si 

se aplican sistemáticamente las estrategias 

indicadas en la presente Observación General 

y se establece una cultura de respeto por los 

niños y sus opiniones.
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3. “adoptarán…”

37. El término “adoptarán” no deja margen a 

la discreción de los Estados Partes. Por con-

siguiente, los Estados Partes tienen la obliga-

ción estricta de adoptar “todas las medidas 

apropiadas” a fin de hacer respetar plena-

mente este derecho para todos los niños.

4. “todas las medidas legislativas, 

administrativas, sociales y educativas 

apropiadas”

38. Medidas generales de aplicación y vigilan-

cia. El Comité señala a la atención de los Estados 

Partes la Observación General Nº 5 (2003) so-

bre las medidas generales de aplicación de la 

Convención sobre los Derechos del Niño.16 

Además, el Comité remite a los Estados Partes 

a su Observación General Nº 2 (2002) relativa al 

papel de las instituciones nacionales indepen-

dientes de derechos humanos en la promoción 

y protección de los derechos del niño. Estas me-

didas de aplicación y vigilancia son esenciales 

para poner en práctica el artículo 19.

39. “Todas las medidas... apropiadas”. El tér-

mino “apropiadas” se refiere a una amplia 

variedad de medidas que abarcan todos los 

sectores públicos y deben aplicarse y ser 

efectivas para prevenir y combatir toda for-

ma de violencia. No puede interpretarse en 

el sentido de que se aceptan algunas formas 

de violencia. Hace falta un sistema integra-

do, cohesivo, interdisciplinario y coordinado 

que incorpore toda la gama de medidas in-

dicadas en el artículo 19, párrafo 1, median-

te toda la serie de intervenciones previstas 

en el párrafo 2. Los programas y actividades 

aislados que no estén integrados en políti-

cas e infraestructuras públicas sostenibles 

y coordinadas tendrán efectos limitados. Es 

esencial la participación del niño en la for-

mulación, supervisión y evaluación de las 

mencionadas medidas.

40. Por medidas legislativas se entiende 

la legislación, incluido el presupuesto, y 

las medidas de aplicación y observancia. 

Este concepto abarca las leyes nacionales, 

provinciales y municipales y todos los re-

glamentos pertinentes en que se definan 

marcos, sistemas y mecanismos o las fun-

ciones y responsabilidades de los organis-

mos y funcionarios competentes.

41. Los Estados Partes que no lo hayan hecho 

aún deberán:

a) Ratificar los dos protocolos facultativos 

de la Convención y otros instrumentos 

internacionales y regionales de derechos 

humanos que brinden protección a los ni-

ños, incluidas la Convención sobre los de-

rechos de las personas con discapacidad 

y su Protocolo facultativo y la Convención 

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes;

b) Revisar y retirar las declaraciones y reser-

vas contrarias al objetivo y propósito de la 

Convención o que contravengan de otro 

modo el derecho internacional;

c) Reforzar la cooperación con los órganos de 

tratados y otros mecanismos de derechos 

humanos;

d) Examinar y modificar su legislación na-

cional para ajustarla al artículo 19 y ase-

gurar su aplicación en el marco integrado 

de la Convención, formulando una amplia 

política en materia de derechos del niño 

y estableciendo la prohibición absolu-

ta de toda forma de violencia contra los 

niños en todos los contextos, así como 

sanciones efectivas y apropiadas contra 

los culpables.17

e) Asignar suficientes fondos presupuestarios 

a la aplicación de la legislación y de todas 

las demás medidas que se adopten para 

poner fin a la violencia contra los niños;

f) Asegurar la protección de los niños víctimas 

y testigos y su acceso efectivo a reparacio-

nes e indemnizaciones;

g) Garantizar que la legislación pertinente 

brinde una protección adecuada a los niños 

en relación con los medios de comunica-

ción y las TIC;

h) Organizar y poner en aplicación programas 

sociales para promover prácticas positivas 

óptimas de crianza proporcionando, me-

diante servicios integrados, la asistencia 

necesaria al niño y a quienes cuidan de él;

	 g Aplicar la legislación y los procedimien-

tos judiciales de una manera adaptada a las 

necesidades del niño, incluidos los recur-

sos de que disponen los niños cuyos dere-

chos hayan sido vulnerados;

	 g Establecer una institución nacional inde-

pendiente de derechos del niño y propor-

cionarle asistencia.

42. Las medidas administrativas deben reflejar 

la obligación de los gobiernos de establecer 

las políticas, programas y sistemas de vigilan-

cia y supervisión necesarios para proteger al 

niño de toda forma de violencia. Se trata, en-

tre otras, de las siguientes:

a) Al nivel de los gobiernos nacionales y locales:

	 g Establecer un centro de enlace guberna-

mental para coordinar estrategias y servi-

cios de protección del niño;

	 g Definir las funciones y responsabilidades 

de los miembros de los comités directivos 

interinstitucionales, así como la relación 

entre ellos, a fin de que puedan gestionar 

y supervisar eficazmente los órganos de 

aplicación a nivel nacional y subnacional, y 

pedirles cuentas;

	 g Garantizar que el proceso de descentrali-

zación de servicios salvaguarde su calidad, 

responsabilidad y distribución equitativa;

	 g Preparar los presupuestos de manera sis-

temática y transparente para utilizar de la 

mejor manera posible los recursos asigna-

dos a la protección del niño, en particular a 

las actividades de prevención;

	 g Establecer un sistema nacional amplio y 

fiable de recopilación de datos que garanti-

ce la supervisión y evaluación sistemáticas 

de sistemas (análisis de impacto), servi-

cios, programas y resultados a partir de in-

dicadores ajustados a normas universales 

y adaptados y orientados a metas y objeti-

vos establecidos a nivel local;

	 g Proporcionar asistencia a las institucio-

nes nacionales independientes de derechos 

humanos y promover el establecimiento de 

mandatos relacionados específicamente 

con los derechos del niño, como la institu-

ción del defensor de los derechos del niño, 

en los lugares en que todavía no existan.18

b) Al nivel de las instituciones gubernamen-

tales, profesionales y de la sociedad civil:

	 g Elaborar y aplicar (mediante procesos 

participativos que fomenten la identifica-

ción y la sostenibilidad):

 - Políticas intra e interinstitucionales de 

protección del niño;

 - Códigos de deontología profesional, 

protocolos, memorandos de entendi-

miento y normas de atención para todos 

los servicios y espacios de atención del 

niño (entre otros las guarderías, las es-

cuelas, los hospitales, los clubes depor-

tivos y los hogares y residencias);

	 g Hacer participar a las instituciones de 

enseñanza académica y formación en las 

iniciativas de protección del niño;

	 g Promover buenos programas de investigación.

43. Las medidas sociales deben reflejar el 

compromiso de los gobiernos de proteger los 

derechos del niño y prestar servicios básicos 

y para destinatarios específicos. Estas medi-

das son formuladas y aplicadas tanto por el 

Estado como por agentes de la sociedad civil 

bajo la responsabilidad del Estado. Pueden ci-

tarse las siguientes:

a) Medidas de política social encaminadas a 

reducir los riesgos y prevenir la violencia 

contra los niños, por ejemplo:

	 g La integración de las medidas de aten-

ción y protección del niño en las políticas 

sociales oficiales;

	 g La determinación y prevención de los 

factores y circunstancias que dificultan el 

acceso a los servicios de los grupos vulne-

rables (en particular los niños indígenas y 

pertenecientes a minorías y los niños con 

16. Véanse, en particular, los párrafos 9 (sobre el tipo de medidas necesarias), 13 y 15 (sobre la retirada y la legitimidad de las 
reservas), y 66 y 67 (sobre la difusión de la Convención).
17. En el contexto de las “sanciones”, el término “culpables” excluye a los niños que se autolesionan. El tratamiento dado a los niños 
que dañan a otros niños debe ser educativo y terapéutico.

16. Véanse, en particular, los párrafos 9 (sobre el tipo de medidas necesarias), 13 y 15 (sobre la retirada y la legitimidad de las 
reservas), y 66 y 67 (sobre la difusión de la Convención).
17. En el contexto de las “sanciones”, el término “culpables” excluye a los niños que se autolesionan. El tratamiento dado a los niños 
que dañan a otros niños debe ser educativo y terapéutico.
18. Véase la Observación General Nº 2, en particular los párrafos 1, 2, 4 y 19.
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migrantes o refugiados o los niños despla-

zados y/o víctimas de trata; los que ya han 

sufrido violencias; los que son víctimas y 

testigos de actos de violencia en el hogar 

y en las comunidades; los que pertenecen 

a los estratos socioeconómicos urbanos 

más bajos, donde puede ser fácil conseguir 

armas de fuego y de otro tipo, drogas y al-

cohol; los que viven en zonas propensas a 

los accidentes o las catástrofes, o en entor-

nos tóxicos; los niños afectados o infecta-

dos por el VIH/SIDA; los niños desnutridos; 

los que están a cargo de otros niños; los 

niños que se ocupan de otras personas o 

son cabeza de familia; aquellos cuyos pa-

dres son menores de 18 años; los niños no 

deseados, prematuros o provenientes de 

un parto múltiple; los niños hospitalizados 

sin supervisión adecuada o sin contacto 

con sus cuidadores, y los niños expuestos 

a las tecnologías de la información y la co-

municación sin salvaguardias, supervisión 

ni medios adecuados para protegerse. Los 

niños en las situaciones de emergencia son 

muy vulnerables a la violencia cuando, a 

consecuencia de conflictos sociales y arma-

dos, desastres naturales y otras situaciones 

de emergencia complejas y crónicas, los 

sistemas sociales se derrumban, los niños 

se ven separados de sus cuidadores y los 

espacios de atención y seguridad resultan 

dañados o incluso destruidos.

h) Asignación de recursos. Se han de asignar 

los recursos humanos, financieros y técni-

cos necesarios a los diferentes sectores has-

ta el máximo de los recursos disponibles.

 Deben crearse y ponerse en funcionamiento 

sólidos mecanismos de vigilancia para que 

la asignación de presupuestos y la eficiencia 

de su ejecución estén sujetas a un sistema 

de rendición de cuentas.

i) Mecanismos de coordinación. Estos meca-

nismos se han de describir explícitamente 

para que haya una coordinación eficaz a 

los niveles central, regional y local, entre 

los diferentes sectores y con la sociedad 

civil, incluido el mundo de la investigación 

empírica. Estos mecanismos deben com-

plementarse con las medidas administrati-

vas descritas más arriba.

j) Rendición de cuentas. Hay que garantizar 

que los Estados Partes, los organismos y 

organizaciones nacionales y locales y las 

entidades pertinentes de la sociedad civil 

colaboren activamente entre sí para esta-

blecer normas, indicadores, instrumentos 

y sistemas de vigilancia, medición y eva-

luación, y los utilicen para cumplir sus 

obligaciones y compromisos de proteger 

a los niños contra la violencia. El Comité 

ha manifestado constantemente su apoyo 

a los sistemas de rendición de cuentas, en 

particular mediante la reunión y el análisis 

de datos, la elaboración, la vigilancia y la 

evaluación de indicadores y el apoyo a las 

instituciones independientes de defensa 

de los derechos humanos. El Comité reco-

mienda a los Estados Partes que publiquen 

un informe anual sobre los avances logra-

dos en materia de prohibición, prevención 

y eliminación de la violencia, que lo pre-

senten al Parlamento para que sea objeto 

de examen y debate y que inviten a todos 

los interesados a responder a la informa-

ción que figure en el informe.

VII. Los recursos para la 
aplicación y la necesidad 
de una cooperación 
internacional

73. Obligaciones de los Estados Partes. Habida 

cuenta de las obligaciones que incumben a los 

Estados Partes en virtud de los artículos 4 y 19, 

entre otros, el Comité considera que la limi-

tación de recursos no justifica que un Estado 

parte no adopte ninguna de las medidas nece-

sarias, o suficientes, para proteger a los niños. 

En consecuencia, se insta a los Estados Partes 

a que adopten marcos de coordinación globa-

les, estratégicos y con plazos definidos para la 

atención y la protección de los niños. En parti-

cular, el Comité hace hincapié en la necesidad 

de consultar a los niños en la elaboración de 

estas estrategias, marcos y medidas.

74. Fuentes de financiación. Teniendo en 

cuenta los diferentes puntos de partida descri-

tos en el párrafo 70, y en el entendimiento de 

que los presupuestos a nivel nacional y des-

centralizado deben ser las principales fuentes 

de los recursos destinados a las estrategias de 

atención y protección de los niños, el Comité 

señala a la atención de los Estados Partes las 

posibilidades de cooperación y asistencia 

internacionales descritas en los artículos 4 y 

45 de la Convención. El Comité exhorta a los 

asociados que se indican a continuación a que 

presten apoyo financiero y técnico, incluidas 

actividades de formación, a los programas de 

protección del niño, teniendo debidamente en 

cuenta lo dispuesto en el artículo 19 y en la 

Convención en general:27 los Estados Partes 

que participan en la cooperación para el desa-

rrollo; las instituciones donantes (entre ellas 

el Banco Mundial, los donantes privados y las 

fundaciones); los organismos y organizacio-

nes de las Naciones Unidas, y los demás or-

ganismos y organizaciones internacionales y 

regionales. Este apoyo financiero y técnico ha 

de prestarse sistemáticamente por mediación 

de asociaciones sólidas y equitativas, a nivel 

nacional e internacional. Los programas de 

protección basados en los derechos del niño 

deben ser uno de los componentes principa-

les de la asistencia al desarrollo sostenible de 

los países que reciben ayuda internacional. El 

Comité alienta a esos organismos a que sigan 

trabajando con el Comité, el Representante 

Especial del Secretario General sobre la vio-

lencia contra los niños y otros mecanismos 

internacionales y regionales de derechos hu-

manos, para avanzar hacia la consecución de 

ese objetivo.

75. Recursos necesarios a nivel internacional. 

Es necesario también invertir en los siguien-

tes sectores a nivel internacional, para ayudar 

a los Estados Partes a cumplir las obligacio-

nes que les incumben en virtud del artículo 19:

a) Recursos humanos: mejorar la comunica-

ción, la cooperación y los intercambios indi-

viduales en las asociaciones profesionales 

y entre ellas (por ejemplo organizaciones o 

instituciones médicas, psiquiátricas, de tra-

bajo social, jurídicas, educativas, de lucha 

contra el maltrato infantil, académicas, de 

investigación, y las dedicadas a los dere-

chos del niño y a la formación); mejorar la 

comunicación y la cooperación en los gru-

pos de la sociedad civil y entre ellos (por 

ejemplo los círculos de investigadores, las 

ONG, las organizaciones dirigidas por ni-

ños, las organizaciones religiosas, las aso-

ciaciones de personas con discapacidad, 

los grupos comunitarios y de jóvenes y los 

especialistas que se dedican a producir e 

intercambiar conocimientos y prácticas);

b) Recursos financieros: mejorar la coordi-

nación, la vigilancia y la evaluación de la 

ayuda de los donantes; seguir desarrollan-

do los análisis de los capitales financiero 

y humano para que los economistas, los 

investigadores y los Estados Partes pue-

dan apreciar plenamente los costos de 

aplicación de sistemas holísticos de pro-

tección del niño (enfatizando la prevención 

primaria) y compararlos con los costos de 

gestionar los efectos directos e indirectos 

(incluidos los efectos intergeneracionales) 

de la violencia a nivel personal, comuni-

tario, nacional e incluso internacional, y 

examen por las instituciones financieras 

internacionales de “sus políticas y activi-

dades para tener en cuenta la repercusión 

que puedan tener en los niños”;28

c) Recursos técnicos: indicadores basados en 

datos, sistemas, modelos (incluidos mode-

los de legislación), instrumentos, directri-

ces, protocolos y normas sobre prácticas 

óptimas, destinados a las comunidades y 

los profesionales, con orientaciones sobre 

el modo de adaptarlas a diferentes contex-

tos; una plataforma para el intercambio y 

la consulta sistemáticos de la información 

(conocimiento y práctica); claridad y trans-

parencia universales en la elaboración de 

27. Véase la Observación General Nº 5 (párrs. 61, 62 y 64) sobre la necesidad de incorporar los derechos del niño en la cooperación y 
la asistencia técnica internacionales; la necesidad de que la cooperación y la asistencia estén guiadas por la Convención y promuevan 
plenamente la aplicación de esta; la asignación de una parte sustantiva de la ayuda y la asistencia internacionales expresamente a la 
atención de los niños, y la necesidad de que los documentos de estrategia de lucha contra la pobreza y los enfoques sectoriales del 
desarrollo contengan un sólido componente basado en los derechos del niño.
28. A/61/299, párr. 117.
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I. Introducción

A. El interés superior del niño: 
un derecho, un principio y una 
norma de procedimiento

1. El artículo 3, párrafo 1, de la Convención 

sobre los Derechos del Niño otorga al niño el 

derecho a que se considere y tenga en cuenta 

de manera primordial su interés superior en 

todas las medidas o decisiones que le afecten, 

tanto en la esfera pública como en la privada. 

Además, esa disposición establece uno de los 

valores fundamentales de la Convención. El 

Comité de los Derechos del Niño (el Comité) 

ha determinado que el artículo 3, párrafo 1, 

enuncia uno de los cuatro principios genera-

les de la Convención en lo que respecta a la 

interpretación y aplicación de todos los dere-

chos del niño,1 y lo aplica como un concepto 

dinámico debe evaluarse adecuadamente en 

cada contexto.

2. El “interés superior del niño” no es un 

concepto nuevo. En efecto, es anterior a 

la Convención y ya se consagraba en la 

Declaración de los Derechos del Niño, de 1959 

(párr. 2) y la Convención sobre la eliminación 

de todas las formas de discriminación contra 

la mujer (arts. 5 b) y 16, párr. 1 d)), así como en 

instrumentos regionales y numerosas normas 

jurídicas nacionales e internacionales.

3. La Convención también se refiere explíci-

tamente al interés superior del niño en otras 

disposiciones, a saber: el artículo 9 (separa-

ción de los padres); el artículo 10 (reunión de 

la familia); el artículo 18 (obligaciones de los 

padres); el artículo 20 (privación de un medio 

familiar y otros tipos de cuidado); el artículo 

21 (adopción); el artículo 37 c) (separación de 

los adultos durante la privación de libertad), y 

el artículo 40, párrafo 2 b) iii), (garantías pro-

cesales, incluida la presencia de los padres en 

las audiencias de las causas penales relativas 

a los niños en conflicto con la ley). También 

se hace referencia al interés superior del niño 

en el Protocolo facultativo de la Convención 

relativo a la venta de niños, la prostitución 

infantil y la utilización de niños en la porno-

grafía (preámbulo y artículo 8) y el Protocolo 

facultativo de la Convención relativo a un pro-

cedimiento de comunicaciones (preámbulo y 

artículos 2 y 3).

4. El objetivo del concepto de interés superior 

del niño es garantizar el disfrute pleno y efec-

tivo de todos los derechos reconocidos por la 

Convención y el desarrollo holístico del niño2. 

El Comité ya ha señalado3 que “[l]o que a juicio 

de un adulto es el interés superior del niño no 

puede primar sobre la obligación de respetar 

todos los derechos del niño enunciados en la 

Convención”. Recuerda que en la Convención 

no hay una jerarquía de derechos; todos los 

derechos previstos responden al “interés 

Observación General No.14

sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial 
(artículo 3, párrafo 1)

CRC/C/GC/14, 29 de mayo de 2013

1. Observación General Nº 5 (2003) sobre las medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño, párr. 
12; y Observación General Nº 12 (2009) sobre el derecho del niño a ser escuchado, párr. 2.
2. El Comité espera que los Estados interpreten el término “desarrollo” como “concepto holístico que abarca el desarrollo físico, 
mental, espiritual, moral, psicológico y social del niño” (Observación General Nº 5, párr. 12).
3. Observación General Nº 13 (2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, párr. 61.
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superior del niño” y ningún derecho debería 

verse perjudicado por una interpretación ne-

gativa del interés superior del niño.

5. La plena aplicación del concepto de interés 

superior del niño exige adoptar un enfoque 

basado en los derechos, en el que colaboren 

todos los intervinientes, a fin de garantizar la 

integridad física, psicológica, moral y espiri-

tual holísticas del niño y promover su digni-

dad humana.

6. El Comité subraya que el interés superior 

del niño es un concepto triple:

a) Un derecho sustantivo: el derecho del niño 

a que su interés superior sea una conside-

ración primordial que se evalúe y tenga en 

cuenta al sopesar distintos intereses para 

tomar una decisión sobre una cuestión de-

batida, y la garantía de que ese derecho se 

pondrá en práctica siempre que se tenga 

que adoptar una decisión que afecte a un 

niño, a un grupo de niños concreto o ge-

nérico o a los niños en general. El artículo 

3, párrafo 1, establece una obligación in-

trínseca para los Estados, es de aplicación 

directa (aplicabilidad inmediata) y puede 

invocarse ante los tribunales.

b) Un principio jurídico interpretativo funda-

mental: si una disposición jurídica admite 

más de una interpretación, se elegirá la in-

terpretación que satisfaga de manera más 

efectiva el interés superior del niño. Los 

derechos consagrados en la Convención 

y sus Protocolos facultativos establecen el 

marco interpretativo.

c) Una norma de procedimiento: siempre 

que se tenga que tomar una decisión que 

afecte a un niño en concreto, a un grupo 

de niños concreto o a los niños en general, 

el proceso de adopción de decisiones de-

berá incluir una estimación de las posibles 

repercusiones (positivas o negativas) de 

la decisión en el niño o los niños intere-

sados. La evaluación y determinación del 

interés superior del niño requieren garan-

tías procesales. 

Además, la justificación de las decisiones 

debe dejar patente que se ha tenido en cuenta 

explícitamente ese derecho. En este sentido, 

los Estados partes deberán explicar cómo se 

ha respetado este derecho en la decisión, es 

decir, qué se ha considerado que atendía al in-

terés superior del niño, en qué criterios se ha 

basado la decisión y cómo se han ponderado 

los intereses del niño frente a otras considera-

ciones, ya se trate de cuestiones normativas 

generales o de casos concretos.

7. En la presente Observación General, la ex-

presión “el interés superior del niño” abarca 

las tres dimensiones arriba expuestas.

B. Estructura

8. El alcance de la presente Observación 

General se limita al artículo 3, párrafo 1, de la 

Convención y no abarca el artículo 3, párra-

fo 2, dedicado al bienestar de los niños, ni el 

artículo 3, párrafo 3, que se refiere a la obli-

gación de los Estados partes de velar por que 

las instituciones, los servicios y los estableci-

mientos para los niños cumplan las normas 

establecidas, y por que existan mecanismos 

para garantizar el respeto de las normas.

9. El Comité indica los objetivos de la presente 

Observación General (cap. II) y expone la na-

turaleza y alcance de la obligación impuesta 

a los Estados partes (cap. III). También ofrece 

un análisis jurídico del artículo 3, párrafo 1 

(cap. IV), en el que se explica su relación con 

otros principios generales de la Convención. 

El capítulo V está dedicado a la aplicación, 

en la práctica, del principio del interés su-

perior del niño, mientras que el capítulo VI 

proporciona directrices sobre la difusión de 

la Observación General.

II. Objetivos

10. La presente Observación General tiene por 

objeto garantizar que los Estados partes en la 

Convención den efectos al interés superior del 

niño y lo respeten. Define los requisitos para 

su debida consideración, en particular en las 

decisiones judiciales y administrativas, así 

como en otras medidas que afecten a niños 

con carácter individual, y en todas las etapas 

del proceso de aprobación de leyes, políticas, 

estrategias, programas, planes, presupuestos, 

iniciativas legislativas y presupuestarias, y di-

rectrices (es decir, todas las medidas de apli-

cación) relativas a los niños en general o a un 

determinado grupo. El Comité confía en que 

esta Observación General guíe las decisiones 

de todos los que se ocupan de los niños, en 

especial los padres y los cuidadores.

11. El interés superior del niño es un concep-

to dinámico que abarca diversos temas en 

constante evolución. La presente Observación 

General proporciona un marco para evaluar y 

determinar el interés superior del niño; no pre-

tende establecer lo que es mejor para el niño 

en una situación y un momento concretos.

12. El objetivo principal de la presente 

Observación General es mejorar la compren-

sión y observancia del derecho del niño a que 

su interés superior sea evaluado y constituye 

una consideración primordial o, en algunos 

casos, la consideración primordial (véase el 

párrafo 38 infra). El propósito general es pro-

mover un verdadero cambio de actitud que 

favorezca el pleno respeto de los niños como 

titulares de derechos. En concreto, ello reper-

cute en los siguientes aspectos:

a) La elaboración de todas medidas de aplica-

ción adoptadas por los gobiernos;

b) Las decisiones individuales tomadas por 

autoridades judiciales o administrativas 

o por entidades públicas a través de sus 

agentes que afectan a uno o varios niños 

en concreto;

c) Las decisiones adoptadas por entidades de 

la sociedad civil y el sector privado, inclui-

das las organizaciones con y sin fines de 

lucro, que prestan servicios relacionados 

con los niños o que les afectan;

d) Las directrices relacionadas con medidas 

tomadas por personas que trabajan con los 

niños y para ellos, en particular los padres 

y los cuidadores.

III. Naturaleza y alcance 
de las obligaciones de los 
Estados partes

13. Todos los Estados partes deben respetar 

y poner en práctica el derecho del niño a que 

su interés superior se evalúe y constituya una 

consideración primordial, y tienen la obliga-

ción de adoptar todas las medidas necesarias, 

expresas y concretas para hacer plenamente 

efectivas este derecho.

14. El artículo 3, párrafo 1, establece un marco 

con tres tipos diferentes de obligaciones para 

los Estados partes, a saber:

a) La obligación de garantizar que el interés 

superior del niño se integre de manera 

adecuada y se aplique sistemáticamente 

en todas las medidas de las instituciones 

públicas, en especial en todas las medidas 

de ejecución y los procedimientos admi-

nistrativos y judiciales que afectan directa 

o indirectamente a los niños;

b) La obligación de velar por que todas las 

decisiones judiciales y administrativas, las 

políticas y la legislación relacionadas con 

los niños dejen patente que el interés su-

perior de estos ha sido una consideración 

primordial; ello incluye explicar cómo se ha 

examinado y evaluado el interés superior 

del niño, y la importancia que se le ha atri-

buido en la decisión.

c) La obligación de garantizar que el interés 

del niño se ha evaluado y ha constituido 

una consideración primordial en las deci-

siones y medidas adoptadas por el sector 

privado, incluidos los proveedores de ser-

vicios, o cualquier otra entidad o institu-

ción privadas que tomen decisiones que 

conciernan o afecten a un niño.
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15. Para garantizar el cumplimiento de esas 

obligaciones, los Estados partes deben adop-

tar una serie de medidas de aplicación de con-

formidad con los artículos 4, 42 y 44, párrafo 

6, de la Convención, y velar por que el interés 

superior del niño sea una consideración pri-

mordial en todas sus actuaciones; entre esas 

medidas, cabe citar:

a) Examinar y, en su caso, modificar la legis-

lación nacional y otras fuentes del derecho 

para incorporar el artículo 3, párrafo 1, y 

velar por que el requisito de que se tenga 

en cuenta el interés superior del niño se 

recoja y aplique en todas las leyes y regla-

mentos nacionales, la legislación provin-

cial o territorial, las normas que rigen el 

funcionamiento de las instituciones públi-

cas o privadas que prestan servicios rela-

cionados con los niños o que repercuten 

en ellos, y los procedimientos judiciales y 

administrativos a todos los niveles, como 

un derecho sustantivo y una norma de 

procedimiento;

b) Reafirmar el interés superior del niño en la 

coordinación y aplicación de políticas en 

los planos nacional, regional y local;

c) Establecer mecanismos y procedimientos 

de denuncia, curso o reparación con el fin 

de dar plenos efectos al derecho del niño a 

que su interés superior se integre debida-

mente y se aplique de manera sistemática 

en todas las medidas de ejecución y pro-

cedimientos administrativos y judiciales 

relacionados con él o que le afecten;

d) Reafirmar el interés superior del niño en 

la asignación de los recursos nacionales 

para los programas y las medidas destina-

dos a dar efectos a los derechos del niño, 

así como en las actividades que reciben 

asistencia internacional o ayuda para el 

desarrollo;

e) Al establecer, supervisar y evaluar la reu-

nión de datos, velar por que el interés su-

perior del niño se explicite claramente y, 

cuando sea necesario, apoyar los estudios 

sobre cuestiones relacionadas con los de-

rechos del niño;

f) Proporcionar información y capacitación 

sobre el artículo 3, párrafo 1, y su aplica-

ción efectiva a todos los responsables de 

la toma de decisiones que afectan directa o 

indirectamente al niño, entre ellos los pro-

fesionales y otras personas que trabajan 

para los niños y con ellos;

g) Proporcionar a los niños información ade-

cuada utilizando un lenguaje que puedan 

entender, así como a sus familiares y cuida-

dores, para que comprendan el alcance del 

derecho protegido por el artículo 3, párrafo 

1, crear las condiciones necesarias para 

que los niños expresen su punto de vista 

y velar por que a sus opiniones se les dé la 

importancia debida;

h) Luchar contra todas las actitudes negativas 

y prejuicios que impiden la plena efectivi-

dad del derecho del niño a que su interés 

superior se evalúe y constituya una consi-

deración primordial, mediante programas 

de comunicación en los que colaboren me-

dios de difusión, redes sociales y los pro-

pios niños, a fin de que se reconozca a los 

niños como titulares de derechos.

16. Al dar pleno efecto al interés superior del 

niño, deben tenerse en cuenta los parámetros 

siguientes:

a) El carácter universal, indivisible, interde-

pendiente e interrelacionado de los dere-

chos del niño;

b) El reconocimiento de los niños como titula-

res de derechos;

c) La naturaleza y el alcance globales de la 

Convención;

d) La obligación de los Estados partes de res-

petar, proteger y llevar a efecto todos los 

derechos de la Convención;

e) Los efectos a corto, medio y largo plazo de 

las medidas relacionadas con el desarrollo 

del niño a lo largo del tiempo.

IV. Análisis jurídico y 
relación con los principios 
generales de la Convención

C. Análisis jurídico del artículo 
3, párrafo 1

1. “En todas las medidas concernientes 

a los niños”

a) “En todas las medidas”

17. El objetivo del artículo 3, párrafo 1, es ve-

lar por que el derecho se observe en todas 

las decisiones y medidas relacionadas con el 

niño. Esto significa que, en cualquier medida 

que tenga que ver con uno o varios niños, su 

interés superior deberá ser una consideración 

primordial a que se atenderá. El término “me-

dida” incluye no solo las decisiones, sino tam-

bién todos los actos, conductas, propuestas, 

servicios, procedimientos y demás iniciativas.

18. La pasividad o inactividad y las omisiones 

también están incluidas en el concepto “medi-

das”, por ejemplo, cuando las autoridades de 

bienestar social no toman medidas para prote-

ger a los niños del abandono o los malos tratos.

b) “Concernientes a”

19. La obligación jurídica se aplica a todas 

las decisiones y medidas que afectan direc-

ta o indirectamente a los niños. Por lo tanto, 

la expresión “concernientes a” se refiere, en 

primer lugar, a las medidas y decisiones rela-

cionadas directamente con un niño, un grupo 

de niños o los niños en general y, en segundo 

lugar, a otras medidas que repercutan en un 

niño en particular, un grupo de niños o los 

niños en general, aunque la medida no vaya 

dirigida directamente a ellos. Como se indi-

ca en la Observación General Nº 7 (2005) del 

Comité, ello incluye las medidas que afecten 

directamente a los niños (por ejemplo, en re-

lación con los servicios de atención de la sa-

lud, sistemas de guarda o escuelas), así como 

aquellas que repercutan indirectamente en 

los niños pequeños y otros grupos de pobla-

ción (por ejemplo, en relación con el medio 

ambiente, la vivienda o el transporte) (párr. 13 

b)). Así pues, la expresión “concernientes a” 

debe entenderse en un sentido muy amplio.

20. En efecto, todas las medidas adoptadas 

por un Estado afectan de una manera u otra 

a los niños. Ello no significa que cada medida 

que tome el Estado deba prever un proceso 

completo y oficial para evaluar y determinar el 

interés superior del niño. Sin embargo, cuan-

do una decisión vaya a tener repercusiones 

importantes en uno o varios niños, es preciso 

adoptar un mayor nivel de protección y pro-

cedimientos detallados para tener en cuenta 

su interés superior. Así pues, en relación con 

las medidas que no se refieren directamente a 

uno o varios niños, la expresión “concernien-

tes a” tendría que aclararse en función de las 

circunstancias de cada caso para evaluar los 

efectos de la medida en el niño o los niños.

c) “Los niños”

21. El término “niños” se refiere a todas las 

personas menores de 18 años sujetas a la ju-

risdicción de un Estado parte, sin discrimina-

ción alguna, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 1 y 2 de la Convención.

22. El artículo 3, párrafo 1, se aplica a los niños 

con carácter individual y obliga a los Estados 

partes a que el interés superior del niño se 

evalúe y constituya una consideración primor-

dial en las decisiones particulares.

23. Sin embargo, el término “niños” implica 

que el derecho a que se atienda debidamente 

a su interés superior no solo se aplique a los 

niños con carácter individual, sino también 

general o como grupo. Por consiguiente, los 

Estados tienen la obligación de evaluar y te-

ner en cuenta como consideración primordial 

el interés superior de los niños como grupo 

o en general en todas las medidas que les 
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conciernan. Ello atañe en particular a todas las 

medidas de aplicación. El Comité4 señala que 

el interés superior del niño se concibe como 

un derecho colectivo y como un derecho in-

dividual, y que la aplicación de ese derecho 

a los niños indígenas como grupo exige que 

se examine la relación de ese derecho con los 

derechos culturales colectivos.

24. Eso no quiere decir que, en una decisión 

relativa a un niño en particular, se deba en-

tender que sus intereses son los mismos que 

los de los niños en general. Lo que el artículo 

3, párrafo 1, quiere decir es que el interés su-

perior del niño debe ser evaluado individual-

mente. Los procedimientos para determinar 

el interés superior de los niños concretos y 

como grupo figuran en el capítulo V.

2. “Las instituciones públicas o privadas 

de bienestar social, los tribunales, 

las autoridades administrativas o los 

órganos legislativos”

25. La obligación de los Estados de tener de-

bidamente en cuenta el interés superior del 

niño es un deber general que abarca a todas 

las instituciones públicas y privadas de bien-

estar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas y los órganos legislativos que 

se ocupen de los niños o les afecten. Aunque 

no se menciona explícitamente a los padres 

en el artículo 3, párrafo 1, el interés superior 

del niño será “su preocupación fundamental” 

(art. 18, párr. 1).

a) “Instituciones públicas o privadas de bien-

estar social”

26. Estos términos no deberían interpretarse 

de manera restrictiva ni limitarse a las insti-

tuciones sociales stricto sensu, sino entender-

se como todas las instituciones cuya labor y 

decisiones repercuten en los niños y la efecti-

vidad de sus derechos. Esas instituciones no 

solo abarcan las relacionadas con los dere-

chos económicos, sociales y culturales (como 

la asistencia, la salud, el medio ambiente, la 

educación, las actividades comerciales, el 

ocio y el juego, por ejemplo), sino también las 

que se ocupan de los derechos y libertades 

civiles (por ejemplo, el registro de nacimien-

tos y la protección contra la violencia en todos 

los entornos). Las instituciones privadas de 

bienestar social incluyen a las organizaciones 

del sector privado (con o sin ánimo de lucro) 

que intervienen en la prestación de servicios 

esenciales para que los niños disfruten de sus 

derechos y que actúan como alternativa a los 

servicios públicos, en nombre de ellos, o junto 

con ellos.

b) “Los tribunales”

27. El Comité subraya que el término “tribuna-

les” alude a todos los procedimientos judicia-

les, de cualquier instancia, ya estén integrados 

por jueces profesionales o personas que no lo 

sean, y todas las actuaciones conexas relacio-

nadas con niños, sin restricción alguna. Ello 

incluye los procesos de conciliación, media-

ción y arbitraje.

28. En la vía penal, el principio del interés su-

perior se aplica a los niños en conflicto con 

la ley (es decir, autores presuntos, acusados o 

condenados) o en contacto con ella (como víc-

timas o testigos), así como a los niños afecta-

dos por la situación de unos padres que estén 

en conflicto con la ley. El Comité5 subraya que 

la protección del interés superior del niño sig-

nifica que los tradicionales objetivos de la jus-

ticia penal, a saber, la represión o el castigo, 

deben ser sustituidos por los de rehabilitación 

y justicia restitutiva cuando se trate de niños, 

niñas y adolescentes en conflicto con la ley.

29. En la vía civil, el niño puede defender 

sus intereses directamente o por medio de 

un representante, como en el caso de la pa-

ternidad, los malos tratos o el abandono de 

niños, la reunión de la familia y la acogida. El 

niño puede verse afectado por el juicio, por 

ejemplo, en los procedimientos de adopción 

o divorcio, las decisiones relativas a la custo-

dia, la residencia, las visitas u otras cuestiones 

con repercusiones importantes en la vida y el 

desarrollo del niño, así como en los procesos 

por malos tratos o abandono de niños. Los 

tribunales deben velar por que el interés su-

perior del niño se tenga en cuenta en todas las 

situaciones y decisiones, de procedimiento o 

sustantivas, y han de demostrar que así lo han 

hecho efectivamente.

c) “Las autoridades administrativas”

30. El Comité pone de relieve que el alcance 

de las decisiones tomadas por las autoridades 

administrativas a todos los niveles es muy 

amplio y abarca, entre otras, las decisiones 

relativas a la educación, el cuidado, la salud, 

el medio ambiente, las condiciones de vida, la 

protección, el asilo, la inmigración y el acceso 

a la nacionalidad. Las decisiones particulares 

adoptadas por las autoridades administrati-

vas en esas esferas deben ser evaluadas en 

función del interés superior del niño y han de 

estar guiadas por él, al igual que todas las me-

didas de aplicación.

d) “Los órganos legislativos”

31. El hecho de hacer extensiva la obligación 

de los Estados partes a sus “órganos legis-

lativos” pone claramente de manifiesto que 

el artículo 3, párrafo 1, se refiere a los niños 

en general, no solo a los niños con carácter 

individual. La aprobación de cualquier ley, 

reglamento o convenio (como los tratados 

de comercio bilaterales o multilaterales o los 

tratados de paz que afectan a los niños) de-

bería regirse por el interés superior del niño. 

El derecho del niño a que se evalúe su inte-

rés superior y constituya una consideración 

primordial debe figurar de forma explícita en 

toda la legislación pertinente, no solo en las 

normas que se refieren específicamente a los 

niños. Esta obligación también se aplica a la 

aprobación de los presupuestos, cuya pre-

paración y elaboración exigen adoptar una 

perspectiva que defienda el interés superior 

del niño a fin de respetar sus derechos.

3. “El interés superior del niño”

32. El concepto de interés superior del niño 

es complejo, y su contenido debe determi-

narse caso por caso. El legislador, el juez o 

la autoridad administrativa, social o educa-

tiva podrá aclarar ese concepto y ponerlo 

en práctica de manera concreta mediante 

la interpretación y aplicación del artículo 

3, párrafo 1, teniendo presentes las demás 

disposiciones de la Convención. Por consi-

guiente, el concepto de interés superior del 

niño es flexible y adaptable. Debe ajustarse 

y definirse de forma individual, con arreglo 

a la situación concreta del niño o los niños 

afectados y teniendo en cuenta el contexto, 

la situación y las necesidades personales. En 

lo que respecta a las decisiones particulares, 

se debe evaluar y determinar el interés su-

perior del niño en función de las circunstan-

cias específicas de cada niño en concreto. En 

cuanto a las decisiones colectivas (como las 

que toma el legislador), se debe evaluar y de-

terminar el interés superior del niño en gene-

ral atendiendo a las circunstancias del grupo 

concreto o los niños en general. En ambos 

casos, la evaluación y la determinación de-

ben llevarse a cabo respetando plenamente 

los derechos que figuran en la Convención y 

sus Protocolos facultativos.

33. El interés superior del niño se aplicará a 

todos los asuntos relacionados con el niño o 

los niños y se tendrá en cuenta para resolver 

cualquier posible conflicto entre los derechos 

consagrados en la Convención o en otros tra-

tados de derechos humanos. Debe prestarse 

atención a la búsqueda de posibles soluciones 

que atiendan al interés superior del niño. Ello 

implica que los Estados tienen la obligación 

de aclarar, cuando se adopten medidas de 

aplicación, cuál es el interés superior de todos 

los niños, incluidos los que se encuentren en 

situación de vulnerabilidad.

4. Observación General Nº 11 (2009) sobre los niños indígenas y sus derechos en virtud de la Convención, párr. 30.
5. Observación General Nº 10 (2007) sobre los derechos del niño en la justicia de niños, niñas y adolescentes, párr. 10.
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34. La flexibilidad del concepto de interés 

superior del niño permite su adaptación a 

la situación de cada niño y la evolución de 

los conocimientos en materia de desarrollo 

infantil. Sin embargo, también puede dejar 

margen para la manipulación: el concepto 

de interés superior del niño ha sido utiliza-

do abusivamente por gobiernos y otras au-

toridades estatales para justificar políticas 

racistas, por ejemplo; por los padres para 

defender sus propios intereses en las dispu-

tas por la custodia; y por profesionales a los 

que no se podía pedir que se tomaran la mo-

lestia y desdeñaban la evaluación del interés 

superior del niño por irrelevante o carente  

de importancia.

35. Con respecto a las medidas de aplicación, 

para que el interés superior del niño sea una 

consideración primordial a la que se atien-

da al promulgar disposiciones legislativas y 

formular políticas en todos los niveles de los 

poderes públicos, así como al aplicar esas 

disposiciones legislativas y esas políticas en 

todos los niveles, se requiere un proceso con-

tinuo de valoración de los efectos sobre los 

derechos del niño, a fin de prever las conse-

cuencias de cualquier proyecto de ley o pro-

puesta de política o asignación presupuestaria 

en los niños y el disfrute de sus derechos, y de 

evaluación de los efectos sobre los derechos 

del niño, con miras a juzgar las consecuencias 

reales de la aplicación.6

4. “Una consideración primordial a que 

se atenderá”

36. El interés superior del niño debe ser una 

consideración primordial en la adopción de 

todas las medidas de aplicación. La expresión 

“a que se atenderá” impone una sólida obli-

gación jurídica a los Estados y significa que 

no pueden decidir a su discreción si el interés 

superior del niño es una consideración pri-

mordial que ha de valorarse y a la que debe 

atribuirse la importancia adecuada en cual-

quier medida que se tome.

37. La expresión “consideración primordial” 

significa que el interés superior del niño no 

puede estar al mismo nivel que todas las de-

más consideraciones. La firmeza de esta po-

sición se justifica por la situación especial de 

los niños (dependencia, madurez, condición 

jurídica y, a menudo, carencia de voz). Los 

niños tienen menos posibilidades que los 

adultos de defender con fuerza sus propios 

intereses, y las personas que intervienen en 

las decisiones que les afectan deben tener en 

cuenta explícitamente sus intereses. Si los 

intereses del niño no se ponen de relieve, se 

suelen descuidar.

38. Con respecto a la adopción (art. 21), el 

derecho del interés superior se refuerza aún 

más; no es simplemente “una consideración 

primordial”, sino “la consideración primor-

dial”. En efecto, el interés superior del niño 

debe ser el factor determinante al tomar una 

decisión relacionada con la adopción, pero 

también relacionadas con otras cuestiones.

39. Sin embargo, puesto que el artículo 3, pá-

rrafo 1, abarca una amplia variedad de situa-

ciones, el Comité reconoce la necesidad de 

cierto grado de flexibilidad en su aplicación. 

El interés superior del niño, una vez evaluado 

y determinado, puede entrar en conflicto con 

otros intereses o derechos (por ejemplo, los 

de otros niños, el público o los padres). Los 

posibles conflictos entre el interés superior 

de un niño, desde un punto de vista indivi-

dual, y los de un grupo de niños o los de los 

niños en general tienen que resolverse caso 

por caso, sopesando cuidadosamente los 

intereses de todas las partes y encontrando 

un compromiso adecuado. Lo mismo debe 

hacerse si entran en conflicto con el interés 

superior del niño los derechos de otras per-

sonas. Si no es posible armonizarlos, las au-

toridades y los responsables de la toma de 

decisiones habrán de analizar y sopesar los 

derechos de todos los interesados, tenien-

do en cuenta que el derecho del niño a que 

su interés superior sea una consideración 

primordial significa que los intereses del 

niño tienen máxima prioridad y no son una 

de tantas consideraciones. Por tanto, se debe 

conceder más importancia a lo que sea mejor 

para el niño.

40. La consideración del interés superior del 

niño como algo “primordial” requiere tomar 

conciencia de la importancia que deben tener 

sus intereses en todas las medidas y tener 

la voluntad de dar prioridad a esos intereses 

en todas las circunstancias, pero sobre todo 

cuando las medidas tengan efectos indiscuti-

bles en los niños de que se trate.

D. El interés superior del niño y 
su relación con otros principios 
generales de la Convención

1. El interés superior del niño y el derecho 

a la no discriminación (artículo 2)

41. El derecho a la no discriminación no es 

una obligación pasiva que prohíba todas las 

formas de discriminación en el disfrute de 

los derechos consagrados en la Convención, 

sino que también exige a los Estados que se 

adelanten a tomar medidas apropiadas para 

garantizar a todos los niños la igualdad efec-

tiva de oportunidades en el disfrute de los 

derechos enunciados en la Convención. Ello 

puede requerir la adopción de medidas posi-

tivas encaminadas a corregir una situación de 

desigualdad real.

2. El interés superior del niño y el derecho 

a la vida, la supervivencia y el desarrollo 

(artículo 6)

42. Los Estados deben crear un entorno que 

respete la dignidad humana y asegure el de-

sarrollo holístico de todos los niños. Al eva-

luar y determinar el interés superior del niño, 

el Estado debe garantizar el pleno respeto de 

su derecho intrínseco a la vida, la superviven-

cia y el desarrollo.

3. El interés superior del niño y el derecho a 

ser escuchado (artículo 12)

43. La evaluación del interés superior del niño 

debe abarcar el respeto del derecho del niño 

a expresar libremente su opinión y a que esta 

se tenga debidamente en cuenta en todos los 

asuntos que le afectan. Así se establece con 

claridad en la Observación General Nº 12 del 

Comité, que también pone de relieve los vín-

culos indisolubles entre el artículo 3, párra-

fo 1, y el artículo 12. Ambos artículos tienen 

funciones complementarias: el primero tiene 

como objetivo hacer realidad el interés supe-

rior del niño, y el segundo establece la meto-

dología para escuchar las opiniones del niño 

o los niños y su inclusión en todos los asuntos 

que les afectan, incluida la evaluación de su 

interés superior. El artículo 3, párrafo 1, no se 

puede aplicar correctamente si no se cumplen 

los requisitos del artículo 12.

Del mismo modo, el artículo 3, párrafo 1, re-

fuerza la funcionalidad del artículo 12 al facili-

tar el papel esencial de los niños en todas las 

decisiones que afecten a su vida.7

44. Cuando estén en juego el interés superior 

del niño y su derecho a ser escuchado, debe 

tenerse en cuenta la evolución de las facul-

tades del niño (art. 5). El Comité ya ha deter-

minado que cuantas más cosas sepa, haya 

experimentado y comprenda el niño, más 

deben los padres, tutores u otras personas le-

galmente responsables del niño transformar 

la dirección y orientación en recordatorios y 

consejos y, más adelante, en un intercambio 

en pie de igualdad.8 Del mismo modo, a medi-

da que el niño madura, sus opiniones deberán 

tener cada vez más peso en la evaluación de 

su interés superior. Los bebés y los niños muy 

pequeños tienen los mismos derechos que 

los demás niños a que se atienda a su inte-

rés superior, aunque no puedan expresar sus 

opiniones ni representarse a sí mismos de la 

misma manera que los niños mayores. Para 

evaluar su interés superior, los Estados deben 

6. Observación General Nº 5 (2003) sobre medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño, párr. 45. 7. Observación General Nº 12, párrs. 70 a 74.
8. Ibid., párr. 84.
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garantizar mecanismos adecuados, incluida la 

representación, cuando corresponda, lo mis-

mo ocurre con los niños que no pueden o no 

quieren expresar su opinión.

45. El Comité recuerda que el artículo 12, párra-

fo 2, de la Convención establece el derecho del 

niño a ser escuchado, ya sea directamente o 

por medio de un representante, en todo proce-

dimiento judicial o administrativo que le afecte 

(véase también la sección B del capítulo V).

V. Aplicación: la evaluación 
y determinación del interés 
superior del niño

46. Como ya se ha señalado, el “interés su-

perior del niño” es un derecho, un principio y 

una norma de procedimiento basados en una 

evaluación de todos los elementos del interés 

de uno o varios niños en una situación concre-

ta. Al evaluar y determinar el interés superior 

del niño para tomar una decisión sobre una 

medida concreta, se deberían seguir los pasos 

que figuran a continuación:

a) En primer lugar, determinar cuáles son los 

elementos pertinentes, en el contexto de 

los hechos concretos del caso, para evaluar 

el interés superior del niño, dotarlos de un 

contenido concreto y ponderar su impor-

tancia en relación con los demás;

b) En segundo lugar, para ello, seguir un pro-

cedimiento que vele por las garantías jurí-

dicas y la aplicación adecuada del derecho.

47. La evaluación y la determinación del in-

terés superior del niño son dos pasos que 

deben seguirse cuando haya que tomar una 

decisión. La “evaluación del interés superior” 

consiste en valorar y sopesar todos los ele-

mentos necesarios para tomar una decisión 

en una determinada situación para un niño 

o un grupo de niños en concreto. Incumbe 

al responsable de la toma de decisiones y su 

personal (a ser posible, un equipo multidisci-

plinario) y requiere la participación del niño. 

Por “determinación del interés superior” se 

entiende el proceso estructurado y con ga-

rantías estrictas concebido para determinar el 

interés superior del niño tomando como base 

la evaluación del interés superior.

E. Evaluación y determinación 
del interés superior

48. La evaluación del interés superior del niño 

es una actividad singular que debe realizarse 

en cada caso, teniendo en cuenta las circuns-

tancias concretas de cada niño o grupo de 

niños o los niños en general. Esas circunstan-

cias se refieren a las características específi-

cas del niño o los niños de que se trate, como 

la edad, el sexo, el grado de madurez, la ex-

periencia, la pertenencia a un grupo minori-

tario, la existencia de una discapacidad física, 

sensorial o intelectual y el contexto social y 

cultural del niño o los niños, por ejemplo, la 

presencia o ausencia de los padres, el hecho 

de que el niño viva o no con ellos, la calidad 

de la relación entre el niño y su familia o sus 

cuidadores, el entorno en relación con la se-

guridad y la existencia de medios alternativos 

de calidad a disposición de la familia, la fami-

lia ampliada o los cuidadores.

49. La determinación del interés superior del 

niño debe comenzar con una evaluación de 

las circunstancias específicas que hacen que 

el niño sea único. Ello conlleva la utilización 

de algunos elementos y no de otros, e in-

fluye también en la manera en que se pon-

derarán entre sí. Para los niños en general, 

la evaluación del interés superior abarca los 

mismos elementos.

50. El Comité considera provechoso elaborar 

una lista de elementos no exhaustiva ni je-

rárquica que podrían formar parte de la eva-

luación del interés superior del niño que lleve 

a cabo cualquier responsable de la toma de 

decisiones que tenga ante sí ese cometido. El 

carácter no exhaustivo de los elementos de 

la lista significa que es posible no limitarse a 

ellos y tomar en consideración otros factores 

pertinentes en las circunstancias específicas 

de cada niño o grupo de niños concreto. Todos 

los elementos de la lista deben ser tenidos en 

cuenta y ponderados con arreglo a cada situa-

ción. La lista debe ofrecer orientaciones con-

cretas y al mismo tiempo, ser flexible.

51. La elaboración de esa lista de elementos 

proporcionaría orientación a los Estados o los 

responsables de la toma de decisiones cuan-

do tuviesen que regular esferas específicas 

que afectan a los niños, como la legislación 

en materia de familia, adopción y justicia ju-

venil, y, en caso necesario, se podrían añadir 

otros elementos que se considerasen apro-

piados de acuerdo con su propia tradición ju-

rídica. El Comité desea señalar que, al añadir 

elementos a la lista, el fin último del interés 

superior del niño debería ser garantizar su 

disfrute pleno y efectivo de los derechos re-

conocidos en la Convención y su desarrollo 

holístico. Por consiguiente, los elementos 

contrarios a los derechos consagrados en la 

Convención o que tendrían un efecto opues-

to a esos derechos no pueden considerarse 

válidos al evaluar lo que es mejor para uno o 

varios niños.

1. Elementos que deben tenerse en 

cuenta al evaluar el interés superior 

del niño

52. Sobre la base de esas consideraciones 

preliminares, el Comité estima que los ele-

mentos que deben tenerse en cuenta al eva-

luar y determinar el interés superior del niño, 

en la medida en que sean pertinentes para la 

situación de que se trate, son los siguientes.

a) La opinión del niño

53. El artículo 12 de la Convención establece 

el derecho del niño a expresar su opinión en 

todas las decisiones que le afectan. Si la deci-

sión no tiene en cuenta el punto de vista del 

niño o no concede a su opinión la importancia 

que merece de acuerdo con su edad y madu-

rez, no respeta la posibilidad de que el niño o 

los niños participen en la determinación de su 

interés superior.

54. El hecho de que el niño sea muy peque-

ño o se encuentre en una situación vulnera-

ble (por ejemplo, los niños con discapacidad, 

los pertenecientes a grupos minoritarios y los 

migrantes) no le priva del derecho a expresar 

su opinión, ni reduce la importancia que debe 

concederse a sus opiniones al determinar el 

interés superior. La adopción de medidas 

concretas para garantizar el ejercicio en pie 

de igualdad de los derechos de los niños en 

ese tipo de situaciones debe someterse a una 

evaluación individual que dé una función a 

los propios niños en el proceso de toma de 

decisiones y permitan introducir ajustes razo-

nables9 y prestar de apoyo, en caso necesario, 

para garantizar su plena participación en la 

evaluación de su interés superior.

b) La identidad del niño

55. Los niños no son un grupo homogéneo, 

por lo que debe tenerse en cuenta la diversi-

dad al evaluar su interés superior. La identi-

dad del niño abarca características como el 

sexo, la orientación sexual, el origen nacional, 

la religión y las creencias, la identidad cultural 

y la personalidad. Aunque los niños y los jó-

venes comparten las necesidades universales 

básicas, la expresión de esas necesidades de-

pende de una amplia gama de aspectos per-

sonales, físicos, sociales y culturales, incluida 

la evolución de sus facultades. El derecho del 

niño a preservar su identidad está garantizado 

por la Convención (art. 8) y debe ser respe-

tado y tenido en cuenta al evaluar el interés 

superior del niño.

56. En cuanto a la identidad religiosa y cultu-

ral, por ejemplo, al considerar la colocación 

en hogares de guarda o de acogida, se pres-

tará particular atención a la conveniencia de 

que haya continuidad en la educación del niño 

9. Véase la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, art. 2: “Por ‘ajustes razonables’ se entenderán las 
modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular, para garantizar [...] el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás personas, de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales”.
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y a su origen étnico, religioso, cultural y lin-

güístico (art. 20, párr. 3), y el responsable de la 

toma de decisiones debe tener en cuenta ese 

contexto específico al evaluar y determinar el 

interés superior del niño. Lo mismo se aplica 

en los casos de adopción, separación con res-

pecto a sus padres o divorcio de los padres. La 

debida consideración del interés superior del 

niño entraña que los niños tengan acceso a la 

cultura (y el idioma, si es posible) de su país y 

su familia de origen, y la oportunidad de acce-

der a información sobre su familia biológica, 

de conformidad con la normativa jurídica y 

profesional del país de que se trate (véase el 

artículo 9, párrafo 4).

57. Aunque debe tenerse en cuenta la preser-

vación de los valores y las tradiciones religio-

sos y culturales como parte de la identidad del 

niño, las prácticas que sean incompatibles o 

estén reñidas con los derechos establecidos 

en la Convención no responden al interés su-

perior del niño. La identidad cultural no puede 

excusar ni justificar que los responsables de 

la toma de decisiones y las autoridades per-

petúen tradiciones y valores culturales que 

niegan al niño o los niños los derechos que 

les garantiza la Convención.

c) La preservación del entorno familiar y man-

tenimiento de las relaciones

58. El Comité recuerda que es indispensable 

llevar a cabo una evaluación y determinación 

del interés superior del niño en el contexto de 

una posible separación del niño y sus padres 

(arts. 9, 18 y 20). También subraya que los 

elementos antes mencionados son derechos 

concretos y no solo elementos para determi-

nar el interés superior del niño.

59. La familia es la unidad fundamental de 

la sociedad y el medio natural para el cre-

cimiento y el bienestar de sus miembros, 

en particular de los niños (preámbulo de la 

Convención). El derecho del niño a la vida fa-

miliar está protegido por la Convención (art. 

16). El término “familia” debe interpretarse 

en un sentido amplio que incluya a los pa-

dres biológicos, adoptivos o de acogida o, 

en su caso, a los miembros de la familia am-

pliada o la comunidad, según establezca la 

costumbre local (art. 5).

60. Prevenir la separación familiar y preservar 

la unidad familiar son elementos importantes 

del régimen de protección del niño, y se basan 

en el derecho recogido en el artículo 9, párra-

fo 1, que exige “que el niño no sea separado 

de sus padres contra la voluntad de estos, ex-

cepto cuando [...] tal separación es necesaria 

en el interés superior del niño”. Asimismo, el 

niño que esté separado de uno o de ambos 

padres tiene derecho “a mantener relaciones 

personales y contacto directo con ambos pa-

dres de modo regular, salvo si ello es contra-

rio al interés superior del niño” (art. 9, párr. 

3). Ello también se aplica a cualquier persona 

que tenga el derecho de custodia, los tutores 

legales o habituales, los padres adoptivos y 

las personas con las que el niño tenga una re-

lación personal estrecha.

61. Dada la gravedad de los efectos en el niño 

de que lo separen de sus padres, dicha medida 

solo debería aplicarse como último recurso, 

por ejemplo, cuando el niño esté en peligro 

de sufrir un daño inminente o cuando sea ne-

cesario por otro motivo; la separación no de-

bería llevarse a cabo si se puede proteger al 

niño de un modo que se inmiscuya menos en 

la familia. Antes de recurrir a la separación, el 

Estado debe proporcionar apoyo a los padres 

para que cumplan con sus responsabilidades 

parentales y restablecer o aumentar la capaci-

dad de la familia para cuidar del niño, a menos 

que la separación sea necesaria para proteger 

al niño. Los motivos económicos no pueden 

ser una justificación para separar al niño de 

sus padres.

62. El propósito de las Directrices sobre las 

modalidades alternativas de cuidado de los 

niños10 es velar por que los niños no estén en 

acogimiento alternativo de manera innece-

saria y por que, cuando en efecto sea nece-

sario, el acogimiento alternativo se haga en 

condiciones adecuadas que respondan a los 

derechos y el interés superior del niño. En par-

ticular, “[l]a pobreza económica y material, o 

las condiciones imputables directa y exclusi-

vamente a esa pobreza, no deberían constituir 

nunca la única justificación para separar un 

niño del cuidado de sus padres [...] sino que 

deberían considerarse como un indicio de la 

necesidad de proporcionar a la familia el apo-

yo apropiado” (párr. 15).

63. Del mismo modo, los niños no se separa-

rán de sus padres en razón de una discapaci-

dad del niño o de sus padres.11 La separación 

ha de barajarse solo en los casos en que la 

asistencia que la familia requiere para preser-

var la unidad familiar no es suficientemente 

eficaz para evitar el riesgo de descuido o 

abandono del niño o un riesgo para la segu-

ridad del niño.

64. En caso de separación, el Estado debe ga-

rantizar que la situación del niño y su familia 

haya sido evaluada, cuando sea posible, por 

un equipo multidisciplinario de profesionales 

perfectamente capacitados, con la colabora-

ción judicial apropiada, de conformidad con 

el artículo 9 de la Convención, a fin de ase-

gurarse de que es la única opción que puede 

satisfacer el interés superior del niño.

65. Cuando la separación sea necesaria, los 

responsables de la toma de decisiones vela-

rán por que el niño mantenga los lazos y la 

relación con sus padres y su familia (herma-

nos, familiares y personas con las que el niño 

haya tenido una relación personal estrecha), a 

menos que ello contravenga el interés supe-

rior del niño. Cuando se separa a un niño de 

su familia, en las decisiones que se adopten 

acerca de la periodicidad y la duración de las 

visitas y otras formas de contacto deben te-

nerse en cuenta la calidad de las relaciones y 

la necesidad de conservarlas.

66. Cuando la relación del niño con sus padres 

se vea interrumpida por la migración (de los 

padres sin el niño o del niño sin los padres), 

la preservación de la unidad familiar debería 

tenerse en cuenta al determinar el interés su-

perior del niño en las decisiones relativas a la 

reunión de la familia.

67. El Comité considera que las responsabi-

lidades parentales compartidas suelen ir en 

beneficio del interés superior del niño. Sin 

embargo, en las decisiones relativas a la res-

ponsabilidad parental, el único criterio debe 

ser el interés superior del niño en particular. 

Es contrario al interés superior que la ley con-

ceda automáticamente la responsabilidad pa-

rental a uno de los progenitores o a ambos. 

Al evaluar el interés superior del niño, el juez 

debe tener en cuenta el derecho del niño a 

conservar la relación con ambos progenito-

res, junto con los demás elementos pertinen-

tes para el caso.

68. El Comité alienta la ratificación y aplica-

ción de los convenios de la Conferencia de 

La Haya de Derecho Internacional Privado,12 

que facilitan la aplicación del interés supe-

rior del niño y prevén garantías para su apli-

cación en el caso de que los padres vivan en 

países diferentes.

69. Cuando los padres u otros tutores hayan 

cometido un delito, se deben ofrecer y aplicar 

caso por caso alternativas a la privación de 

libertad, teniendo plenamente en cuenta los 

posibles efectos que puedan tener las distin-

tas condenas en el interés superior del niño o 

los niños afectados.13

70. La conservación del entorno familiar eng-

loba la preservación de las relaciones del niño 

en un sentido amplio. Esas relaciones abarcan 

a la familia ampliada, como los abuelos, los 

tíos y tías, los amigos, la escuela y el entorno 

en general, y son particularmente importantes 

cuando los padres están separados y viven en 

lugares diferentes.

10. Resolución 64/142 de la Asamblea General, anexo. 11. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, art. 23, párr. 4.
12. Entre esos instrumentos, cabe citar el Convenio Nº 28 sobre los aspectos civiles de la sustracción
internacional de niños, niñas y adolescentes, de 1980; el Convenio Nº 33 relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en 
materia de Adopción Internacional, de 1993; el Convenio Nº 23 sobre el Reconocimiento y Ejecución de Decisiones en Materia de 
Obligaciones Alimenticias, de 1973; y el Convenio Nº 24 sobre Ley aplicable a las obligaciones alimenticias respecto a niños, niñas 
y adolescentes, de 1973.
13. Véanse las recomendaciones del día de debate general sobre los hijos de padres encarcelados (2011).
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d) Cuidado, protección y seguridad del niño

71. Al evaluar y determinar el interés superior 

de un niño o de los niños en general, debe te-

nerse en cuenta la obligación del Estado de 

asegurar al niño la protección y el cuidado que 

sean necesarios para su bienestar (art. 3, párr. 

2). Los términos “protección” y “cuidado” 

también deben interpretarse en un sentido 

amplio, ya que su objetivo no se expresa con 

una fórmula limitada o negativa (por ejemplo, 

“para proteger al niño de daños”), sino en 

relación con el ideal amplio de garantizar el 

“bienestar” y el desarrollo del niño. El bienes-

tar del niño, en un sentido amplio, abarca sus 

necesidades materiales, físicas, educativas y 

emocionales básicas, así como su necesidad 

de afecto y seguridad.

72. El cuidado emocional es una necesidad 

básica de los niños; si los padres o tutores 

no satisfacen las necesidades emocionales 

del niño, se deben tomar medidas para que 

el niño cree lazos afectivos seguros. Los ni-

ños necesitan establecer un vínculo con los 

cuidadores a una edad muy temprana, y ese 

vínculo, si es adecuado, debe mantenerse a 

lo largo de los años para ofrecer al niño un 

entorno estable.

73. La evaluación del interés superior del niño 

también debe tener en cuenta su seguridad, 

es decir, el derecho del niño a la protección 

contra toda forma de perjuicio o abuso físico 

o mental (art. 19), el acoso sexual, la presión 

ejercida por compañeros, la intimidación y los 

tratos degradantes,14 así como contra la ex-

plotación sexual y económica y otras formas 

de explotación, los estupefacientes, la explo-

tación laboral, los conflictos armados, etc. 

(arts. 32 a 39).

74. Aplicar el enfoque del interés superior del 

niño en el proceso de toma de decisiones en-

traña evaluar la seguridad y la integridad del 

niño en ese preciso momento; sin embargo, el 

principio de precaución exige valorar también 

la posibilidad de riesgos y daños futuros y 

otras consecuencias de la decisión en la segu-

ridad del niño.

e) Situación de vulnerabilidad

75. Un elemento importante que debe tenerse 

en cuenta son las situaciones de vulnerabili-

dad del niño, como tener alguna discapaci-

dad, pertenecer a un grupo minoritario, ser 

refugiado o solicitante de asilo, ser víctima de 

malos tratos, vivir en la calle, etc. El objetivo 

de la determinación del interés superior de un 

niño o de los niños en situación de vulnera-

bilidad no debe referirse solo al pleno disfru-

te de todos los derechos consagrados en la 

Convención, sino también en otras normas de 

derechos humanos relacionadas con esas si-

tuaciones específicas, como los contemplados 

en la Convención sobre los derechos de las 

personas con discapacidad y la Convención 

sobre el Estatuto de los Refugiados, entre 

otros instrumentos.

76. El interés superior de un niño en una si-

tuación concreta de vulnerabilidad no será el 

mismo que el de todos los niños en la misma 

situación de vulnerabilidad. Las autoridades 

y los responsables de la toma de decisiones 

deben tener en cuenta los diferentes tipos 

y grados de vulnerabilidad de cada niño, ya 

que cada niño es único y cada situación debe 

evaluarse de acuerdo con su condición única. 

Debe realizarse una evaluación individualiza-

da del historial de cada niño desde su naci-

miento, con revisiones periódicas a cargo de 

un equipo multidisciplinario y los ajustes ra-

zonables que se recomienden durante todo el 

proceso de desarrollo del niño.

f) El derecho del niño a la salud

77. El derecho del niño a la salud (art. 24) y su 

estado de salud son fundamentales para eva-

luar el interés superior del niño. Sin embargo, 

si hay más de una posibilidad para tratar una 

enfermedad o si el resultado de un tratamiento 

es incierto, se deben sopesar las ventajas de 

todos los tratamientos posibles frente a todos 

los posibles riesgos y efectos secundarios, y 

también debe tenerse en cuenta debidamente 

la opinión del niño en función de su edad y 

madurez. En este sentido, se debe proporcio-

nar al niño información adecuada y apropiada 

para que entienda la situación y todos los as-

pectos pertinentes en relación con sus intere-

ses, y permitirle, cuando sea posible, dar su 

consentimiento fundamentado.15

78. Por ejemplo, en relación con la salud de 

los adolescentes, el Comité16 ha señalado que 

los Estados partes tienen la obligación de ase-

gurar que todos los adolescentes, tanto den-

tro como fuera de la escuela, tengan acceso a 

información adecuada que sea esencial para 

su salud y desarrollo a fin de que puedan ele-

gir comportamientos de salud adecuados.

Ello debe abarcar información sobre el uso y 

abuso del tabaco, el alcohol y otras sustan-

cias, las dietas, la salud sexual y reproducti-

va, los peligros de un embarazo precoz y la 

prevención del VIH/SIDA y las enfermedades 

de transmisión sexual. Los adolescentes con 

trastornos psicosociales tienen derecho a ser 

tratados y atendidos en la comunidad en la 

que viven, en la medida posible. Cuando se 

requiera hospitalización o internamiento en 

un centro, deberá evaluarse el interés supe-

rior del niño antes de tomar una decisión y su 

opinión habrá de respetarse; las mismas con-

sideraciones son válidas para los niños más 

pequeños. La salud del niño y las posibilida-

des de tratamiento también pueden formar 

parte de una evaluación y determinación de 

su interés superior con respecto a otros tipos 

de decisiones importantes (por ejemplo, la 

concesión de un permiso de residencia por 

razones humanitarias).

g) El derecho del niño a la educación

79. El acceso a una educación gratuita de 

calidad, incluida la educación en la primera 

infancia, la educación no académica o extraa-

cadémica y las actividades conexas, redunda 

en el interés superior del niño. Todas las deci-

siones sobre las medidas e iniciativas relacio-

nadas con un niño en particular o un grupo de 

niños deben respetar su interés superior con 

respecto a la educación. A fin de promover 

la educación o una educación de mejor cali-

dad, para más niños, los Estados partes de-

ben tener docentes y otros profesionales de 

diferentes entornos relacionados con la edu-

cación que estén perfectamente capacitados, 

así como un entorno propicio para los niños y 

métodos de enseñanza y de aprendizaje apro-

piados, teniendo en cuenta que la educación 

no es solo una inversión de cara al futuro, sino 

también una oportunidad de esparcimiento, 

promoción del respeto y la participación y el 

cumplimiento de las ambiciones. Satisfacer 

esa necesidad y fomentar las responsabilida-

des del niño para superar las limitaciones que 

pueda acarrearle cualquier situación de vulne-

rabilidad, responderá su interés superior.

2. Búsqueda de un equilibrio entre 

los elementos de la evaluación del 

interés superior

80. Cabe destacar que la evaluación básica del 

interés superior es una valoración general de 

todos los elementos que guarden relación con 

del interés superior del niño, en la que la im-

portancia de cada elemento se pondera en fun-

ción de los otros. No todos los elementos serán 

pertinentes en todos los casos, y los diversos 

elementos pueden utilizarse de diferentes ma-

neras en los distintos casos. El contenido de 

cada elemento variará necesariamente de un 

niño a otro y de un caso a otro, dependiendo 

del tipo de decisión y las circunstancias con-

cretas, al igual que la importancia de cada ele-

mento en la evaluación general.

81. Los elementos de la evaluación del interés 

superior pueden entrar en conflicto cuando 

se estudia un caso concreto y sus circunstan-

cias. Por ejemplo, la preservación del entorno 

14. Observación General Nº 13 (2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia. 15. Observación General Nº 15 (2013) sobre el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud (art. 24), párr. 31.
16. Observación General Nº 4 (2003) sobre la salud y el desarrollo de los adolescentes en el contexto de la Convención sobre los 
Derechos del Niño.
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familiar puede chocar con la necesidad de 

proteger al niño contra el riesgo de violencia o 

malos tratos por parte de los padres. En esas 

situaciones, se tendrán que ponderar los ele-

mentos entre sí para determinar la solución 

que atienda mejor al interés superior del niño 

o los niños.

82. Al ponderar los diferentes elementos, hay 

que tener en cuenta que el propósito de la 

evaluación y la determinación del interés su-

perior del niño es garantizar el disfrute pleno 

y efectivo de los derechos reconocidos en la 

Convención y sus Protocolos facultativos, y el 

desarrollo holístico del niño.

83. Puede haber situaciones en las que facto-

res de “protección” que afectan al niño (que 

pueden implicar, por ejemplo, limitaciones o 

restricciones de derechos) hayan de valorarse 

en relación con medidas de “empoderamien-

to” (que implican el ejercicio pleno de los de-

rechos sin restricciones). En esas situaciones, 

la edad y madurez del niño deben guiar la 

ponderación de los elementos. Debe tenerse 

en cuenta el desarrollo físico, emocional, cog-

nitivo y social del niño para evaluar su nivel 

de madurez.

84. Al evaluar el interés superior del niño, 

hay que tener presente que sus capacidades 

evolucionan. Por lo tanto, los responsables 

de la toma de decisiones deben contemplar 

medidas que puedan revisarse o ajustarse en 

consecuencia, en lugar de adoptar decisio-

nes definitivas e irreversibles. Para ello, no 

solo deben evaluar las necesidades físicas, 

emocionales, educativas y de otra índole en 

el momento concreto de la decisión, sino que 

también deben tener en cuenta las posibles 

hipótesis de desarrollo del niño, y analizarlas 

a corto y largo plazo. En este contexto, las de-

cisiones deberían evaluar la continuidad y la 

estabilidad de la situación presente y futura 

del niño.

F. Garantías procesales para 
velar por la observancia del 
interés superior del niño

85. Para garantizar la observancia efectiva del 

derecho del niño a que su interés superior 

sea una consideración primordial a que se 

atienda, se deben establecer y aplicar algunas 

salvaguardias procesales que estén adapta-

das a sus necesidades. El concepto de interés 

superior del niño es en sí mismo una norma 

de procedimiento (véase más arriba el párrafo 

6 b)).

86. Mientras que las autoridades públicas y 

las organizaciones que toman decisiones que 

afectan a los niños deben llevar a cabo su co-

metido respetando la obligación de evaluar y 

determinar el interés superior del niño, no se 

espera que las personas que adoptan a dia-

rio decisiones concernientes a los niños (por 

ejemplo, los padres, los tutores y los maes-

tros) sigan estrictamente este procedimiento 

de dos fases, aunque las decisiones que se 

toman en la vida cotidiana también deben 

respetar y reflejar el interés superior del niño.

87. Los Estados deben establecer procesos 

oficiales, con garantías procesales estrictas, 

concebidos para evaluar y determinar el inte-

rés superior del niño en las decisiones que le 

afectan, incluidos mecanismos de evaluación 

de los resultados. Los Estados deben estable-

cer procesos transparentes y objetivos para 

todas las decisiones de los legisladores, los 

jueces o las autoridades administrativas, en 

especial en las esferas que afectan directa-

mente al niño o los niños.

88. El Comité invita a los Estados y a todas las 

personas que se hallen en situación de eva-

luar y determinar el interés superior del niño a 

que presten atención especial a las salvaguar-

dias y garantías siguientes.

a) El derecho del niño a expresar su propia 

opinión

89. Un elemento fundamental del proceso es 

la comunicación con los niños para lograr que 

participen de manera provechosa en él y de-

terminar su interés superior. En el marco de 

esa comunicación, entre otras cosas, se de-

bería informar a los niños sobre el proceso y 

los posibles servicios y soluciones duraderas, 

reunir información proporcionada por los ni-

ños y pedirles opinión.

90. Cuando el niño desea expresar su pa-

recer y este derecho se ejerce mediante un 

representante, la obligación de este último 

es comunicar con precisión las opiniones 

del niño. Cuando la opinión del niño entra 

en conflicto con la de su representante, se 

debe establecer un procedimiento para que 

el niño pueda acudir a una autoridad a fin 

de determinar otra fórmula de representa-

ción (por ejemplo, un curador ad litem), si 

es necesario.

91. El procedimiento para la evaluación y la 

determinación del interés superior de los ni-

ños como grupo es, en cierta medida, dife-

rente a la de un niño en particular. Cuando 

estén en juego los intereses de un gran nú-

mero de niños, las instituciones públicas 

deben encontrar maneras de conocer la opi-

nión de una muestra representativa de niños 

y tener debidamente en cuenta su punto de 

vista al planificar medidas o adoptar deci-

siones legislativas que afecten directa o in-

directamente al grupo de que se trate, con el 

fin de garantizar que se abarquen todas las 

categorías de niños. Hay muchos ejemplos 

de cómo hacerlo; entre otras, las audiencias 

para niños, los parlamentos de los niños, las 

organizaciones dirigidas por niños, las aso-

ciaciones de la infancia u otros órganos re-

presentativos, los debates en la escuela y los 

sitios web de redes sociales.

b) La determinación de los hechos

92. Los hechos y la información pertinentes 

para un determinado caso deben obtenerse 

mediante profesionales perfectamente ca-

pacitados que reúnan todos los elementos 

necesarios para la evaluación del interés su-

perior del niño. Entre otras cosas, se pueden 

mantener entrevistas con personas cercanas 

al niño, con personas que estén en contacto 

con el niño a diario y con testigos de determi-

nados incidentes. La información y los datos 

reunidos deben verificarse y analizarse antes 

de utilizarlos en la evaluación del interés su-

perior del niño o los niños.

c) La percepción del tiempo

93. Los niños y los adultos no tienen la misma 

percepción del paso del tiempo. Los procesos 

de toma de decisiones que se demoran o to-

man mucho tiempo tienen efectos particular-

mente adversos en la evolución de los niños. 

Por tanto, conviene dar prioridad a los proce-

dimientos o procesos que están relacionados 

con los niños o les afectan y ultimarlos en el 

menor tiempo posible. El momento en que se 

tome la decisión debe corresponder, en la me-

dida de lo posible, con la percepción del niño 

de cómo puede beneficiarle, y las decisiones 

tomadas deben examinarse a intervalos razo-

nables, a medida que el niño se desarrolla y 

evoluciona su capacidad para expresar su opi-

nión. Todas las decisiones sobre el cuidado, el 

tratamiento, el internamiento y otras medidas 

relacionadas con el niño deben examinarse 

periódicamente en función de su percepción 

del tiempo, la evolución de sus facultades y su 

desarrollo (art. 25).

d) Los profesionales cualificados

94. Los niños constituyen un grupo hetero-

géneo, y cada cual tiene sus propias carac-

terísticas y necesidades que solo pueden ser 

evaluadas adecuadamente por profesionales 

especializados en cuestiones relacionadas con 



277276

O
b

s
e

r
v

a
c
ió

n
 G

e
n

e
r
a

l 
N

o
. 

1
4

el desarrollo del niño y el adolescente. Por ese 

motivo, el proceso de evaluación oficial debe 

llevarse a cabo en un ambiente agradable y 

seguro por profesionales capacitados, entre 

otras cosas, en psicología infantil, desarrollo 

del niño y otras esferas pertinentes del desa-

rrollo humano y social, que hayan trabajado 

con niños y que examinen la información re-

cibida de manera objetiva. En la medida de lo 

posible, en la evaluación del interés superior 

del niño debería participar un equipo multidis-

ciplinario de profesionales.

95. La evaluación de las consecuencias de las 

distintas soluciones debe basarse en los co-

nocimientos generales (es decir, en las esfe-

ras del derecho, la sociología, la educación, 

el trabajo social, la psicología, la salud, etc.) 

de las posibles consecuencias de cada posible 

solución para el niño, dadas sus característi-

cas individuales y las experiencias anteriores.

e) La representación letrada

96. El niño necesitará representación letrada 

adecuada cuando los tribunales y órganos 

equivalentes hayan de evaluar y determinar 

oficialmente su interés superior. En particular, 

cuando se someta a un niño a un procedi-

miento judicial o administrativo que conlleve 

la determinación de su interés superior, el 

niño debe disponer de representación letrada, 

además de un curador o representante de su 

opinión, cuando pueda haber un conflicto en-

tre las partes en la decisión.

f) La argumentación jurídica

97. A fin de demostrar que se ha respetado el 

derecho del niño a que su interés superior se 

evalúe y constituya una consideración primor-

dial, cualquier decisión sobre el niño o los niños 

debe estar motivada, justificada y explicada. 

En la motivación se debe señalar explícitamen-

te todas las circunstancias de hecho referentes 

al niño, los elementos que se han considerado 

pertinentes para la evaluación de su interés 

superior, el contenido de los elementos en ese 

caso en concreto y la manera en que se han 

ponderado para determinar el interés superior 

del niño. Si la decisión difiere de la opinión del 

niño, se deberá exponer con claridad la razón 

por la que se ha tomado. Si, excepcionalmen-

te, la solución elegida no atiende al interés su-

perior del niño, se deben indicar los motivos 

a los que obedece para demostrar que el in-

terés superior del niño fue una consideración 

primordial, a pesar del resultado. No basta con 

afirmar en términos generales, que hubo otras 

consideraciones que prevalecieron frente al 

interés superior del niño; se deben detallar de 

forma explícita todas las consideraciones rela-

cionadas con el caso en cuestión y se deben 

explicar los motivos por los que tuvieron más 

peso en ese caso en particular. En la funda-

mentación también se debe explicar, de forma 

verosímil, el motivo por el que el interés supe-

rior del niño no era suficientemente importante 

como para imponerse a otras consideraciones. 

Es preciso tener en cuenta las circunstancias 

en que el interés superior del niño debe ser la 

consideración primordial (véase más arriba el 

párrafo 38).

g) Los mecanismos para examinar o revisar las 

decisiones

98. Los Estados deben establecer mecanismos 

en el marco de sus ordenamientos jurídicos 

para recurrir o revisar las decisiones concer-

nientes a los niños cuando alguna parezca no 

ajustarse al procedimiento oportuno de eva-

luación y determinación del interés superior 

del niño o los niños. Debería existir siempre la 

posibilidad de solicitar una revisión o recurrir 

una decisión en el plano nacional. Los meca-

nismos deben darse a conocer al niño, que ha 

de tener acceso directo a ellos o por medio 

de su representante jurídico, si se considera 

que se han incumplido las garantías proce-

sales, los hechos no son exactos, no se ha 

llevado a cabo adecuadamente la evaluación 

del interés superior del niño o se ha concedi-

do demasiada importancia a consideraciones 

contrapuestas. El órgano revisor ha de exami-

nar todos esos aspectos.

h) La evaluación del impacto en los derechos 

del niño

99. Como se ha señalado más arriba, la 

adopción de todas las medidas de aplicación 

también debe seguir un procedimiento que 

garantice que el interés superior del niño sea 

una consideración primordial. La evaluación 

del impacto en los derechos del niño puede 

prever las repercusiones de cualquier pro-

yecto de política, legislación, reglamentación, 

presupuesto u otra decisión administrativa 

que afecte a los niños y al disfrute de sus dere-

chos, y debería complementar el seguimiento 

y la evaluación permanentes del impacto de 

las medidas en los derechos del niño.17 La eva-

luación del impacto debe incorporarse a todos 

los niveles y lo antes posible en los procesos 

gubernamentales de formulación de políticas 

y otras medidas generales para garantizar la 

buena gobernanza en los derechos del niño. 

Se pueden aplicar diferentes metodologías 

y prácticas al llevar a cabo la evaluación del 

impacto. Como mínimo, se deben utilizar 

la Convención y sus Protocolos facultativos 

como marco, en particular para garantizar que 

las evaluaciones se basen en los principios 

generales y tengan especialmente en cuenta 

los efectos diferenciados que tendrán en los 

niños la medida o medidas que se examinen. 

La propia evaluación del impacto podría ba-

sarse en las aportaciones de los niños, la so-

ciedad civil y los expertos en la materia, así 

como de los organismos públicos correspon-

dientes, las investigaciones académicas y las 

experiencias documentadas en el propio país 

o en otros. El análisis debería culminar en la 

formulación de recomendaciones de modifi-

caciones, alternativas y mejoras y ponerse a 

disposición del público.18

VI. Difusión

100. El Comité recomienda a los Estados 

que difundan ampliamente la presente 

Observación General entre los parlamentos, 

las administraciones públicas y el poder judi-

cial, en los planos nacional y local. También 

debe darse a conocer a los niños, incluidos 

aquellos que se encuentran en situaciones 

de exclusión, todos los profesionales que 

trabajan para los niños y con ellos (como 

jueces, abogados, docentes, tutores o cura-

dores, trabajadores sociales, personal de las 

instituciones de bienestar públicas o priva-

das, y personal sanitario) y la sociedad civil 

en general. Para ello, la Observación General 

debe traducirse a los idiomas pertinentes, se 

deben preparar versiones adaptadas a los 

niños o apropiadas para ellos y se han de 

celebrar conferencias, seminarios, talleres y 

otros eventos para intercambiar las mejores 

prácticas en cuanto a su aplicación. También 

se debe incorporar en la capacitación ofi-

cial previa al empleo y en el empleo de to-

dos los profesionales y el personal técnico 

concernidos.

101. En los informes periódicos que presentan 

al Comité, los Estados deben incluir informa-

ción sobre los problemas a los que se enfren-

tan y las medidas que han adoptado para dar 

efectos al el interés superior del niño y respe-

tarlo en todas las decisiones judiciales y admi-

nistrativas y otras medidas relacionadas con 

el niño como individuo, así como en todas las 

etapas del proceso de adopción de medidas 

de aplicación relativas a los niños en general 

o como grupo específico.

17. Observación General Nº 16 (2013) sobre las obligaciones del Estado en relación con el impacto del sector empresarial en los 
derechos del niño, párrs. 78 a 81.
18. Los Estados pueden obtener orientaciones en el Informe del Relator Especial sobre el derecho a la alimentación acerca de los 
Principios rectores relativos a las evaluaciones de los efectos de los acuerdos de comercio e inversión en los derechos humanos (A/
HRC/19/59/Add.5).



291290

O
b

s
e

r
v

a
c
ió

n
 G

e
n

e
r
a

l 
N

o
. 

1
5

familia; y c) servicios de salud favorables al 

adolescente en el marco de los cuales los pro-

fesionales de la salud y las instalaciones aco-

jan debidamente a los adolescentes y tengan 

en cuenta sus necesidades, respeten la con-

fidencialidad y presten servicios aceptables 

para los adolescentes. 

53. La atención que reciben las mujeres antes, 

durante y después del embarazo tiene reper-

cusiones profundas en la salud y el desarrollo 

de sus hijos. El cumplimiento de la obligación 

de garantizar el acceso universal a un conjun-

to completo de intervenciones en materia de 

salud sexual y reproductiva deberá basarse en 

el concepto de atención ininterrumpida que 

empieza en el período anterior al embarazo, 

prosigue durante el embarazo y el parto y se 

extiende hasta el período posterior al parto. La 

atención oportuna y de calidad durante estos 

períodos sucesivos ofrece importantes opor-

tunidades de prevenir la transmisión interge-

neracional de la mala salud y tiene grandes 

repercusiones en la salud del niño durante 

toda su trayectoria vital. 

54. Las intervenciones que deben ofrecerse 

durante este proceso ininterrumpido constan, 

entre otras cosas, de prevención y promoción 

de la salud básica y servicios de curación, in-

cluida la prevención del tétanos neonatal, la 

malaria en el embarazo y la sífilis congénita; 

la atención nutricional; el acceso a educa-

ción, información y servicios en materia de 

salud sexual y reproductiva; educación sobre 

el comportamiento en materia de salud (por 

ejemplo, en relación con el consumo de ta-

baco y otras sustancias); preparación para el 

parto; detección y tratamiento temprano de 

complicaciones; servicios de aborto en con-

diciones de seguridad y de atención después 

del aborto; atención básica durante el parto; y 

prevención de la transmisión materno-infantil 

del VIH, junto con la atención y el tratamiento 

de las mujeres y los lactantes infectados por el 

VIH. En el marco de la atención dispensada a 

madres y recién nacidos después del parto no 

debe separarse innecesariamente a la madre 

de su hijo. 

55. El Comité recomienda que las intervencio-

nes en el ámbito de la protección social garan-

ticen la cobertura universal de la atención o el 

acceso financiero a ella, bajas de paternidad 

retribuidas y otras prestaciones en materia de 

seguridad social, así como legislación para 

limitar la comercialización y la promoción in-

debidas de sucedáneos de la leche materna. 

56. En vista de las altas tasas mundiales de 

embarazo en la adolescencia y de los consi-

guientes riesgos de morbilidad y mortalidad, 

los Estados han de velar por que los sistemas 

y servicios sanitarios puedan atender las ne-

cesidades de los adolescentes en materia de 

salud sexual y reproductiva, incluso mediante 

servicios de planificación familiar y aborto en 

condiciones de seguridad. Los Estados deben 

procurar que las niñas puedan tomar decisio-

nes autónomas y fundamentadas sobre su 

salud reproductiva. Debe prohibirse la discri-

minación de las adolescentes que se quedan 

embarazadas, como cuando se las expulsa de 

la escuela, y deben ofrecerse oportunidades 

de educación permanente. 

57. Teniendo en cuenta que es fundamental la 

participación de los niños varones y los hom-

bres para planificar y garantizar condiciones 

sanas en el embarazo y el parto, los Estados 

deben incorporar oportunidades de educa-

ción, sensibilización y diálogo dirigidas a los 

niños y los hombres en los servicios de salud 

sexual, reproductiva e infantil. 

Artículo 24, párrafo 2 e). “Asegurar que todos 

los sectores de la sociedad, y en particular los 

padres y los niños, conozcan los principios 

básicos de la salud y la nutrición de los niños, 

las ventajas de la lactancia materna, la higiene 

y el saneamiento ambiental y las medidas de 

prevención de accidentes, tengan acceso a la 

educación pertinente y reciban apoyo en la 

aplicación de esos conocimientos” 

58. Las obligaciones correspondientes a esta 

disposición comprenden el aporte de infor-

mación en materia de salud y el apoyo para 

el uso de esta información. La información en 

materia de salud ha de ser accesible física-

mente, comprensible y adecuada para la edad 

y el nivel de estudios de los niños. 

59. Los niños necesitan información y educa-

ción sobre todos los aspectos de la salud para 

poder adoptar decisiones fundamentadas en 

relación con su estilo de vida y el acceso a los 

servicios sanitarios. La información y la pre-

paración para la vida cotidiana deben abordar 

una amplia gama de asuntos relativos a la 

salud, entre ellos los hábitos alimenticios sa-

ludables y la promoción de la actividad física, 

el deporte y el esparcimiento; la prevención 

de accidentes y lesiones; el saneamiento, la-

varse las manos y otras prácticas de higiene 

personal; y los peligros del consumo de al-

cohol, tabaco y sustancias psicoactivas. La 

información y la educación han de presentar 

debidamente el derecho del niño a la salud, 

las obligaciones de los gobiernos y la manera 

y el lugar para acceder a la información y los 

servicios sanitarios, y ha de impartirse como 

parte esencial del plan de estudios de la es-

cuela, así como mediante servicios de salud y 

en otros entornos para los niños que no estén 

escolarizados. Los materiales de información 

acerca de la salud deben diseñarse en colabo-

ración con los niños y difundirse en una am-

plia gama de espacios públicos. 

60. La educación en materia de salud sexual 

y reproductiva debe hacer referencia a la 

conciencia de uno mismo y del propio cuerpo, 

incluidos aspectos anatómicos, fisiológicos y 

emocionales, y ha de estar al alcance de todos 

los niños, varones o hembras. Su contenido 

debe guardar relación con la salud y el bienestar 

sexuales, por ejemplo mediante información 

sobre los cambios corporales y los procesos 

de maduración, y ha de estar concebido para 

que los niños puedan recabar conocimientos 

sobre la salud reproductiva y la prevención de 

la violencia basada en el género y adopten un 

comportamiento sexual responsable.

61. Debe impartirse información sobre la 

salud infantil a todos los padres, a título in-

dividual o en grupos, a la familia ampliada y 

a otros cuidadores por diversos conductos, 

como clínicas, clases de paternidad, folletos 

de información pública, órganos profesiona-

les, organizaciones comunitarias y los medios 

de comunicación. 

Artículo 24, párrafo 2 f). “Desarrollar la 

atención sanitaria preventiva, la orientación 

a los padres y la educación y servicios en 

materia de planificación de la familia” 

a) Atención sanitaria preventiva 

62. La prevención y la promoción de la salud 

han de estar orientadas a los principales pro-

blemas de salud a los que hacen frente los ni-

ños en la comunidad y el país en su conjunto. 

Cabe mencionar al respecto las enfermedades 

y otros problemas de salud, como los acciden-

tes, la violencia, el uso indebido de sustancias 

y los problemas psicosociales y mentales. 

La atención sanitaria preventiva ha de hacer 

frente a las enfermedades transmisibles y no 

transmisibles e incorporar una combinación 

de intervenciones biomédicas, conductuales y 

estructurales. La prevención de las enferme-

dades no transmisibles ha de empezar en las 

fases iniciales de la vida mediante la promo-

ción y el apoyo de estilos de vida saludables y 

no violentos entre las embarazadas, su cónyu-

ge o pareja y los niños pequeños. 
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